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Luis Augusto Chávez Maza
Carlos Absalón Copete

El libro que el lector tiene en sus manos, Polí-
tica económica, políticas públicas y finanzas 
públicas, es resultado de la práctica de investi-
gación conjunta que realiza el personal acadé-
mico de distintas facultades de la Benemérita 
Universidad Autónoma de Puebla (BUAP) y 
estudiantes de posgrado. En todos los casos, 
los trabajos presentados abordan una serie 
de temas relacionados con la intervención 
gubernamental en la búsqueda de objetivos 
de estabilidad económica y desarrollo de la 
población en general, pero también sobre 
cuál es la respuesta y la participación de los 
individuos ante estas iniciativas públicas en 
la búsqueda de mejores niveles de bienestar.

En el primer trabajo, que presentan 
Eduardo Gonzalo Vázquez Tovar y Luis 
Augusto Chávez Maza, se revisan los 
elementos que explican la evolución de la 
deuda pública en el periodo 2012-2022, y se 
discute cuál es la relación de su incremento 
con una serie de factores que se han venido 
presentando en la economía mundial, 
tales como los continuos choques de oferta 
mundial, la interrupción de cadenas de 
valor, la presión sobre las tasas de interés, 
etc. Los autores encuentran evidencia empí-

rica que parece indicar que una elevada 
razón de deuda está fuertemente asociada 
con una alta tasa de inflación en países en 
desarrollo. Destacan, además, que preci-
samente los altos niveles de inflación en 
la economía mundial y local han llevado al 
Banco de México a elevar las tasas de interés, 
lo que repercutirá en el costo financiero de la 
deuda, el cual podría ser mayor si se consi-
dera su efecto en las finanzas públicas que 
podrían ocasionar posibles reasignaciones 
presupuestarias e incidir en menores tasas 
de crecimiento económico.

El segundo trabajo, elaborado por Beatriz 
Martínez Carreño, Carlos Absalón Copete y 
Verónica Ayance Morales, está relacionado 
con su interés por el estudio del territorio y 
particularmente los patrones espaciales de 
las empresas. En este capítulo se analizan 
los patrones espaciales de las empresas y la 
competitividad de la ciudad de Puebla, enfa-
tizando la importancia que tiene la infraes-
tructura de comunicaciones y transporte, 
sus actividades productivas, su cercanía a 
los principales mercados, la incidencia de las 
políticas públicas y de las políticas de desa-
rrollo urbano. En este sentido, se analiza la 
transformación experimentada por la ciudad 
y municipio desde sus orígenes hasta la firma 
del Tratado de Libre Comercio de América del 
Norte (TLCAN), ya que con la entrada en vigor 

Introducción
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de este acuerdo se reconfigura el territorio 
nacional, teniendo Puebla una importancia 
estratégica en el desarrollo nacional.

El siguiente trabajo que se incluye aborda 
una de las problemáticas ambientales más 
importantes que se presentan a nivel local 
en Puebla: el acceso al agua potable. Sylvia 
Beatriz Guillermo Peón y Jessica Calderón 
García analizan el proceso de inclusión del 
derecho humano al agua en la agenda pública 
nacional e internacional, así como el diseño 
e implementación de dicho derecho a nivel 
nacional y estatal, centrándose en el acceso 
económico. Su estudio resalta la omisión 
legislativa relevante que existe al respecto, 
por lo que la ausencia de una Ley General 
de Aguas restringe el verdadero disfrute del 
agua como derecho humano en México. En 
consecuencia, señalan que se está ante un 
problema de diseño respecto a la política 
hídrica y el derecho humano al agua.

El cuarto trabajo, a cargo de Israel Gerardo 
García Pérez, Liliana Estrada Quiroz y Samuel 
Amador Vázquez, analiza la dinámica evolu-
tiva en torno a los movimientos sociales, 
tomando como estudio de caso el comercio 
informal en Puebla, tratando de identificar 
características y patrones de comporta-
miento que los colectivos sociales en torno al 
comercio informal pudieran estar adoptando 
para asegurar su permanencia y expan-
sión a lo largo de los centros de aglomera-
ción económica. El estudio asume elementos 
de dos vertientes teóricas sobre los movi-
mientos sociales: la nueva teoría de los movi-
mientos sociales, o de la identidad de los 
movimientos sociales, y la teoría de la movi-
lización de recursos. Por ello, es un trabajo 

analítico-descriptivo, aplicado al caso de un 
colectivo particular, mismo que sirve como 
ejemplo de lo que ocurre en torno a la confor-
mación y evolución de un movimiento social.

El quinto trabajo, que presentan Karla 
Loya Montalvo y Carlos Absalón Copete, 
hace un recuento histórico del surgimiento 
y permanencia de las comunidades sordas 
en México y en el mundo para resaltar las 
barreras sistémicas a las que se encuentran 
en aspectos cruciales para su desarrollo, tales 
como la educación, oportunidades de trabajo y 
el acceso a la información. Para ello, se tratan 
temas sobre la discapacidad en México, la 
sordera y la discapacidad auditiva en el país, 
la Lengua de Señas Mexicana (LSM) como una 
alternativa funcional y poco utilizada ante 
los problemas a los cuales se ven enfrentadas 
las personas sordas en el día a día y, final-
mente, se aborda el papel de los movimientos 
sociales, específicamente los movimientos de 
personas discapacitadas y personas sordas, 
dentro del sistema económico capitalista 
durante el último siglo, a partir de un análisis 
de las lecturas de Arellano y Manzanal.

En el sexto de los trabajos que se presentan, 
de Alma Lucero Rodríguez Morales y Luis 
Augusto Chávez Maza, se aborda la proble-
mática de la discapacidad y las políticas para 
los cuidados de largo plazo en nuestro país. 
Su interés sobre esta temática surge como 
consecuencia de que la percepción sobre la 
discapacidad ha generado gran inquietud en 
la opinión pública, derivado de la expansión 
de derechos y la responsabilidad del Estado 
para garantizar que a todos los ciudadanos 
con discapacidad o sin ella, se les respeten y 
protejan sus derechos. Asimismo, el aumento 
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de la población en condiciones de discapa-
cidad, sobre todo la población de adultos 
mayores y adultos maduros, ha provocado 
que los problemas de exclusión y dependencia 
sean observados ante los ojos de la sociedad, 
aumentando con ello la sensibilidad ante 
estos problemas. Lo anterior provoca que 
un problema, anteriormente atendido en los 
entornos privados del hogar, se considere 
como un asunto de interés social.

Por todo lo anterior, se invita nuevamente 
al lector a revisar una serie de temas acerca de 
los intereses del Estado mexicano, las polí-
ticas implementadas y su grado de incidencia 
sobre los niveles de bienestar de los ciuda-
danos, y que son, como ya se ha mencionado, 
acciones que se realizan dentro de los ámbitos 
económico y financiero.
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Eduardo Gonzalo Vázquez Tovar1 

Luis Augusto Chávez Maza1

Introducción
El estudio de la deuda pública es de suma 
importancia debido a que si se usa de manera 
inteligente, puede ayudar a impulsar un creci-
miento inclusivo y sostenido, lo que es funda-
mental para el desarrollo, pero cuando hay un 
aumento acelerado de la deuda pública puede 
afectar la estabilidad macroeconómica de 
países desarrollados y en vías de desarrollo.

En México, el tema toma relevancia debido 
al incremento exponencial de la deuda que se 
dio en sexenios pasados y al contexto actual, 
en el que se están viviendo continuos choques 
de oferta mundial, interrupción de cadenas 
de valor, presión sobre las tasas de interés, 
etc. Ante un panorama de incremento en la 
relación deuda/producto interno bruto (PIB), 
es imprescindible conocer sus consecuencias 
para la implementación de políticas fiscales, 
siendo importante que la política fiscal y la 
política monetaria se coordinen de tal manera 
que la primera pueda apoyar a la segunda. 
Existe evidencia empírica que muestra que 
una razón de deuda elevada está fuertemente 

1	 Profesor investigador de la facultad de Economía de la BUAP.

asociada con una alta tasa de inflación en 
países en desarrollo en que la política fiscal 
se convierte en factor relevante.

Actualmente, los altos niveles de inflación 
en la economía mundial y local han llevado 
al Banco de México a aumentar las tasas de 
interés, lo que repercutirá en el costo finan-
ciero de la deuda, el cual podría ser mayor si 
se cumplen ciertos supuestos que tienen su 
efecto en las finanzas públicas, como lo son 
presiones alcistas en las tasas de interés o el 
tipo de cambio ocasionando posibles reasig-
naciones presupuestarias.

Por otra parte, un nivel elevado de deuda 
pública puede ocasionar menores tasas de 
crecimiento económico, es decir, un nivel de 
deuda insostenible puede traducirse en un 
menor crecimiento per cápita del producto 
interno bruto (PIB) debido a una desacelera-
ción del crecimiento de la productividad del 
trabajo, ocasionada por la disminución de la 
inversión y un menor crecimiento del stock 
de capital por trabajador.

En este capítulo, se ha delimitado el 
estudio del comportamiento de la deuda 
pública en el periodo comprendido de 2012 
a 2022, haciendo un comparativo sobre la 
evolución de los tres índices de deuda pública 
del sexenio de Enrique Peña Nieto y lo que va 

Desarrollo de la deuda pública en México 

2012-2022: efectos de la inflación y de la 

tasa de interés
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del sexenio de Andrés Manuel López Obrador, 
presentando valores netos en cada uno de los 
indicadores con respecto al PIB anual esti-
mado, con datos de los informes trimestrales 
de deuda pública.

1.	 Desarrollo de la deuda pública 
2012-2018

De acuerdo con la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público (SHCP), se identifican tres 
indicadores que representan el análisis y 
reporte de la deuda pública: 1) deuda del 
Gobierno Federal, 2) deuda del Sector Público 
y 3) el Saldo Histórico de los Requerimientos 
Financieros del Sector Público (SHRFSP). 
Cada uno abarca y está compuesto por dife-
rentes elementos, como se muestra en la 
siguiente tabla.

Tabla 1. Indicadores de deuda pública

Fuente: Tomada del cuarto informa trimestral de deuda pública 2022 de la SHCP

Deuda del Gobierno Federal Deuda del Sector Público
Saldo Histórico de los 

Requerimientos Financieros del 
Sector (SHRFSP)

Obligaciones contratadas por el 
Gobierno Federal

Endeudamiento del Gobierno 
Federal, empresas productivas 

del Estado y banca de desarrollo

Concepto más amplio de la 
deuda pública al incluir todos 
los instrumentos de política 

pública que pudieran implicar 
endeudamiento a cargo del 

Sector
Público

Se compone de los siguientes 
conceptos:

	◼ Préstamos bancarios
	◼ Emisiones de valores 

gubernamentales
	◼ Deuda con Organismos 

Financieros Internacionales
	◼ Bonos del ISSSTE (por la 

implementación de la nueva 
Ley del ISSSTE) y cuentas

	◼ relacionadas con la 
seguridad social

	◼ Bonos de pensión CFE
	◼ Otros

Se compone por deuda 
contratada por:

	◼ Gobierno Federal
	◼ Empresas productivas del 

Estado
•	 Pemex
•	 CFE

	◼ Banca de desarrollo
•	 Banobras
•	 SHF
•	 Bancomext
•	 Nafin
•	 Financiera Nacional
•	 Banco del Bienestar

Se compone por:
	◼ Sector Público 

Presupuestario
	◼ Instituto para la Protección 

al Ahorro Bancario
	◼ Obligaciones derivadas 

del Programa de Apoyo a 
Deudores de la Banca

	◼ Fondo Nacional de 
Infraestructura (carreteras)

•	 Banca de desarrollo
•	 Fondos de fomento (neta 

de activos o valor de 
recuperación)

•	 Pidiregas de CFE
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1.1.  Deuda del Gobierno Federal
Al cierre del cuarto trimestre de 2012, 

primer año del gobierno peñista, el saldo de 
la Deuda Neta del Gobierno Federal (DNGF) 
se ubicó en 4 billones 359 mil 952.8 millones 
de pesos, cantidad equivalente al 27.5 % del 
PIB, el cual creció 8.2 puntos porcentuales 

para el cuarto trimestre de 2016, llegando a 
ser este el 35.7 % del PIB. Para finales de 2018, 
la cifra en el mismo rubro creció a 8 billones 
87 mil 252.4 millones de pesos, cifra con un 
incremento de casi el doble que el presen-
tado en diciembre de 2012, cuando empezó su 
mandato Enrique Peña Nieto.

Concepto
Saldos al cuarto trimestre (diciembre) 2012- 2018

2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018

Deuda 
Total

4,359,  
952. 9

4,808,  
112. 7

5,462,  
593. 2

6,230,  
564. 4

7,193,  
008. 9

7,507,  
461. 6

8,087,  
259. 4

Deuda 
Interna

3,501,071.6 3,893,929.4 4,324,120.6 4,814,120.1 5,396,301.4 5,714,288.0 6,203,635.4

Deuda 
Externa

858,881.3 914,183.3 1,138,472.6 1,416,444.3 1,796,707.5 1,793,173.6 1,883,624.0

Variación 
anual (%)

10.5 10.3 13.6 14.1 15.5 4.4 7.2

Razón 
deuda/PIB 

(%)
27.5 29.5 31.2 33.5 35.7 34.3 34.4

Tabla 2. Evolución de los saldos de la deuda del Gobierno Federal (millones de pesos)
Fuente: Elaboración propia con datos de Estadísticas Oportunas de Finanzas Públicas de la SHCP (2022).

Si se analiza su estructura por origen del acreedor, se nota que la deuda interna pasó de 
representar el 80.3% en 2012, al 76.7% de la deuda total en 2018, mientras que la deuda 
externa incrementó su participación en 3.6 puntos porcentuales, al pasar de 19.7 a 23.3% en 
ese mismo periodo.
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Figura 1. Composición de la deuda neta del gobierno Federal 
(participación porcentual en el saldo)

Respecto a la composición del saldo de 
la DNGF, hubo un incremento en la deuda 
externa del 119% de 2012 a 2018, mien-
tras que, por otro lado, la variación porcen-
tual respecto a la deuda interna en el mismo 
periodo fue de 77 puntos. El incremento, 
tanto de la deuda interna como de la deuda 
externa, muestran la nula intención e impo-
sibilidad de poder disminuir la dependencia 
al financiamiento vía deuda.

Una de las principales causas del aumento 
de la deuda y su costo es debido al insuficiente 
ahorro interno, característica de la economía 
mexicana, razón por la que se ha instru-
mentado una política monetaria que busque 
atraer fondos mediante el incremento de las 
tasas de interés (CEFP, 2017).

1.2.  Deuda Neta del Sector 
Público Federal

Al cierre de diciembre de 2012, el saldo total 
de la Deuda Neta del Sector Público Federal fue 
de 5 billones 352 mil 794.6 millones de pesos, 
pero a 2018 y durante el gobierno de Peña Nieto 
dicho saldo aumentó hasta los 10 billones 829 
mil 906.5 millones de pesos, lo que representa 
una variación del 102% durante esos 6 años 
(SHCP, 2022). Este ritmo de aumento implica 
que con Peña Nieto el país se endeudó a razón 
de aproximadamente 912 millones 851 mil 
989.83 pesos al año.

Fuente: Elaboración propia con datos de Estadísticas Oportunas de Finanzas Públicas de la SHCP
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Tabla 3. Evolución de los saldos de la Deuda Neta del Sector Público Federal 
(millones de pesos).

Fuente: Elaboración propia con datos de Estadísticas Oportunas de Finanzas Públicas de la SHCP (2022).

Concepto
Saldos al cuarto trimestre (diciembre) 2012- 2018

2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018

Deuda Total 5,352,  
794. 7

5,943,  
288. 0

6,947,  
446. 4

8,160,  
589. 9

9,693,  
217. 5

10, 090, 
560. 1

10, 829, 
906. 6

Deuda 
Interna

3,769,999.1 4,230,924.9 4,804,250.2 5,379,857.1 6,009,403.1 6,284,707.0 6,867,594.7

Deuda 
Externa

1,582,795.6 1,712,363.1 2,143,196.2 2,780,732.8 3,683,814.4 3,805,853.1 3,962,311.9

Variación 
anual (%)

10.4 11.0 16.9 17.5 18.8 4.1 7.3

Razón 
deuda/PIB 

(%)
33.8 36.5 39.7 43.9 48.2 46 46

En el cuarto trimestre de 2012 el PIB 
nominal fue de 16.4 billones de pesos, cantidad 
que se incrementó a 24.3 billones de pesos en 
2018 en el mismo trimestre, lo cual implica 
que el saldo de la DNSPF pasó de representar 
el 33.8% en 2012 a representar el 46% del PIB 
en 2018 (SHCP, 2022). Lo anterior indica que 
en el sexenio Peñista el saldo se incrementó 
en 12 puntos porcentuales del PIB, es decir, un 
aumento de dos puntos por año.

Respecto al saldo de la Deuda Interna 
del Sector Público Federal (DISPF), este se 
ubicó en 3 billones 769 mil 999.1 millones de 
pesos en diciembre de 2012, representando 
el 23.8% del PIB. Al finalizar el 2018, el saldo 
fue de 6 billones 867 mil 594.7 millones de 
pesos, 29.2% del PIB, durante estos 6 años 
de gobierno.

La deuda interna presentó un incremento 
de 82%, mientras que la deuda externa tuvo 
una variación mayor del 150%, pues pasó 
del 29.6 en 2012 al 36.6 en 2018, es decir, 
incrementó su participación en 7 puntos 
porcentuales.
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Figura 2. Composición de la Deuda Neta del Sector Público Federal (participación porcen-
tual en el saldo)

Fuente: Elaboración propia con datos de Estadísticas Oportunas de Finanzas Públicas de la SHCP

1.3.  Saldo Histórico de los Reque-
rimientos Financieros del Sector 

Público

El Saldo Histórico de los Requerimientos 
Financieros del Sector Público (SHRFSP), 
indicador de deuda más amplio, aumentó 
en la administración de Enrique Peña Nieto 
7.7 puntos porcentuales como proporción 
del (PIB) al pasar de 5 billones 890 mil 846.1 

millones de pesos, equivalentes al 37.2% del 
PIB, en diciembre de 2012, a 10 billones 551 
mil 718.5 millones de pesos en diciembre de 
2018, cifra que representa el 44.9% del PIB. 
La Tabla 4 indica que se dio una variación 
anual del 79% de 2012 a 2018, además de 
que el 2016 se caracterizó por ser el año con 
mayor índice de deuda en el SHRFSP al llegar 
al 48.7% del PIB.
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Tabla 4. Evolución de los Saldos Históricos de los Requerimientos Financieros del Sector 
Público (millones de pesos)

Figura 3. Composición del SHRFSP (participación porcentual en el saldo)

Saldos al cuarto trimestre (diciembre) 2012-2018

2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018

Deuda 
Total

5,890,846.1 6,504,318.8 7,446,056.4 8,633,480.4 9,797,439.6 10,031,832.0 10,551,718.5

Deuda 
Interna

4,359,912.7 4,854,940.4 5,395,869.7 5,962,271.0 6,217,513.5 6,326,437.9 6,695,127.8

Deuda 
Externa

1,530,933.4 1,649,378.4 2,050,186.7 2,671,209.4 3,579,926.1 3,705,394.1 3,856,590.8

Variación 
anual (%)

8.1 10.4 14.5 16.0 13.5 2.4 5.2

Razón 
deuda/

PIB (%)
37.2 40 42.6 46.5 48.7 45.7 44.9

Fuente: Elaboración propia con datos de Estadísticas Oportunas de Finanzas Públicas de la SHCP (2022).

En cuanto a la composición del SHRFSP, 
en 2012 la deuda interna ocupaba el 74% 
del total, mientras que la deuda externa 
representaba el 26% (SHCP, 2013), pero en 
diciembre del 2018, último año del sexenio 

peñista, la composición de la deuda tuvo un 
cambio importante derivado del incremento 
en las necesidades de financiación externa, 
ocupando el 36.5% del total con una varia-
ción del 40.38% con respecto a 2012.

Fuente: Elaboración propia con datos de Estadísticas Oportunas de Finanzas Públicas de la SHCP



11

2.	 Desarrollo de la deuda pública 
2018-2022

Para 2018, año en que comienza el gobierno 
del presidente Andrés Manuel López Obrador, 
el entorno financiero internacional se carac-
terizó por el incremento de disputas comer-
ciales que deterioraron las condiciones 
financieras globales, causando una situación 
de volatilidad en los mercados financieros 
internacionales (SHCP, 2018).

Entre las acciones más importantes que 
se implementaron para el manejo de la deuda 
pública durante el 2018 destaca, en ámbito de 

la deuda interna, las operaciones de manejo 
de pasivos realizadas a través de permutas 
y que estuvieron orientadas a mejorar el 
perfil de vencimiento para los próximos años 
(SHCP, 2018).

También hay que destacar el sanea-
miento en las finanzas públicas que hicieron 
posible un mayor control de la deuda pública, 
así como las mejoras que se dieron en los 
procesos de planeación para evitar las varia-
ciones injustificadas que puedan rebasar el 
presupuesto como las que se presentaron en 
el sexenio Peñista.

Concepto
Saldos al cuarto trimestre (diciembre) 2018- 2022

2018 2019 2020 2021 2022

Deuda Total 8,087, 259. 4 8,535, 443. 8 9,372, 426. 2 10, 395, 086. 6 11, 493, 214. 9

Deuda Interna 6,203,635.4 6,662,798.2 7,156,877.7 8,074,410.2 9,261,774.1

Deuda Externa 1,883,624.0 1,872,645.6 2,215,548.5 2,320,676.4 2,231,440.8

Variación anual (%) 7.7 5.5 9.8 10.9 10.6

Razón deuda/PIB (%) 34.4 35 40 40.3 40.3

2.1.  Deuda del Gobierno Federal

Tabla 5. Evolución de los saldos de la deuda neta del gobierno federal (millones de pesos)

Fuente: Elaboración propia con datos de Estadísticas Oportunas de Finanzas Públicas de la SHCP (2022).

Al final del cuarto trimestre de 2018 la deuda 
en este rubro se situó en 8 billones 087 mil 
259.4 millones de pesos (SHCP, 2018), presen-
tando un incremento del 7.7% con respecto 
al año anterior, alcanzando un valor como 
porcentaje del PIB de 34.4. Para diciembre de 
2022, la deuda neta se ubicó en 11 billones 493 
mil 214.9 millones de pesos, con un incremento 
del 10.6% respecto al año previo, y una parti-
cipación como porcentaje del PIB de 40.3. Es el 

nivel más alto exhibido durante los últimos 4 
años del gobierno de Obrador.

La estructura del portafolio de deuda 
mantiene la mayor parte de sus pasivos en 
moneda nacional (SHCP, 2020), con un creci-
miento en los últimos 4 años de 49%, cifra 
mucho mayor si la comparamos con la varia-
ción de la deuda externa que ha tenido un 
nivel de crecimiento de 18% de 2018 a 2022. 
Lo anterior indica que el gobierno del presi-
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dente Obrador ha buscado reducir el finan-
ciamiento externo apoyándose en el finan-
ciamiento interno, pues la deuda interna pasó 
del 76.7 al 80.6% de 2018 a 2022, mientras 
que la deuda externa mostró una disminu-

ción en la composición al pasar de 23.3 a 19.4 
por ciento en el mismo periodo.

Figura 4. Composición de la deuda del gobierno federal (participación porcentual  
en el saldo)

Fuente: Elaboración propia con datos de Estadísticas Oportunas de Finanzas Públicas de la SHCP

En la administración de Enrique Peña 
Nieto la deuda del gobierno federal creció 
85% de diciembre de 2012 a diciembre de 2018 
(SHCP, 2018), mientras que en los cuatro años 
de la administración de Andrés Manuel López 
Obrador se ha observado un crecimiento de 
solo el 42% (SHCP, 2020). Los primeros cuatro 
años del sexenio peñista el crecimiento en la 
DNGF fue del 65% (SHCP, 2021), 23 puntos por 
arriba del mostrado por Obrador en el mismo 
lapso, lo que muestra la política de mayor 
endeudamiento del sexenio peñista.

2.2.  Deuda del Sector de Público 
Federal

En diciembre de 2018 la deuda era de 10 
billones 829 mil 906.5 millones de pesos, 
pero cuatro años después (2022), en el mismo 
periodo, los informes de la SHCP reportan 
un saldo de la duda del sector público de 14 
billones 071 mil 997.2 millones de pesos, es 
decir, un incremento de aproximadamente 
3.2 billones, lo que como porcentaje del PIB 
representa un incremento del 3.3%.
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Tabla 6. Evolución de los saldos de la deuda del sector público federal (millones de pesos)

Concepto
Saldos al cuarto trimestre (diciembre) 2018- 2022

2018 2019 2020 2021 2022

Deuda Total 10, 829, 906. 6 11, 027, 395. 3 12, 017, 864. 0 13, 041, 654. 2 14, 071, 997. 3

Deuda Interna 6,867,594.7 7,188,473.0 7,598,788.0 8,545,785.6 9,868,466.7

Deuda Externa 3,962,311.9 3,838,922.3 4,419,076.0 4,495,868.6 4,203,530.6

Variación 
anual (%)

7.3 1.8 9.0 8.5 7.9

Razón deuda/
PIB (%)

46 45.1 53.3 50.5 49.3

Fuente: Elaboración propia con datos de Estadísticas Oportunas de Finanzas Públicas de la SHCP (2022).

Respecto a la composición de la DNSPF, la 
deuda interna pasó de representar el 63.4 al 
70.1% de la deuda total de 2018 a 2022, mien-
tras que la deuda externa disminuyó su parti-

cipación en el saldo total neto, aproximada-
mente en 7.1 puntos porcentuales, al pasar de 
36.6 a 29.9% en ese mismo periodo.

Figura 5. Composición de la deuda del sector público federal (participación porcentual  
en el saldo)

Fuente: Elaboración propia con datos de Estadísticas Oportunas de Finanzas Públicas de la SHCP (2022).
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2.3.  Saldo Histórico de los Requerimientos Financieros del Sector 
Público

Tabla 7. Evolución del saldo histórico de los requerimientos financieros del sector público 
(millones de pesos)

Concepto
Saldos al cuarto trimestre (diciembre) 2012-2018

2018 2019 2020 2021 2022

Deuda Total 10,551,718.5 10,870,037.0 12,082,788.6 13,103,963.9 14,091,669.6

Deuda Interna 6,695,127.8 7,139,386.6 7,761,403.2 8,695,859.4 9,965,416.7

Deuda Externa 3,856,590.8 3,730,650.4 4,321,385.4 4,408,104.6 4,126,252.8

Variación 
anual (%)

5.2 3.0 11.2 8.5 7.5

Razón deuda/
PIB (%)

44.9 44.5 51.6 49.9 49.4

Fuente: Elaboración propia con datos de Estadísticas Oportunas de Finanzas Públicas de la SHCP (2022).

Respecto al SHRFSP, durante el cuarto 
trimestre del 2018 fue de 10 billones 551 mil 
718.5 millones de pesos, teniendo una varia-
ción porcentual del 5.2% con respecto al año 
anterior, del cual el saldo interno repre-
sentó el 63.5% y el saldo externo representó 
el 36.5% con respecto al saldo total (SHCP, 
2018). Para el cuarto trimestre de 2022, el 
mismo saldo llegó a los 14 billones 091 mil 
669.6 millones de pesos, presentando una 
variación porcentual del 7.5% con respecto al 
año anterior, del cual el saldo interno repre-
sentó el 70.7% y el saldo externo representó 
el 29.3% con respecto al saldo total.

Se puede observar que, en comparación 
con el 2021, el SHRFSP muestra una dismi-
nución de 0.3% en términos reales, la cual se 
debe a la reducción en la parte externa, que 
se ubicó en 4.1 billones de pesos y representó 

una disminución de 13.2% en comparación 
anual. En el caso de la deuda interna, esta fue 
de 9.9 billones de pesos, 6.3% menor que en 
el 2021.

La razón de deuda pasó de 44.9 a 49.4% 
del PIB, es decir, un aumento de 4.5 puntos. 
Sin embargo, ese incremento está muy por 
debajo de los más de 10 puntos porcentuales 
de incremento en el mismo indicador en los 
primeros cuatro años del sexenio peñista. 
Además, no hay que olvidar que la pandemia 
del 2020 contrajo la economía global, redu-
ciendo el PIB mundial y, por consiguiente, el 
PIB de México, lo que tuvo un efecto inverso 
en la razón deuda/PIB, alcanzando el 51.6% 
en ese año, el cual disminuyó también por 
la recuperación en la producción de bienes y 
servicios del país.
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Es por lo anterior que, haciendo una 
comparación de los dos periodos, con Peña 
Nieto, la deuda subió a un ritmo de casi el 
doble que el de López Obrador, cuya política 
ha mostrado un manejo más responsable 

de las finanzas públicas que el expresidente 
Peña Nieto. El reto será mantener la disci-
plina fiscal para que el ritmo de crecimiento 
de la deuda del sector público se mantenga 
bajo en lo que resta de la administración.

Figura 6. Composición de los SHRFSP (participación porcentual en el saldo)

Fuente: Elaboración propia con datos de Estadísticas Oportunas de Finanzas Públicas de la SHC (2022).

3.	 Efectos de la inflación y la tasa 
de interés en el costo financiero de 

la deuda

El incremento del costo financiero de la 
deuda ha sido persistente debido al déficit 
público, al aumento en las tasas de interés y 
a la depreciación del tipo de cambio que se 
ha venido dando de manera acelerada en la 
última década. Además, se considera que el 
costo que México paga por la deuda es alto 
considerando su capacidad de recaudación y 
su crecimiento económico (Vidal, 2020).

Actualmente, el ambiente de altas tasas 
de interés en el mundo para tratar de frenar 
el incremento en los niveles de inflación ha 
encarecido los financiamientos, incremen-
tándose así el costo financiero de la deuda 
pública en México en aproximadamente 
10% en 2022, siendo el mayor incremento 
en cuatro años, lo anterior de acuerdo con 
el Informe de Finanzas Públicas y la Deuda 
Pública al cuarto trimestre del 2022, donde se 
resaltan los 815,221 millones de pesos que se 
pagaron por el servicio de la deuda en el año 
pasado (SHCP, 2022).
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No obstante, en términos per cápita, en 
2021 cada ciudadano en México debía alre-
dedor de 115,170 pesos, mientras que al cierre 
de 2022 la media era de 113,660 pesos, lo que 
representa 1.3% menos que en 2021, es decir, 
la deuda per cápita se redujo por primera vez 
después de dos años en el 2022, siendo que 
era de 115,606 pesos por habitante en 2016.

El costo financiero de la deuda está 
compuesto principalmente por los intereses, 

comisiones y gastos, así como los recursos 
que se destinan para sanear el sistema finan-
ciero (pago del rescate bancario derivado de 
la crisis de 1994). De acuerdo con la SHCP, en 
los últimos 10 años el 75.3% del costo finan-
ciero ha sido destinado para pago de inte-
reses, 5% para el saneamiento financiero 
y 19.7% para la cobertura del pago de orga-
nismos y empresas (comisiones y gastos).

Figura 7. Pago de intereses y otros servicios de la deuda (millones de pesos)

Fuente: Elaboración propia con datos de Estadísticas Oportunas de Finanzas Públicas de la SHCP

Respecto a la composición del costo de la 
deuda, el mayor porcentaje se encuentra en 
moneda nacional, pasando del 75 al 73.9% 
de 2012 a 2022; el porcentaje restante es en 

moneda extranjera, pasando del 25 al 26.1% 
del costo total de 2012 a 2022.
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Tabla 8. Costo financiero del Sector Público presupuestario (millones de pesos)

Concepto 2018 2019 2020 2021 2022

Total 615.040,6 666.486,9 686.085,0 686.689,4 815.221,0

Intereses 428.929,7 474.283,1 522.262,8 513.499,5 630.956,5

Saneamiento financiero 38.168,5 51.339,9 43.330,0 11.245,9 38.850,0

Organismos y empresas 147.942,4 140.864,0 120.492,2 161.944,1 145.414,5

Internos 431.273,6 460.403,0 470.656,3 461.383,9 602.228,6

Externos 183.767,0 206.083,9 215.428,7 225.305,5 212.992,4

% Interno 70,1 69,1 68,6 67,2 73,9

% Externo 29,9 30,9 31,4 32,8 26,1

Fuente: Elaboración propia con datos de Estadísticas Oportunas de Finanzas Públicas de la SHCP

De acuerdo con la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE), en 2020 México destinó el 13.4% del 
gasto público para el pago de intereses de la 
deuda, cifra por arriba del 4% que es la media 
de los demás países miembros. Lo anterior 
se debe al incremento en las tasas de interés, 
a la estructura de la deuda y portafolio que 
maneja el gobierno federal, así como la polí-
tica de deuda que está implementando para 
reducir los intereses de la deuda externa.

Conclusiones
La deuda pública es una forma de financia-
miento del gobierno para generar obra pública 
e inversión de la que no se debe abusar, ya 
que una deuda alta generará desconfianza a 
los inversores y un incremento abrupto en las 
tasas de interés podría ocasionar riesgos de 
impago de la deuda. Por otra parte, un nivel 
elevado de deuda puede llevar a menores tasas 
de crecimiento y un menor crecimiento per 
cápita del PIB debido a una desaceleración de 
la productividad del trabajo, ocasionada por la 

disminución de la inversión y un menor creci-
miento del stock de capital por trabajador.

Sin embargo, este mecanismo será posi-
tivo si es utilizado para el financiamiento de 
proyectos que la iniciativa privada no puede 
llevar a cabo y que generen beneficios econó-
micos y sociales a la ciudadanía.

La razón de deuda como porcentaje del PIB 
se ve afectada por la evolución de la inflación, el 
comportamiento de la tasa de interés, el creci-
miento económico y el balance primario. En 
este orden de ideas, un aumento inesperado de 
los precios disminuye el costo real del servicio 
de la deuda, y un incremento en la producción 
hace disminuir la razón deuda/PIB. El creci-
miento económico ha contribuido a disminuir 
la razón de deuda/PIB en los últimos 10 años; 
sin embargo, la caída de la actividad económica 
en 2020 hizo incrementar la razón deuda/PIB 
en algunos puntos porcentuales. Por otra parte, 
la tasa de interés nominal ha aumentado la 
razón de deuda en varios puntos porcentuales 
en los últimos 10 años.
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Es por lo anterior que el gobierno federal 
debe procurar un crecimiento moderado de 
la deuda pública, es decir, que el porcentaje 
de variación anual de la deuda neta del sector 
público federal sea menor a la variación 
porcentual anual del PIB a precios corrientes.
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En los últimos años, se ha resignificado el 
interés por el estudio del territorio y parti-
cularmente en los patrones espaciales de las 
empresas. La globalización de la economía 
mundial, la profundización y la extensión de 
los procesos de integración económica, así 
como el auge de la geografía económica, son 
algunas de las razones de este renacimiento 
del análisis del territorio, tanto desde un 
punto de vista teórico como práctico (Arias 
y Leonardo, 2011). Las ciudades adquieren 
importancia en la medida en que se conjugan 
las condiciones espaciales que impulsan 
el desarrollo y se convierten en lugares de 
atracción para la población; sin embargo, en 
cada período van modificando su posición 
debido a las políticas y tendencias nacionales 
e internacionales.
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Para analizar los patrones espaciales de 
las empresas y la competitividad de la ciudad 
de Puebla, se debe conocer su origen y trans-
formación en el contexto nacional y regional. 
Se enfatiza la importancia del papel que ha 
jugado su infraestructura de comunicaciones 
y transporte, sus actividades productivas, su 
cercanía a los principales mercados, la inci-
dencia de las políticas públicas, los patrones 
espaciales que desarrollan las empresas en 
el territorio, así como las políticas de desa-
rrollo urbano. En este sentido, se analiza la 
transformación experimentada por la ciudad 
y municipio desde sus orígenes hasta la firma 
del TLCAN, ya que con la entrada en vigor 
de este acuerdo se reconfigura el territorio 
nacional, teniendo Puebla una importancia 
estratégica en el desarrollo nacional.

La ciudad de Puebla, en su origen, fue 
concebida como centro de apoyo para el desa-
rrollo del sistema virreinal: su localización, 
trazado y actividades fue resultado de un 
conjunto de decisiones del poder central que 
modificó la estructura territorial existente, 

Los patrones espaciales de las empresas 

en el municipio de Puebla en el contexto 

del desarrollo en México
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ocasionando el colapso del sistema prehispá-
nico. Puebla, desde sus albores, quedó supe-
ditada a servir de apoyo a la ciudad central y, 
a diferencia de las otras ciudades del sistema 
virreinal, se le otorgaron diversas conce-
siones debido a que su población originaria 
estaba constituida por españoles que habían 
combatido durante la conquista o que habían 
llegado a colonizar el nuevo territorio. En 
consecuencia, se impulsó su desarrollo y se le 
fortaleció desde el poder central para conver-
tirse en la segunda ciudad en este período. 
Concluida la etapa virreinal, la estructura 
territorial y el sistema de ciudades y provin-
cias sufrió pocas modificaciones posteriores.

El análisis histórico de la ciudad se divide 
en cinco períodos. Primero, el origen y desa-
rrollo en la etapa colonial, en la que se conso-
lida como el principal centro urbano de la 
región con vocación comercial e industrial. 
Un segundo periodo corresponde al México 
independiente hasta principios del Porfiriato, 
en donde se fortalece el desarrollo industrial, 
se expande el comercio y se inicia el desa-
rrollo del sector servicios; además de que la 
ciudad se consolida como una de las cuatro 
más importantes del país. En el tercer periodo 
se analizan los cambios ocurridos en el Porfi-
riato, en el que se establecen políticas públicas 
que incidieron en el desarrollo económico y 
urbano de algunas ciudades. Puebla adquiere 
una importancia estratégica para el país, 
especializándose en la industria textil, siendo 
esta de gran impacto en las exportaciones y 
en la integración de México en el mercado 
internacional. En el cuarto periodo se aborda 
el México posrevolucionario de 1921 a 1940, 
en donde la ciudad de Puebla fortalece su 

posición en el contexto nacional, además de 
que se mantiene un fuerte desarrollo indus-
trial y comercial, al cual se integra el sector 
de servicios. El quinto periodo corresponde al 
modelo de Estado Benefactor (1940 a 1990), 
el cual se subdivide a su vez en el Modelo de 
Sustitución de Importaciones (1940-1958), 
el Modelo Estabilizador (1958- 1970) y el 
Modelo de Desarrollo Compartido (1970-
1982) y que fueron el antecedente a las crisis 
económicas del país, cuyo periodo concluye 
con la entrada en vigor del TLCAN en 1994 y la 
adopción de una política neoliberal y globali-
zadora. Estos modelos tienen fuertes reper-
cusiones en los asentamientos y municipios 
periféricos, y llevaron a la conformación de 
amplias zonas metropolitanas en el país.

1.	 Ubicación del municipio de 
Puebla

Puebla ocupa una posición estratégica en 
el territorio nacional, ya que se localiza en 
la zona centro oriente del país: colinda al 
poniente con el estado de México, Tlax-
cala, Hidalgo y Morelos, al sur con Oaxaca y 
Guerrero y al oriente con Veracruz. Abarca 
una superficie de 34 mil 251 km² y está 
situada en el Altiplano Mexicano, que a su vez 
se encuentra en la cuenca Puebla-Tlaxcala.

Para entender cómo Puebla llegó a ser la 
ciudad que es hoy, es necesario analizar el 
proceso que le dio origen, así como la distri-
bución de las ciudades en la época de la 
colonia, debido a que el modelo territorial 
que se construyó en ese periodo cambió las 
estructuras prehispánicas y se convirtió en el 
que configura la base del desarrollo actual.
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2.	 Puebla en la Colonia
Al darse la colonización en México, se mantu-
vieron parte de los patrones de las poblaciones 
indígenas en el área central, al mismo tiempo 
que se construían nuevas ciudades, ocupando 
y transformando las existentes como Teno-
chtitlan y Tlaxcala. El nuevo reino se extendió 
con la finalidad de encontrar metales 
preciosos para su explotación. La construc-
ción de nuevos pueblos y ciudades en la Nueva 
España se extendió con mayor rapidez a partir 
del año 1521, teniendo como centro la ciudad 
de México, mientras que la modificación de la 
estructura territorial de los pueblos indígenas 
no fue tan rápida y se desarrolló en un largo 
periodo durante la colonia. Bassols (1983) 
resalta la importancia de la estructura prehis-
pánica en la definición de las nuevas funda-
ciones y estructuras regionales, señalando de 
forma precisa los rasgos que se conservaron: 
la concentración de las poblaciones en los 
valles altos, la posición privilegiada de Teno-
chtitlan entre las ciudades de Mesoamérica, la 
población escasa que había en el este-oeste y 
el asentamiento de los españoles sobre anti-
guos poblados indígenas, utilizando las rutas 
que ya existían.

Una de las zonas con mayor concentra-
ción de asentamientos prehispánicos, como 
Cholula, Huejotzingo, Tepeaca, Tlaxcala, 
entre otros, y de gran riqueza agrícola, se 
encontraba alrededor de la actual ciudad de 
Puebla, por lo que esta se fundó el 16 de abril 
de 1531. La ciudad fue pensada y planeada 
como un núcleo de poder español, y centro 
urbano intermedio entre la capital y el puerto 
de Veracruz. Debido al incremento acele-
rado de la población y el papel de dominio 

que representaba sobre una extensa región, 
Puebla se destacó como un núcleo urbano de 
suma importancia.

Tiempo después de la fundación de Puebla, 
se inició una intensa actividad comercial, dada 
la concentración de la producción agrícola que 
provenía de un dominio regional, así como 
actividades manufactureras de alto prestigio 
como el vidrio, la cerámica y la industria textil, 
además de su ubicación con respecto a Vera-
cruz, lugar donde llegaba y salía la producción 
hacia España. Con el tiempo se desarrolló el 
sector comercio de manera más especializada 
y parte de la población eran pequeños comer-
ciantes, artesanos, vendedores ambulantes e 
indígenas, por lo que el espacio destinado al 
comercio se amplió a las principales calles del 
centro de la ciudad y a los barrios. La ubicación 
de los comercios de acuerdo a la especializa-
ción se hacía por calles (Milián, 1994). Manuel 
Flon, intendente de Puebla, en su informe al 
ayuntamiento dio a conocer los datos que se 
presentan en la Tabla 1. En total existían 671 
establecimientos con una población para ese 
año de 67 mil 800 habitantes, por lo cual había 
un establecimiento por cada cien habitantes.
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Tabla 1. Establecimientos en Puebla 1804

Fuente: Obtenido de Cuenya (1987)

La estructura del territorio de la colonia 
y sus principales ciudades estuvo determi-
nada por los requerimientos de una economía 
rural, minera y comercial. Para 1786, se había 
conformado una estructura territorial de 
trece intendencias: Puebla, México, Veracruz, 

Oaxaca, Valladolid de Michoacán, Guana-
juato, San Luis Potosí, Guadalajara, Zacatecas, 
Durango, Sonora y Chiapas, según la posición 
geográfica que tenían estas ciudades con su 
cercanía con la Nueva España (Garza, 2005). 
Es así como se desarrolla el sistema urbano 
colonial en el siglo XVIII, el cual se comple-
menta con la fundación de real de minas, los 
centros de comercialización de las haciendas, 
el abastecimiento de las mismas, las exigen-
cias administrativas y militares, así como el 
control monopólico comercial de la Colonia 
que requería del puerto de Veracruz para la 
importación y exportación de mercancías; es 
aquí donde la posición estratégica de Puebla 
juega un papel de suma importancia.

Al final de la Colonia, el sistema urbano 
se constituía por solo nueve ciudades de más 
de 15 000 habitantes, que representaban el 
6.8% de la población total, mientras que 
para 1895, ya en el México independiente, 
se tenían 18 ciudades que superaban esta 
población (Tabla 2).

Cantidad Descripción

45 Tiendas géneros de Castilla

39 Mestizos o de cacahuatería

102 Pulquerías

39 Panaderías

286 Vinaterías

4 Tiendas de mercería

136 Cajones

12 Alacena de quincallería

36 Tocinerías

8 Curtidurías

3 Almacenes

1803 1895

     Parámetros Población Parámetros Población

     Población nacional 5,800,000
Población 
nacional

12,629,835

     Población urbana 391,700
Población 

urbana
986,116

     Grado de 
urbanización

6.8 Grado de urbanización 7.7

     Ciudades Población Ciudades Población

1. Ciudad de México 137,000 1. Ciudad de México 329,774

2. Puebla 67,800 2. Puebla 88,674

3. Guanajuato 41,000 3. Guadalajara 83,934

Tabla 2. Sistema de ciudades México 1803 y 1895
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1803 1895

4. Querétaro 35,000 4. San Luis Potosí 69,050

5. Zacatecas 33,000 5. Monterrey 45,695

6. Oaxaca 24,400 6. Zacatecas 39,807

7. Guadalajara 19,500 7. Guanajuato 39,404

8. Morelia 18,000 8. Mérida 36,935

9. Veracruz 16,000 9. Querétaro 33,952

10. Morelia 33,890

11. Oaxaca 32,437

12. Aguascalientes 30,872

13. Durango 26,425

14. Toluca 23,150

15. Colima 18,997

16. Chihuahua 18,279

17. Veracruz 18,200

18. Campeche 16,641

Fuente: Tomado de Davies (1974), Garza (1985) y Brachet (1976)

Entre los factores que contribuyeron a 
la conformación del sistema urbano colo-
nial, destaca la política centralista que fue 
definiendo las funciones de las regiones y 
ciudades, conformando una estructura de 
fuerte control sobre el territorio, supeditada 
además a la intervención que se ejercía desde 
España y para lo cual se utilizaron dos meca-
nismos: primero, la estructura administra-
tiva de intendencias apoyada con el ejército y 
la religión católica que se impuso en el terri-
torio colonial; segundo, el desarrollo de la 
estructura de caminos que permitió la comu-
nicación entre ciudades y regiones, así como 
el acceso a los puertos.

Al final del periodo Colonial, la ciudad de 
Puebla adquirió una importancia estratégica 
debido a su localización y a un conjunto de 

políticas públicas que la fueron fortaleciendo. 
Entre estas se pueden señalar la denomina-
ción como intendencia, centro administra-
tivo de una amplia región que se extendía del 
Golfo al Pacífico, la licencia para fabricación 
de vidrio y loza que dio origen a la talavera 
poblana y la fabricación de telas que fue el 
cimiento para la industria textil del siglo XIX.

3.	 Puebla en la recomposición 
interna del México independiente

En 1810 nace México como nación indepen-
diente y a partir de esta fecha se vivió un largo 
proceso de guerras internas y externas en su 
intento por consolidarse como tal. El desa-
rrollo territorial de México se mantuvo está-
tico, soportado por el sistema de ciudades y 
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comunicaciones creadas en el virreinato, y 
se integraron de forma incipiente los nuevos 
caminos y asentamientos hacia el norte del 
país. La economía se estancó y se concentró 
básicamente en el incipiente mercado interno; 
las principales ciudades que se habían desa-
rrollado en el período anterior mantuvieron 
su hegemonía y sus funciones, por lo que 
los cambios estructurales se centraron en la 
consolidación política y la lucha por el control 
de la nueva nación.

En este periodo se inició una reestructu-
ración del territorio nacional. Por un lado, 
se mantuvo la importancia de las principales 
ciudades consolidadas en el periodo colonial, 
al mismo tiempo que la región centro del país 
se integró de forma importante al desarrollo 
político, social y económico. En el aspecto 
político, se caracterizó por una lucha interna 
por el control de la nueva nación; liberales y 
conservadores se alternaron en el control del 
mismo, presentando dos proyectos distintos 
para el país. El primero buscaba un estado 
federado ligado al desarrollo capitalista y el 
segundo un estado centralista que controlara 
bienes y riquezas tipo monarquía.

El estado de las comunicaciones y el 
transporte de mercancías tienen un retro-
ceso debido a la inestabilidad en el país, pero 
en general se conserva la estructura territo-
rial colonial. Entre 1810 y 1860, los efectos 
causados por la guerra de independencia 
afectaron las actividades productivas, modi-
ficando en parte las rutas comerciales y la 
movilidad de la población, pero en general se 
mantuvo el sistema urbano colonial; siguió 
el predominio de la ciudad de México, el 
surgimiento de nuevos corredores comer-

ciales y el desarrollo de algunas regiones y 
ciudades en el centro y norte del país. En esta 
etapa del México independiente, la ciudad de 
Puebla mantuvo sus actividades económicas 
y se fortaleció como concentrador de acti-
vidades en la región, manteniendo además 
su control en el paso del comercio de la ruta 
Veracruz-México. Su desarrollo industrial y 
comercial, así como su localización estraté-
gica para el comercio entre México y Europa, 
fueron factores importantes para que 
mantuviera su posición entre las principales 
ciudades del país.

4.	 El Porfiriato y el desarrollo 
industrial de Puebla

Este periodo es de gran importancia para 
México, debido a las profundas transforma-
ciones que se gestaron en los ámbitos polí-
tico, económico, social y de comunicaciones, 
que redefinieron la estructura territorial 
del país. Tres procesos que al interrelacio-
narse constituyeron la base de estos cambios. 
Primero, un periodo de 30 años de dictadura 
por parte de Porfirio Díaz, que permitieron 
un desarrollo capitalista con fuerte apoyo a la 
agricultura y a la industria basado en inver-
siones extranjeras y nacionales. Segundo, el 
desarrollo económico e industrial de Estados 
Unidos, que se convirtió en el nuevo mercado 
desplazando parcialmente a Europa. Tercero, 
el nuevo sistema de comunicaciones por 
medio del ferrocarril que cambió la estruc-
tura de caminos coloniales e integró casi a la 
totalidad el territorio nacional.

Con la definición de un régimen político 
federalista, la desamortización de las corpo-
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raciones civiles y religiosas, el proceso de 
concertación de la propiedad inmobiliaria, 
la incorporación del país como un impor-
tante exportador de materias primas al 
mercado mundial y al desarrollo del sistema 
ferroviario, en la segunda mitad del siglo 
XIX se consolidó un nuevo sistema urbano 
nacional. En esta redefinición, la ciudad de 
México recobró su carácter de poder político 
y económico del país. La tendencia en el país 
del proceso de urbanización surgida no es, 
por tanto, diferente a la que existía al final de 
la colonia (Milián, 1994).

Un cambio radical fue la consolidación 
capitalista como forma de dominación en 
la dictadura de Porfirio Díaz, lo que permite 
entender cómo los procesos históricos han 
influido de manera concluyente el desarrollo 
urbano y económico de México (Garza, 2005). 
La política de Porfirio Díaz fortaleció a las 
principales ciudades que constituían el eje del 
desarrollo de México, Puebla, Guadalajara y 
Monterrey, apoyando su desarrollo industrial 
e integrándolas con las redes ferroviarias que 
permitieron un desplazamiento de grandes 
volúmenes de mercancías. En este proceso 
de evolución histórica, para la segunda mitad 
del siglo XIX, empezó la recuperación de la 
ciudad poblana y al finalizar el Porfiriato es 
una vez más una de las principales ciudades 
del país, tanto en actividad económica como 
en población.

Las crisis que afectaron a Puebla tuvieron 
que ver con la lejanía geográfica y la falta 
de condiciones para incorporarse al auge 
minero de Guanajuato, Zacatecas y San Luis 
Potosí, lo cual tuvo como consecuencias 
un cambio en el comercio exterior y, por lo 

tanto, un impacto en las actividades produc-
tivas. Así, en la primera mitad del siglo XIX 
se incrementa el rezago de la ciudad, ya que 
las estructuras ocupacionales se estancaron, 
manteniéndose el comercio, los servicios 
domésticos y la industria textil. En la segunda 
mitad del siglo XIX se inició una recuperación 
asociada al desarrollo fabril de la industria 
de la transformación, que en 1985 represen-
taba el 45% de la población ocupada. En estos 
cambios, la ciudad de Puebla se vio afectada, 
ya que se modificó de manera sustancial el 
lugar relevante que ocupaba en la colonia.

Posteriormente, la conexión de Puebla 
con la ruta México-Veracruz se aplazó hasta 
1880, año en el que se inició la construcción 
de la ruta del ferrocarril interoceánico. Puebla 
mantiene la actividad económica para finales 
del siglo XIX, se fundan las primeras indus-
trias manufactureras, en su mayoría textiles. 
El desarrollo de esta industria impactó en 
el comercio con otros mercados. La terceri-
zación de la economía se ve de manera más 
notoria en los siguientes años, pues la pobla-
ción ocupada en el sector servicios pasó de 
38 a 45% en 1985 al finalizar el Porfiriato 
(Contreras, 1984). En 1835 inició operaciones 
la fábrica de la Constancia Mexicana, años 
después se crearon otras fábricas como la de 
San Juan Bautista Amatlán, el Patriotismo, la 
Economía, la Teja, el Carmen, Real del Alto, la 
Guía, la Esperanza y San Juan Amandi.

Básicamente, la instalación de la indus-
tria textil moderna (Gamboa, 2000) se debió 
a dos factores:

1.	 Las fábricas que se edificaron en las 
corrientes acuíferas por el movimiento 
de las máquinas, estas perteneciendo a 
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la era de la energía hidráulica.
2.	 Las fábricas que no obedecieron a esta 

necesidad, sino a otros factores como 
la cercanía con los medios de trans-
porte, el uso de suelo y la energía eléc-
trica.

Siendo la energía hidráulica la fuente 
principal, la electricidad llegó a la indus-
tria por plantas generadoras instaladas a la 
orilla de los ríos. Por ejemplo, se instaló la 
Compañía Anónima de Alumbrado en Puebla 
y la compañía de Tranvías Luz y Fuerza 
Motriz de Puebla. Esta última marcó un 
parteaguas, ya que influyó en el cambio de 
la ubicación de las fábricas textiles, debido a 
que dejaron de depender de la cercanía de una 
corriente de agua para su funcionamiento. 
Podría suponerse que al darse este cambio 
se da un fenómeno de dispersión geográfica, 
pero los dueños de las fábricas eligieron un 
perímetro de la ciudad y dentro de él puntos 
para instalar las fábricas: un caso fue el del 
Río de San Francisco y su anexo, el Estanque 
de Pescaditos.

La ciudad de Puebla en esta etapa presentó 
pocas transformaciones en la estructura 
urbana del área central con respecto a la exis-
tente en el periodo colonial; solo en la peri-
feria se empezaron a generar nuevos desa-
rrollos ligados a las nuevas fábricas textiles 
que se habían instalado. La industria textil 
fue determinante para posicionarse como la 
segunda ciudad más importante en el país, 
conjuntando tres factores económicos funda-
mentales: comercio, industria y servicios 
(educación y salud principalmente), además 
de concentrar la producción agropecuaria de 
los valles de Puebla, Atlixco y Tlaxcala.

5.	 México posrevolucionario 
(1910-1940)

Un hecho histórico que marcó una pauta en 
México es el intento de la sexta reelección del 
entonces presidente Porfirio Díaz, que tuvo 
como culminación la Revolución mexicana 
que inició Francisco I. Madero en el año de 
1910, con un levantamiento armado contra 
el gobierno. Fue hasta 1930 que se extendió 
la guerra civil y, por ende, se vio reflejada la 
inestabilidad política. Fue en el gobierno de 
Lázaro Cárdenas (de 1934 a 1940) que México 
inició un periodo de una aparente estabilidad 
posrevolucionaria.

A partir de las luchas revolucionarias, 
los estados del norte del país reclamaron 
su incorporación al desarrollo económico y 
político nacional, convirtiéndose en parte 
importantes de la reestructuración territorial 
de México. Se amplió el sistema ferroviario 
hacia el norte y se integró de forma impor-
tante al mercado Norteamericano, convir-
tiéndose en el principal mercado para nuestro 
país, desplazando a Europa y modificando las 
rutas comerciales existentes.

La Revolución mexicana afectó de manera 
considerable la industria manufactura, ya 
que se redujo en -0.9% anual; por ende, 
Puebla se vio perturbado ante lo que ocurría 
en el contexto nacional: se padeció una caída 
del producto estatal, como consecuencia de 
lo antes citado y una reducción significativa 
del nivel de ocupación de la población. Poste-
riormente, en la década de los años veinte, 
a la crisis económica y social potencializada 
por el conflicto revolucionario, se le sumó la 
gran depresión del Jueves Negro en 1929, que 
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afectó a México por los estrechos vínculos de 
dependencia con los Estados Unidos.

En los años treinta, con Lázaro Cárdenas, 
se da una significativa recuperación econó-
mica, a tal grado que se lograron consolidar 
los grupos posrevolucionarios. Es en este 
momento que se da una coyuntura política, 
por la consumación de la gran depresión 
mundial y el gobierno de México nacionaliza 
la industria de los ferrocarriles y la petro-
lera. Cabe mencionar que durante la gestión 
Cardenista el gasto público pasó de 20 a 40% 
para fomentar el desarrollo, lo que propició 
la construcción de carreteras, y en conse-
cuencia, se dio una política denominada 
“Sustitución de Importaciones”, la cual se 
fomentó por la dinámica que existía en las 
exportaciones agrícolas y de materias primas.

La Revolución Mexicana, la Guerra Mundial 
y la Gran Depresión provocaron cambios en la 
estructura productiva y el inicio de una esta-
bilidad económica y social en los años 1934 y 
1940; estos factores estructurales determi-

naron la dinámica de la población urbana en 
las primeras cuatro décadas del siglo XX. Las 
ciudades que presentaron mayor dinamismo 
entre los años 1930 y 1940 fueron Villaher-
mosa (por la recuperación en la industria 
petrolera), Torreón y Orizaba (por la reforma 
agraria). La ciudad de México tuvo un creci-
miento en la población de 3.9% (Whetten, 
1948), al igual que Monterrey, fungiendo 
como los principales centros manufactureros 
del país.

En el caso de Puebla, después de que se 
consumó la Revolución, se atravesó por 
una inestabilidad general. El gobernador 
Leónides Andrew Almazán, en los años 
treinta, describe la situación política, social 
y económica como “caótica”. La imposición 
de Manuel Ávila Camacho (1937-1971) posi-
ciona a Puebla en un estancamiento que se 
aplaza hasta los años cincuenta. En la Tabla 
3 se muestra la caída en cuanto al valor de la 
producción industrial y el monto de inversión 
en los años cincuenta.

Tabla 3. Estancamiento de Puebla en la década de los cincuenta

Fuente: Elaboración propia con base en González (1985).

Año
Valor de la producción 

industrial
Posición 
nacional

Monto de 
inversión

Posición nacional

1930 6.85% 5º 7.89% 2º

1960 2.89% 7º 3.50% 6º

La intervención espacial se modifica 
por el establecimiento de la superestruc-
tura normativa y jurídica del México posre-
volucionario, en el que se impulsaba una 
serie de políticas con impacto territorial. 

La de mayor trascendencia es la aproba-
ción de un plan sexenal, en el que se esta-
blecía el control del suelo, el subsuelo y los 
recursos naturales. Se planteó también la 
industrialización del país mediante la susti-
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tución de importaciones. Al mismo tiempo, 
se crearon nuevos centros industriales y, por 
ende, la necesidad de promocionar a estos: 
el suministro de la energía eléctrica, la red 
carretera (Gómez y Cortés, 1987) y la crea-
ción de organismos reguladores de acciones 
que fueron los pilares del desarrollo indus-
trial hasta los años setenta. En 1933 se creó 
la Comisión Federal de Electricidad, al año 
siguiente Petróleos Mexicanos, líneas férreas 
de México y la expropiación de los principales 
ferrocarriles, así como la apertura de la zona 
de riego (Garza, 2005).

En las primeras décadas del siglo XX se 
inicia un conjunto de políticas territoriales 
para Puebla, en la que se ponen las bases de 
los futuros planes urbanos y regionales. Para 
1932 se da la primera disposición planifica-
dora, la Ley de Reglamento para la Forma-
ción de Colonias Urbanas y Nuevos Centros 
de Población, a fin de reglamentar la lotifica-
ción para que se asignaran predios a parques 
y jardines, oficinas públicas y mercados. 
En 1945 se aprueba la Ley de Planificación 
y Zonificación, con la finalidad de hacer los 
planos reguladores municipales y reordenar 
las actividades por zonas especializadas, para 
brindarles servicios públicos y una localiza-
ción adecuada.

A mediados de los años cincuenta, Puebla 
tenía un plano regulador, en el que se deducía 
que los mercados debían descentralizarse 
con la finalidad de no entorpecer otras acti-
vidades; la zona central se establece como 
centro de negocios y comercial, y se delimita 
la zona industrial como un elemento articu-
lador de las vialidades.

Pese a lo anterior, Puebla en este periodo, 
al igual que el resto del país, ve estancado su 
desarrollo. Sin embargo, después de la revo-
lución, nuevamente vuelve a ocupar el papel 
de primera importancia en el desarrollo 
nacional, soportado por las tres actividades 
económicas que se habían desarrollado desde 
el Porfiriato: comercio, industria y servicios.

6.	 Modelo de Estado Benefactor 
(1940-1990)

En esta etapa, se desarrollaron las bases 
del México actual, producto de un conjunto 
de procesos de casi cinco décadas y de un 
gobierno unipartidista que estuvo al frente 
durante 70 años. Destacan un conjunto de 
acciones que transformaron al país de rural a 
urbano. Se sustituyó el sistema ferroviario por 
un sistema carretero que se extendió por todo 
el territorio nacional. Se consolidó un sector 
secundario y terciario que desplazó al sector 
primario que había servido como soporte del 
desarrollo en las etapas anteriores. Se conso-
lidó un sistema económico basado en capital 
privado, nacional y trasnacional, que controló 
la política nacional. Se desarrolló una fuerte 
infraestructura de servicios públicos en 
educación y salud que impulsó el crecimiento 
demográfico; se reconfiguró el territorio 
nacional en función de los nuevos mercados 
y demandas internacionales y locales como 
el turismo y el petróleo. Se desconcentró la 
actividad industrial de la ciudad de México 
hacia las ciudades periféricas.

La explotación de las riquezas de 
México, basada en el modelo agroexpor-
tador, continúa con el primer periodo del 



30

Estado Benefactor denominado Modelo de 
Sustitución de Importaciones, que se agota 
hasta el año 1958. El desarrollo en México se 
promovió con la construcción de infraestruc-
tura hidráulica y carretera, dadas las exigen-
cias de la ciudad y del campo. Solís (1981) 
afirma que la producción agrícola aumentó 
en un 7.4%, mientras que las manufacturas 
aumentaron un 6.9%. Esto se logró gracias a 
que el aumento en el sector agrícola permitió 
financiar las demandas de maquinaria e 
insumos industriales.

La política de sustitución de importa-
ciones tuvo mayor incidencia en la década 
de los cuarenta y cincuenta, cuando hubo un 
descenso drástico en las importaciones de 
bienes de consumo, al pasar de 22.2% en 1939 
a 5.7 en 1958 (Garza, 2005). Estas dos décadas 
son conocidas como el “Milagro Mexicano”, 
pues las tasas del PIB se elevaron en un 5.8%, 
destacando el crecimiento en las manufac-
turas en 7.1%, en la industria de la construc-
ción en 10% y los transportes en un 8.7%.

De 1977 a 1988 la planeación nacional se 
caracterizó por la “institucionalización de la 
planeación urbano regional” (Garza, 1985). La 
ley que respaldó este decreto fue la de Asen-
tamientos Humanos, con la que se pretendía 
lograr cierta homogeneidad en la legislación 
en los tres niveles de gobierno. El estado de 
Puebla conformaba el Sistema Urbano Inte-
grado Oriente, con lo que la región se integró 
a las políticas urbanas a nivel nacional, en el 
cual a Puebla se le asignó el papel de apoyo a 
la descentralización de la Ciudad de México.

Es hasta la década de los setenta y ochenta 
que el Modelo de Sustitución de Importa-
ciones empieza su declive, pues la demanda 

de bienes de consumo a corto plazo se acabó 
y no se fortaleció la producción de bienes de 
capital que pudieran competir en el mercado 
internacional (Garza, 2005). El sorprendente 
Milagro Mexicano fue capaz de sostener a 
corto plazo las malas decisiones tomadas 
por la falta de estrategias para el proceso de 
desarrollo y llega a su fin para dar paso a la 
llamada “década perdida”.

Sin embargo, el crecimiento económico 
que se dio en estos años intensificó el desa-
rrollo urbano, generando un cambio en la 
especialización económica y la ubicación de 
la población en el país, mayormente urbana. 
Las ciudades que representan un crecimiento 
notable fueron la ciudad de México y Monte-
rrey. Puebla dejó de ser una de las principales 
ciudades con mayor aportación al PIB, aunque 
mantuvo su dinamismo en el aumento de la 
población, pero siempre bajo la sombra de la 
ciudad de México.

El sistema urbano de las ciudades en la 
década de los sesenta estaba constituido 
por 124 ciudades a comparación de las 84 
ciudades de los años cincuenta, esto debido 
a las altas tasas de población urbana que se 
elevaron en un 6.5%. Ante el auge que se dio 
en la manufactura en estos años, las ciudades 
que presentaron un alto dinamismo fueron 
León, Monclova, Guadalajara, Monterrey y la 
ciudad de México. El alto dinamismo que tuvo 
la manufactura en esos años no incidió en el 
desarrollo de Puebla. En el caso de las ciudades 
del norte como Tijuana, Ciudad Juárez, Mexi-
cali, Reynosa, Matamoros, Chihuahua y 
Ensenada tuvieron un crecimiento acelerado 
por el auge de las plantas maquiladoras y por 
la fuerte interacción comercial con Estados 
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Unidos, ya que fungían como nodos comer-
ciales y de comunicaciones en la frontera.

En la década de los setenta, la producción 
industrial del país fue la de mayor participa-
ción en todo el siglo (Garza, 1985). Las metró-
polis que presentaron una especialización en el 
sector industrial fueron Guadalajara, Monte-
rrey, Toluca, Querétaro, Cuernavaca y Puebla; 
esta última tuvo alta incidencia en la industria 
por la ubicación de Hylsa en Xoxtla en 1967 y 
la Volkswagen en 1964 en Cuautlancingo.

Los hechos anteriores modificaron signi-
ficativamente los flujos de mano de obra y 
las oportunidades de empleo en la región, 
teniendo un impacto mayor en Puebla porque 
fue la primera planta automotriz en México, 
tanto por la producción de vehículos como por 
el número de empleos generados. En 1967, 
Volkswagen pasa del montaje a la producción 
y la planta por la misma dinámica, impulsa la 
creación de quince empresas maquiladoras 
ligadas a la industria automotriz.

Durante los últimos diez años de este 
periodo, México se vio impactado en una 
metamorfosis económica, social, urbana y 
espacial. Para los años ochenta, se volvió una 
nación con un grado de urbanización (GU) 
de 55%, lo que representa un aumento de 
75% en la población urbana, debido princi-
palmente a la migración del ámbito rural al 
urbano, atraída esta población por los servi-
cios e infraestructura que el gobierno propor-
cionaba (VIII, IX Censo General de Población, 
Secretaría de Industria y Comercio de México: 
1962-1978).

Los patrones de las ciudades industriales 
tienen su centro en la ciudad de México, cuyo 
crecimiento poblacional la convirtieron en 

una de las ciudades más grandes del mundo. 
De la misma forma que en la década de los 
setenta, la ciudad de Toluca, Querétaro, Cuer-
navaca y Puebla fueron su área de influencia 
inmediata e impacto en el crecimiento de las 
mismas, a las cuales se les suma Tlaxcala, 
Tehuacán y San Juan del Río, siendo estas 
clasificadas como ciudades industriales saté-
lite de la capital (Garza, 2005).

La distribución urbana de las ciudades en 
la década de los setenta y ochenta presenta 
una concentración que potencializa la ciudad 
de México, como un polo central de concen-
tración en ocho metrópolis, catalogado como 
lugar central de primer orden del sistema 
urbano que se fortalece y se establece como 
una megalópolis (Garza, 2005). La ciudad de 
Puebla, en este periodo, se consolidó como 
el centro comercial, de servicios e industrial 
del sureste de México hasta los años noventa, 
cuando se firma el TLCAN y se reestructura el 
territorio nacional con una tendencia hacia 
el norte y las costas. Los primeros por la 
cercanía con el mercado externo más grande 
y la segunda por el turismo como una nueva 
actividad prioritaria.

Es importante destacar las condiciones 
económicas de la región en este periodo 
que terminarían afectando su desempeño 
económico, como fue la crisis agrícola que 
se dio con el desplazamiento de pequeños 
productores y la concentración de los medios 
de producción en un pequeño grupo, el esta-
blecimiento de la industria de la transfor-
mación y el incremento de las actividades 
improductivas y de subempleo.

En Puebla el tejido urbano estaba divi-
dido en tres sistemas: el sistema central, que 
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se establece desde la época de la colonia, en 
donde el centro de la ciudad es el lugar donde 
se asienta el comercio y en las orillas de los 
ríos las industrias; el sistema intermedio, 
que se da en la época de la desconcentración 
de las actividades económicas con la creación 
de plazas modernas sobre el circuito vial y, 
por último, el subsistema periférico que se da 
a finales de los años sesenta y principios de 
los ochenta con la creación de equipamiento e 
infraestructura vial, como parte del programa 
de desconcentración comercial de 1986.

Durante dos siglos, se puede notar que el 
área urbana ha sufrido un incremento demo-
gráfico, provocando una expansión urbana, 
que trajo consigo la recomposición en el uso 
de suelo y de las actividades económicas, ya 
que los patrones espaciales de las empresas 
se desplazaron hacia la periferia y los espa-
cios de la zona centro fueron utilizados para 

el sector servicios y comercio. Según Pérez 
(2002), la reestructuración urbana se vio 
influida por la crisis económica de la década 
de los ochenta, la apertura de la economía 
en la misma década, el incremento de la 
infraestructura y equipamiento, el desa-
rrollo de transportes y comunicaciones y los 
altos niveles de congestión y contamina-
ción presentes en la ciudad de México. Si se 
toman en cuenta las etapas que se analizaron, 
Puebla, mediante su desarrollo histórico, se 
identificó como una región importante por 
su ubicación geográfica, lo que potencializó 
sus funciones comerciales, industriales y de 
servicios, lo cual coadyuvó a la localización 
de la demanda, la facilidad de las comunica-
ciones por la vía terrestre, recursos técnicos, 
materiales y financieros, así como el equipa-
miento y la infraestructura (Figura 1).

Figura 1. Variantes del posicionamiento y competitividad de Puebla

Fuente: Elaboración propia.
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La figura anterior representa la posición 
de Puebla en los ámbitos espaciales y econó-
micos: en la colonia comenzó a tener una 
posición estratégica que le dio importancia 
en términos espaciales. Del mismo modo, 
la posición económica que ocupó en el siglo 
XVII estuvo definida por el hecho de ser una 
ciudad de paso. En el siglo XVIII, mejoró su 
posicionamiento económico, dada la espe-
cialización de la industria en la producción 
de vidrio y talavera. Posteriormente, para el 
siglo XIX, su importancia radicó en el auge 
de la industria textil. Es hasta el siglo XX que 
hubo un incremento significativo en la ocupa-
ción de otras ramas industriales (industria 
automotriz). Dada la construcción de las 
carreteras Puebla-Tlaxcala, México-Puebla 
y Puebla-San Martín en la década de los 
sesenta, se vieron afectados los patrones 
espaciales de las empresas, ubicándose la 
mayoría de estas en la zona periférica del 

municipio de Puebla. Pese a ello, el esquema 
de desarrollo seguido y el impulso dado por el 
gobierno federal a ciertas áreas y regiones del 
país y a ciertos sectores económicos hizo que 
la vocación de Puebla a finales de este siglo 
terminará siendo el comercio al por menor y 
los servicios personales, es decir, se generó 
una tercerización de la economía.

La etapa de modernización en Puebla de 
los sesenta a los ochenta presentó algunos 
rasgos a destacar: una expansión física 
de tipo regional, nuevos tipos de indus-
tria y nuevas formas de localización de las 
empresas, incremento en la tasa poblacional, 
un déficit en los servicios, la infraestructura 
y la vivienda, deterioro del centro histórico 
y el fomento a la inversión estatal. Gormsen 
(1996) señala una visión vertical, tanto en 
tiempo como en el espacio, en tres fases, tal 
como se ilustra en la Figura 2.

Figura 2. Visión vertical en tiempo y espacio

Fuente: Elaboración propia con datos extraídos de Gormsen (1996).
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La estructuración de la ciudad se ha trans-
formado en los patrones espaciales de las 
empresas y el uso de suelo de las actividades 
económicas, generando una particular diná-
mica espacial en la industria tradicional, 
pasando de la zona central de la ciudad a la 
periferia. El sector terciario, en cuanto a la 
ubicación, se ha ido desplazando de acuerdo 
a la demanda de servicios y comercio. Los 
cambios en la estructura económica que 
tienden a la tercerización de las actividades, 
como lo son los servicios, han ejercido una 
presión creciente en cierta localización central.

7.	 Conclusiones
El proceso de conformación de Puebla 
permite entender las actuales condicio-
nantes del posicionamiento y la competiti-
vidad, así como los patrones espaciales de las 
empresas y la dinámica que llevan a lo largo 
de la conformación de la región y la forma 
en que las políticas nacionales y locales han 
determinado los patrones de las empresas, 
así como la competitividad a nivel municipal, 
metropolitano y nacional.

El recorrido histórico desarrollado en este 
trabajo permite comprender cuál es la impor-
tancia de la ciudad y el municipio de Puebla, 
así como la posición que tiene en el desarrollo 
nacional y local. Al final del periodo colo-
nial, la ciudad de Puebla había adquirido una 
importancia estratégica, debido a su localiza-
ción y a un conjunto de medidas que la fueron 
fortaleciendo. En la etapa del México inde-
pendiente, mantuvo sus actividades econó-
micas y se fortaleció como concentrador 
de actividades en la región, manteniendo 
además su control en el paso del comercio de 

la ruta Veracruz-México.
En la etapa porfirista, la industria textil 

fue determinante para posicionarla como la 
segunda ciudad más importante en el país, 
además de concentrar la producción agro-
pecuaria de los valles de Puebla, Atlixco y 
Tlaxcala. Su desarrollo industrial y comer-
cial, así como su localización estratégica para 
el comercio entre México y Europa, fueron 
factores importantes para que mantuviera su 
posición entre principales ciudades del país.

En la última etapa analizada, se descon-
centra la actividad industrial de la ciudad de 
México hacia las ciudades periféricas, entre 
estas destacan Puebla, el estado de México y 
Querétaro. Puebla en particular reafirmó su 
importancia en el desarrollo nacional y junto 
con Guadalajara, Monterrey y la Ciudad de 
México conforman los principales centros 
urbanos del país. Se puede decir entonces 
que hasta este periodo la ciudad de Puebla y 
el Municipio son altamente competitivos. Sin 
embargo, se empieza a manifestar también 
una nueva tendencia de desarrollo en México.
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	 “El acceso al agua salubre es una nece-
sidad humana fundamental, y por tanto un 

derecho humano básico”.
Kofi Annan, Secretario General de la ONU 

(WHO, 2003)

Dra. Sylvia Beatríz Guillermo Peón1

Mtra. Jessica Calderón García2

1.	 Introducción
El tema seleccionado “El derecho humano al 
agua, un problema público pendiente: breve 
análisis socio-jurídico” se enmarca en el 
contexto contemporáneo actual, que visibiliza 
al agua como un derecho fundamental y por 
ende, la obligación del Estado de garantizar 
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3	  Todos los derechos humanos deber de ser respetados, protegidos y garantizados por el Estado, a 

través de sus autoridades, ya que los diversos Tratados Internacionales y la propia Constitución 

dicha prerrogativa;3 por lo que, este trabajo, 
está dirigido al público en general, inclinán-
dose a las y los estudiosos del derecho y de 
la economía, así como a los actores políticos 
que pudieran generar cambios en la estruc-
tura tarifaria frente a los desafíos hídricos. 
El objetivo del presente artículo consiste en 
analizar el proceso de inclusión del derecho 
humano al agua en la agenda pública nacional 
e internacional, su diseño nacional y estatal, 
así como su implementación a nivel local, 
centrándose en el acceso económico por parte 
de los hogares para su consumo.

El agua es indispensable para la ingesta 
humana, para preparar alimentos, mantener 
la higiene personal, lograr el funcionamiento 
de los servicios de saneamiento (Tello, 2022), 
conservar un buen estado de salud, evitar 

El derecho humano al agua, un problema 

público pendiente: breve  

análisis socio-jurídico
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enfermedades y para la realización de acti-
vidades deportivas, recreativas, entre otras. 
Claudia Corichi (2012) ha expuesto que el 
agua juega un papel irremplazable en la vida, 
por tanto, es un elemento forzoso para hacer 
posible nuestra existencia y la de todos los 
demás seres vivos, siendo que, uno de los 
mayores retos a los que se enfrenta actual-
mente la humanidad es contar con acceso 
suficiente al agua limpia (p. 107), es decir, en 
calidad adecuada y cantidad óptima.

En efecto, el agua es un derecho primordial 
que involucra a un conjunto de prerrogativas 
enfocadas a garantizar el acceso al recurso 
hídrico, y de esta manera, ver cubiertas las 
necesidades inherentes a la persona. Ante esta 
situación, resulta relevante mirar el recono-
cimiento del derecho al agua en la historia 
constitucional de México, debido a que el 
marco jurídico que regula la política hídrica 
y el servicio de agua potable entró en vigor 
en épocas distintas y por consecuencia, en 
contextos diferentes. A nivel Constitucional 
en México, el agua fue concebida, de inicio, 
como un bien originario de la Nación, con una 
postura de protección a los recursos naturales 
estratégicos; esto fue abordado desde una 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su arábigo 1º, lo disponen expresamente. Dicha 

vinculación fue desarrollada por primera vez en el caso Velásquez Vs. Honduras, por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, ya que, dicho fallo resaltó que en toda circunstancia en la 

cual un órgano o funcionario del Estado o de una institución de carácter público lesione indebi-

damente uno de tales derechos, se está ante un supuesto de inobservancia del deber de respeto y 

garantía consagrado en la Convención Americana sobre los Derechos Humanos (Corte IDH, 1988, 

p. 35).

4	  Podemos afirmar que la llamada reforma de los derechos humanos que sufrió la Constitucional 

Federal en el año 2011 trajo consigo el paradigma actual sobre la aplicación de los ordenamientos 

que protegen los derechos fundamentales, bajo un bloque de constitucionalidad.

perspectiva de Teoría del Estado, ya que, la 
Carta Magna, en su parte orgánica, estableció 
desde su origen —en 1917— dentro del artí-
culo 27, el trato que debe darse a los elementos 
esenciales del Estado. Así, el constituciona-
lista determinó que las aguas le pertenecen al 
Estado, como parte de su territorio.

La Constitución mexicana de 1917 fue de 
avanzada para su contexto histórico. En este 
sentido, no es difícil pensar que, al tratarse 
de la Ley Suprema, fue el principal faro que 
guio a las políticas públicas en el país, aun a 
las más incipientes del México posrevolu-
cionario, incluyendo, por supuesto, todos los 
temas relativos al líquido vital; sin embargo, 
esa época se situaba todavía muy lejos de la 
génesis nacional de los derechos humanos.4 

Varias décadas después, en 1983, la Cons-
titución Federal tuvo una nueva reforma en 
su artículo 115, en la cual se les otorgó a los 
municipios la atribución de prestar el servicio 
público de agua potable.

Pero fue hasta el 2012, que el Estado mexi-
cano reconoció el derecho humano al agua en 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Con esta reforma se obligó a 
todas las autoridades a respetar, proteger 
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y garantizar dicho derecho fundamental.5 
No obstante, el peso histórico ha permeado 
en las políticas públicas y gubernamentales 
actuales, que desde hace más de un siglo 
conciben al agua como un bien público origi-
nario y estratégico de la Nación; es por ello 
que las acciones públicas relacionadas con 
este recurso hídrico se enfocan a suministrar 
un servicio público a los gobernados, más que 
a garantizar un derecho humano.

El presente trabajo está orientado a analizar 
el problema del agua como derecho humano y 
su comprensión en el ámbito público, desta-
cando la agenda pública, el diseño y la imple-
mentación que se tiene a nivel Nacional y en 
el Estado de Puebla. Se cuestiona la efectiva 
materialización del derecho al agua conforme 
a los estándares internacionales preconce-
bidos, partiendo de la óptica del “deber ser” 
para confrontarlo con el “ser”, es decir, con 
lo que sucede en la realidad.

El trabajo analiza particularmente el 
acceso económico al agua. La metodología 
utilizada parte de un enfoque cualitativo 
socio-jurídico y cuantitativo que se basa 
en la búsqueda, revisión y análisis de los 
ordenamientos jurídicos, informes guber-
namentales, estadísticas e investigaciones 
que contemplan el derecho humano al agua, 
las cuales son estudiadas bajo las teorías 
monista e iusnaturalista crítica de los dere-
chos humanos. El estudio muestra que existe 
una omisión legislativa relevante, por lo 
que, la ausencia de una Ley General de Aguas 
restringe el verdadero disfrute del agua como 
derecho humano en México. En consecuencia, 

5	  La cual debe ser interpretada en conjunto con la modificación del artículo 1º Constitucional del 

año 2011, mejor conocida como la reforma en materia de derechos humanos.

estamos ante un problema de diseño respecto 
a la política hídrica y el derecho humano al 
agua, lo cual puede producir una inadecuada 
implementación por parte de las autoridades 
de los tres órdenes de gobierno. Asimismo, 
se analiza y contrasta con evidencia empí-
rica, si la premisa decretada por las Naciones 
Unidas, en el sentido de que ninguna familia 
debería pagar más del 3% de sus ingresos 
para ver cubierta la necesidad básica del 
agua, se cumple para el caso de México y 
del estado de Puebla. En atención a lo ante-
rior, se realiza el estudio de microdatos de la 
Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los 
Hogares de 2016, 2018 y 2020, con el objetivo 
de estimar el porcentaje del ingreso que las 
familias destinan al pago del consumo de agua. 
Los hallazgos muestran que, en promedio, a 
nivel nacional y para 2016 y 2018 los hogares 
destinaron menos del 3% de su ingreso para 
cubrir el gasto en agua, asegurándose así la 
asequibilidad de este derecho con base en el 
criterio de la ONU. Para el caso de Puebla, este 
resultado se mantiene solamente en 2018; sin 
embargo, en 2020, en promedio, tanto a nivel 
nacional como en Puebla, los hogares desti-
naron más del 3% de su ingreso para cubrir 
el gasto por concepto de agua (entubada y 
embotellada). Al ser un año de condiciones 
atípicas por la crisis Covid-19, la caída del 
ingreso en términos reales, aunado al incre-
mento del gasto en consumo de agua por el 
confinamiento en los hogares, explican que el 
gasto total en agua haya sobrepasado el 3% 
del ingreso por hogar en promedio.
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En cuanto a la organización del capítulo, 
en el primer apartado se aborda el papel que 
desempeñó la sociedad civil para impulsar el 
tema del agua en la agenda pública interna-
cional y nacional. La segunda parte, resalta 
el problema de diseño actual que tiene el 
derecho al agua a nivel nacional y estatal, 
haciendo una crítica desde la teoría contem-
poránea de los derechos humanos. En la 
parte final, se analiza la implementación 
del derecho humano al agua en México y en 
la entidad poblana mediante la evidencia 
proporcionada en los microdatos obtenidos 
de la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos 
de los Hogares (ENIGH), desde el requisito de 
accesibilidad económica, precisando algunas 
recomendaciones para que pueda ser garan-
tizado adecuadamente.

6	  Para en el siglo XXI se identificaron grandes retos relacionados con el agua, a saber: a) La esca-

sez que afecta a más del 40% de la población mundial (ONU, 2015), b) Falta de acceso, ya que 3 

de cada 10 personas carecen de servicios de agua potable seguros (ONU, 2015), c) Deterioro de su 

calidad, lo que ha provocado que cada día, alrededor de 1000 niños mueren debido a enfermeda-

des diarreicas (ONU, 2015), d) Conciencia en tomadores de decisiones para impulsar mejoras y 

garantizar el derecho al agua (Becerra, Sáinz, & y Muñoz, 2006: p. 112).

7	  En efecto, las protestas respecto al agua han sido históricas. A saber, en México, y para el caso 

específico del municipio de Atlixco Puebla, el Instituto de Derechos Humanos Ignacio Ellacuría 

II.	 El derecho al agua: un 
problema público (Fijación en la 

Agenda Pública)

No existe una definición única para describir 
el ámbito público y el privado, incluso 
podríamos hablar de una dicotomía; sin 
embargo, lo público puede entenderse desde 
un aspecto económico, civil, legal e interna-
cional (Boyd, 1997). Cabe decir, que los temas 
públicos antes de llegar a enmarcarse jurídi-
camente pasan por un espacio de discusión, 
debido a las disputas en la materia. Y una 
vez que el tema se positiviza, corresponde a 
las autoridades dar cumplimiento a dichas 
aspiraciones, lo cual es el verdadero reto. 
Los conflictos sociales suscitados en torno 
a esta temática han posicionado al agua en 
una escala de importancia civil que exige la 
presencia de las autoridades y de la sociedad, 
para que, en conjunto, tomen acuerdos que 
propicien la mejor solución.6

En específico, la población ha deman-
dado el cambio de precio del agua, desapro-
bado la reducción de subsidios, reclamado el 
incremento de tarifas, así como ha exigido 
la mejora de la infraestructura hídrica y el 
rescate de acuíferos (Instituto de Derechos 
Humanos Ignacio Ellacuría [IDHIE], 2017);7 
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estas quejas pueden ser visualizadas a través 
de marchas, protestas, notas de prensa, 
bloqueos, entre otros. A manera de refe-
rencia, cobra importancia la primera inicia-
tiva ciudadana que logró obtener un millón de 
firmas denominadas “Right2Water”,8 la cual 
inició desde el año 2009 con la postura de que 
los Estados de la Unión Europea reconozcan y 
garanticen el agua como un derecho humano, 
abarcando las dimensiones de disponibilidad, 
accesibilidad, aceptabilidad, asequibilidad y 
calidad (Comisión Europea, 2014), bajo esta 
tónica, el agua no es, ni puede verse como un 
bien comercial.

La problemática en torno a este recurso 
hídrico escaló en la agenda pública, lo cual 
implicó un proceso de debate y controversia 
con la sociedad civil, la prensa y los actores 
políticos (Savard, 2012), evolucionando así el 
derecho humano al agua como un problema 
dentro de la llamada “agenda de gobierno”, 
la cual en términos políticos, se entiende 
como el conjunto de problemas, demandas, 

S.J. de la Universidad Iberoamericana documentó una serie de violaciones al derecho humano al 

agua, resaltando el aumentó desproporcional de la tarifa del servicio de agua potable y drenaje, 

negando con ello el acceso económico al agua potable. Al respecto, se tienen registrados más de 

100 casos de familias pertenecientes a la organización Alianza Popular de Ciudadanos Unidos de 

Atlixco (APCUA), víctimas de violaciones al derecho humano al agua (Instituto de Derechos Hu-

manos Ignacio Ellacuría, 2017).

8	  Se plantea este movimiento por ser el primero a nivel internacional y, sobre todo, porque per-

mitió posicionar al agua como un derecho fundamental, ya que, es conocido como un derecho 

de cuarta generación. En efecto, al surgir los derechos de primera (civiles y políticos), segunda 

(económicos) y tercera (sociales) generación no enmarcaron al derecho al agua, por tanto, se 

concibe en una cuarta ola. No pasa desapercibido, que las generaciones son parte del surgimiento 

y desarrollo temporal de los derechos a lo largo de la historia, pero en nada afecta su cumpli-

miento universal; no significa que un derecho de primera generación tenga mayor prevalencia 

sobre otro.

cuestiones y asuntos que los gobernantes han 
seleccionado y ordenado como objetos de su 
acción, considerando su actuación (Dorantes, 
2013, p. 79). A través de este proceso social, 
se pidieron acciones concretas a la Unión 
Europea para solucionar sus inquietudes y 
preocupaciones, quien respondió positiva-
mente con un comunicado, del cual destaca 
lo siguiente:

Los ciudadanos europeos se han pronun-
ciado y la Comisión ha dado hoy una 
respuesta positiva; la calidad del agua, 
la infraestructura, el saneamiento y la 
transparencia resultarán beneficiados, 
en bien de los pueblos de Europa y de los 
países en desarrollo, como consecuencia 
directa de este primer ejercicio de demo-
cracia paneuropea promovida por los 
ciudadanos; felicito a los organizadores 
por su éxito (Comisión Europea, 2014, 
párrafo. 2).
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Ante esta postura, el 8 de septiembre de 
2015, el Parlamento Europeo emitió la Reso-
lución 2014/2239 INI -en seguimiento a la 
iniciativa ciudadana-, por medio de la cual se 
manifestó en favor de declarar al agua como 
derecho humano, mismo que debe ser procu-
rado en toda la Unión Europea, pidiendo a 
Right2Water que presente propuestas legisla-
tivas en las que reconozca el acceso universal 
del agua potable. Además, el Parlamento 
Europeo destacó que las concesiones relacio-
nadas con los servicios de aguas deben adju-
dicarse respetando los principios de transpa-
rencia, igualdad de trato y no discriminación, 
pidiendo de esta forma a los Gobiernos que 
trabajen para cubrir las necesidades básicas 
del agua de todos los seres humanos (Parla-
mento Europeo, 2015, párrafos 9, 10, 52, 53, 
54 y 92).

Podemos advertir que la Resolución 
2014/2239, permitió que la agenda pública 
contemplara al derecho humano al agua 
para posteriormente afianzarse a ella. De 
esta forma, el Parlamento Europeo propuso 
la solución a problemas sociales específicos 
formulados a través de la iniciativa ciuda-
dana; pero dichos ajustes no solo tuvieron 
injerencia en Europa, ya que, con ellos, se 
detonó un empuje transfronterizo en la 
materia, resonando la inserción del derecho 

9	  En agosto de 2010, la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó la resolución 64/292 de-

nominada “El derecho humano al agua y el saneamiento”, por medio de la cual reconoció al agua 

como derecho humano. Es importante mencionar que Naciones Unidas impulsó el reconoci-

miento del agua como derecho humano, situación que permitió a su vez impulsar en las agendas 

públicas nacionales la adopción de herramientas necesarias y acordes, con el objetivo de mate-

rializar dicho derecho, y de esta manera, su reconocimiento no se limite a la teoría positivista 

(ONU,2010).

humano al agua en la agenda pública inter-
nacional, y luego, en la nacional.

Justamente, en 2015, la Asamblea General 
de Naciones Unidas aprobó la Resolución 
70/169, sobre los derechos humanos al agua 
potable y el saneamiento, en la cual reafirmó 
sus pronunciamientos previos al respecto9 y 
reiteró que los Estados son los responsables 
de garantizar la plena realización del derecho 
humano al agua. Por lo tanto, son los Estados 
los que deben emplear, en forma individual y 
mediante la asistencia y la cooperación inter-
nacional, especialmente de índole económica 
y técnica, hasta el máximo de los recursos 
con que dispongan, para lograr progresi-
vamente la plena realización del derecho 
al agua potable por todos los medios apro-
piados, incluida en particular, la adopción de 
medidas legislativas (ONU, 2015a).

Asimismo, en esa anualidad — 2015— 
se publicó la Agenda 2030, que advierte en 
su objetivo 6, denominado “Garantizar la 
disponibilidad y la gestión sostenible del 
agua y el saneamiento para todos”, la temá-
tica de escasez del agua potable. En su meta 
6.1 destaca el deber de los Estados de “lograr 
el acceso universal y equitativo al agua 
potable a un precio asequible para todos” 
(ONU, 2015, p. 21), comprometiéndose así los 
países a alinear su planeación nacional y local 



42

conforme a dichos objetivos, en aras de lograr 
una alianza mundial para el desarrollo soste-
nible que permita cumplir las metas previstas 
en los tiempos establecidos.

En consecuencia, es dable afirmar que 
el contexto europeo sirvió como punto de 
partida para que los organismos internacio-
nales identificaran la problemática y se plas-
mara en documentos de planeación global 
que permitan guiar a todos los involucrados; 
con ello, los Estados replicaron y ajustaron 
las metas al interior, con la firme intención de 
alcanzar los objetivos. Es así que deben estar 
armonizados los instrumentos de planeación 
local con la Agenda 2030, pues incluso en el 
caso mexicano, la Ley de Planeación, en su 
arábigo Quinto Transitorio de la reforma de 
2017, establece que la administración pública 
considerará el contenido de las estrategias 
contenidas en la Agenda para el Desarrollo 
Sostenible (Congreso de la Unión, 2017, art. 
Quinto Transitorio).

La presión internacional tuvo mayor 
impacto en México con la visita oficial 
del Relator Especial sobre los derechos 
humanos al agua potable y el saneamiento 
de Naciones Unidas, el Sr. Léo Heller, del 2 al 
12 de mayo de 2017, quien formuló 20 reco-
mendaciones. Las más destacadas para este 
trabajo incluyen: la ratificación del Proto-
colo Facultativo del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
proporcionar más apoyo y financiación a los 
sistemas de agua, velar porque se apliquen 
tarifas sociales a los servicios del suministro 
de agua que permitan sean asequibles para 
todos, promulgar una legislación general que 

dé pleno significado al derecho humano al 
agua, entre otras (ONU, 2020).

De esta manera, el Ejecutivo Federal, en el 
2020, adoptó metas nacionales que abordan el 
tema del agua. Se emitió el Programa Nacional 
de Derechos Humanos, que contempla como 
acción puntual el compromiso de asegurar el 
acceso universal al agua potable, gestionando 
medidas de control, sanción y remediación 
para garantizar la calidad en los cuerpos de 
agua, priorizando zonas rurales y remotas 
(Programa Nacional de Derechos Humanos 
[PNDH], 2020). Asimismo, el 30 de diciembre 
de 2020, se publicó el Programa Nacional 
Hídrico 2020-2024 que tiene en sus objetivos 
prioritarios garantizar progresivamente el 
derecho humano al agua, especialmente en la 
población más vulnerable, así como mejorar 
las condiciones para la gobernanza del agua, 
a fin de fortalecer la toma de decisiones y 
combatir la corrupción (Programa Nacional 
Hídrico [PNH], 2020).

Efectivamente, el derecho humano al agua 
es hoy un problema público inserto en las 
agendas de gobierno nacionales e interna-
ciones. Esta es la razón por la que se derivan 
una serie de obligaciones para los Estados, a 
fin de poner en marcha dicha política pública 
dentro del ciclo presupuestario, esto es, que se 
genere un diseño, se implemente y se evalúe. 
Sin embargo, esto es parte del discurso polí-
tico, quedando muchas veces en la retórica o 
buenas intenciones de los organismos inter-
nacionales y nacionales.

Esta investigación busca ir más allá, 
analizando lo que realmente sucede con 
este derecho en el caso de México, así 
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como también en la particularidad del caso 
poblano.10 El análisis dará luz sobre la certeza 
jurídica relacionada con la garantía del 
derecho humano al agua para las y los gober-
nados, esto es, si de facto se está protegiendo 
o no. En los siguientes apartados se estudiará 
el diseño de la política hídrica, el servicio de 
agua potable y el derecho fundamental al 
agua en el ámbito nacional y estatal, bajo 
la óptica de las teorías monista y crítica del 
iusnaturalismo de los derechos humanos, 
lo que brindará un panorama general de las 
políticas nacionales existentes en torno al 
agua y permitirá identificar los retos en la 
entidad poblana.

III.	 Diseño nacional sobre el 
derecho humano al agua

El diseño es un concepto que se utiliza con 
frecuencia para describir el proceso de crea-
ción de una respuesta política a un problema 
público. Esto quiere decir que implica inte-
grar la comprensión de los problemas que 
se abordan y generar los instrumentos 
enfocados a solucionarlos, seleccionando 
meticulosamente las formas de interven-
ción y los valores políticos, como la equidad 
y la igualdad, los cuales suelen estar en 
desacuerdo con los valores económicos que 

10	  La Resolución 70/169 de Naciones Unidas vincula a los Estados Parte para que brinden agua 

potable a los gobernados (ONU, 2015a), pero observamos que, en el caso de Puebla, el agua en-

tubada no es apta para ser ingerida sin ser previamente hervida o purificada; en este contexto, 

el ciudadano para tener acceso real al agua potable debe comprarla en garrafones, botellas y/o 

utilizar filtros; por lo tanto, el consumidor absorbe el costo del proceso de potabilización, sin ser 

imputable al gobierno. Entonces, estamos, presumiblemente, ante un primer incumplimiento 

del mandato internacional.

tienden a dominar la formulación de polí-
ticas, pero resultan cruciales para la dimen-
sión democrática moderna (Peters, 2018, 
p.20).

Todo diseño de política pública deberá 
tener en cuenta lo que ya existe alrededor, 
así como el contexto particular, pues si 
bien, dentro de los tipos de diseño podemos 
comparar e imitar a alguien más, en ocasiones 
la situación actual dista de la realidad. Esto 
ocurre con el derecho al agua, ya que, no son 
los mismos problemas que enfrenta Argen-
tina o Brasil, que los que presenta México; 
incluso —al interior— la delimitación terri-
torial es importante, debido a que la situación 
es distinta en cada Estado y municipio de la 
República mexicana.

Para comprender el diseño de la política 
del agua es relevante partir de lo general a lo 
particular; por ello, se deberá tener en cuenta 
el diseño nacional —al ser este el que guía 
la política nacional— para pasar, al plano 
estatal y municipal. En este sentido, el prin-
cipal instrumento normativo en nuestro país 
es la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en la cual el tema del agua 
está contenido en 3 numerales diferentes: 4, 
27 y 115, pero cada uno lo atiende de manera 
diferente y las autoridades encargadas 
también son distintas.
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El artículo 4 reconoce el derecho humano 
al agua sin especificar una autoridad encar-
gada de su puesta en marcha o vigilancia. El 
27 contempla la propiedad de las tierras y 
aguas comprendidas dentro de los límites 
del territorio nacional corresponde origina-
riamente a la Nación (Congreso de la Unión, 
2012), la cual ha tenido y tiene el derecho de 
transmitir el dominio de ellas a los particu-
lares, constituyendo la propiedad privada, 

siendo facultad exclusiva de la Federación. 
Por su parte, el artículo 115 de la Constitución 
Federal alude a la competencia concurrente 
de los Municipios, quienes podrán actuar, en 
su caso, con la participación de los Estados, 
obligando a los H. Ayuntamientos a propor-
cionar el servicio de agua potable (Congreso 
de la Unión, 2012). Para una mejor aprecia-
ción se agrega la Tabla 1.

Artículo Materia Competencia

4 Derecho humano al agua. No precisa quién es el responsable.

27 Administración de aguas. Federación.

115
Prestación del servicio de 

agua potable.
Municipal, y en su caso, estatal.

Tabla 1. Competencia sobre el agua en México

Fuente: elaboración propia con base en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (Congreso de 
la Unión, 2012)

De la Tabla 1, se desprende que la Ley 
Suprema regula al agua desde distintas pers-
pectivas y cada autoridad tiene obligaciones 
delimitadas en la materia de política hídrica 
y servicio de agua potable, pero ninguna 
autoridad tiene atribución específica para 
que garantice el agua como derecho funda-

11	  Grosso modo, los artículos 4, 27 y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

disponen las facultades exclusivas y concurrentes, tanto para la Federación, como para los Esta-

dos y Municipios, en el tema del agua. No obstante, el arábigo 4 no señala expresamente quién es 

el responsable.

12	  A esta lógica se llega después de la interpretación con enfoque de derechos humanos, pero ex-

presamente no está previsto.

mental11. En consecuencia, resulta necesario 
leer el artículo 4º en armonía con el arábigo 
1º de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; de esta forma, podemos 
aseverar que el agua como derecho humano 
corresponde garantizarlo a todas las autori-
dades (federales, estatales y municipales)12 .
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El servicio de agua potable es obliga-
ción municipal y la política hídrica nacional 
es deber de la Federación; pero el derecho 
humano al agua queda fuera de esta órbita 
competencial, generando ambigüedad e 
incertidumbre. En efecto, estos tres artículos 
constitucionales —4, 27 y 115— abordan al 
agua desde diferentes vertientes, sin observar 
una correlación entre ellos, además de que, de 
aquellos emanan leyes generales y especiales.

Del artículo 27 deriva la Ley de Aguas 
Nacionales de 1992, la cual diseña la admi-
nistración del agua en México. Esta Ley tuvo 
su última reforma el 06 de enero de 2020, 
pero a pesar de ello, no incluyó apartado 
alguno sobre el derecho humano al agua. No 
pasa desapercibido, que esta Ley nació a la 
vida jurídica mucho antes de la inclusión del 
derecho humano al agua en el marco jurídico 
mexicano —esto es, en 2012—; a pesar de 
ello, no ha evolucionado, ni se ha ajustado a 
las necesidades actuales que exigen los dere-
chos humanos13.

La Ley Federal no hace alusión al derecho 
fundamental del agua, ya que se centra en 
la administración de aguas nacionales a 
nivel macro, regulando así la política hídrica 
nacional, dándole el carácter de asunto de 
seguridad nacional. Esta legislación incluye 
temas como el establecimiento de zonas de 
aguas nacionales, la política y programas 
hídricos nacionales, los usos del agua, 
prevención y control de contaminación, 

13	  A pesar de que su modificación fue reciente y posterior a la reforma Constitucional del año 2012, 

no aborda al agua como derecho humano, pensado en las necesidades propias de la persona.

14	  En el caso de Puebla, es de resaltar que la Constitución Local, en su arábigo 104, inciso a), otorga 

la facultad a los municipios de brindar el servicio público de agua potable.

inversión en infraestructura hídrica, sistema 
financiero del agua, bienes nacionales y de 
dominio público (Congreso de la Unión, 2020, 
artículo 14 bis).

Respecto al servicio del agua potable, su 
diseño se concibe desde la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos en el 
arábigo 115, permitiendo así la competencia 
Estatal y Municipal de forma concurrente. Por 
ende, cada Entidad Federativa tiene el deber 
de emitir su propia legislación para normar 
dicha prestación pública prevista original-
mente en la Carta Magna14. Esto quiere decir 
que cada estado, entre estos Puebla, debe 
elaborar y publicar una Ley Estatal espe-
cífica; por tal razón, en la Entidad poblana 
se formuló la vigente Ley del Agua para el 
Estado de Puebla de 2012 —la cual se aborda 
y discute más adelante—, que está enfocada a 
regular el servicio de agua potable.

Lo anterior visibiliza que en México 
existen problemas de diseño en torno a la 
temática del agua, siendo evidente que polí-
ticas de administración y servicio del recurso 
hídrico no son armónicos con el derecho 
humano, al no contemplar las características 
indispensables para su satisfacción. Por lo 
tanto, en las líneas subsecuentes se profun-
diza en el diseño del agua únicamente como 
derecho humano, analizando su concepción 
constitucional y los compromisos que surgen 
para las distintas autoridades.
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El diseño del derecho humano al agua en 
el país tuvo influencia de los avances inter-
nacionales y el dinamismo propio de los 
derechos humanos, considerando el marco 
jurídico conocido como hard law, es decir, 
los Tratados Internacionales que poseen 
fuerza vinculante, como son: el Pacto Inter-
nacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales (PIDESC), la Convención sobre 
los Derechos del Niño, la Convención sobre 
los Derechos de las Personas con Discapa-
cidad, el Protocolo Adicional a la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos, 
también conocido como “Protocolo de San 
Salvador”, la Convención Interamericana 
contra Toda Forma de Discriminación e Into-
lerancia y la Convención Interamericana 
sobre la Protección de los Derechos Humanos 
de las Personas Mayores (A-70).

De igual forma, en la concepción del 
derecho humano al agua influyó la llamada 
soft law, esto es, el derecho internacional 
que no cuenta con obligatoriedad para los 
estados, pero que sirve para orientar las 
decisiones jurídicas y administrativas. En la 
soft law destacan las posiciones tomadas en 
los Foros Mundiales del Agua y sus respec-
tivas resoluciones, así como la Observación 
General número 15 del Comité de Derechos 
Económicos Sociales y Culturales, entre otros 

15	  La Convención de Viena sobre los Tratados precisa qué documentos internacionales poseen 

fuerza vinculante y cuáles no son obligatorios, por lo que, permite diferenciar el hard law del soft 

law.

16	  Esta óptica se da, sobre todo, posterior a la reforma del año 2011 en materia de derecho humanos 

a nuestra Ley Suprema.

17	  Aunque ya existían desde 2006 iniciativas dirigidas a reformar el artículo 4 Constitucional, no 

prosperaron.

documentos legales de esta naturaleza.15 No 
obstante, ninguno de estos instrumentos 
cuenta con fuerza vinculante que permita 
exigir a los Estados su implementación.

En este orden de ideas, las discusiones 
que permitieron la inserción del derecho 
humano al agua en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos tuvieron como 
sustento lo dispuesto —previamente— por 
organismos internacionales, principalmente 
por parte de las Naciones Unidas16, y el reco-
nocimiento internacional de este derecho 
en los Pactos Universales. Efectivamente, el 
contexto global empujó a los Estados miem-
bros de la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU) y de la Organización de los 
Estados Americanos (OEA) a tomar medidas 
de carácter legislativo que reafirmaran al 
agua como derecho humano.

El 19 de enero de 2011, se presentó una 
iniciativa de reforma al arábigo 4 de la Carta 
Marga de México a cargo del Diputado inte-
grante del Partido Verde Ecologista (Cámara 
de Diputados, 2012)17. Después de más de un 
año, el 8 de febrero de 2012, se publicó en la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos el Decreto por medio del cual en 
México se reconoció al agua como derecho 
fundamental, quedando como se plasma a 
continuación:
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Artículo 4o. Toda persona tiene derecho 
a un medio ambiente sano para su desa-
rrollo y bienestar. El Estado garantizará 
el respeto a este derecho. El daño y dete-
rioro ambiental generará responsabilidad 
para quien lo provoque en términos de lo 
dispuesto por la ley. Toda persona tiene 
derecho al acceso, disposición y sanea-
miento de agua para consumo personal y 
doméstico en forma suficiente, salubre, 
aceptable y asequible. El Estado garanti-
zará este derecho y la ley definirá las bases, 
apoyos y modalidades para el acceso y uso 
equitativo y sustentable de los recursos 
hídricos, estableciendo la participación de 
la Federación, las entidades federativas y 
los municipios, así como la participación 
de la ciudadanía para la consecución de 
dichos fines.

TRANSITORIOS
(…)
Tercero.- El Congreso de la Unión, contará 
con un plazo de 360 días para emitir una 
Ley General de Aguas” (Congreso de la 
Unión, 2012, artículo 4)

Esta reforma reconoció la prerrogativa de 
toda persona al acceso, disposición y sanea-
miento del agua para consumo personal y 
doméstico, siendo obligación del Estado 
—visto como Nación— garantizar dicho 
derecho, el cual quedará diseñado en la Ley 

18	  Esto quiere decir, que se deberá precisar a nivel nacional qué se entiende por acceso, disposición 

y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, acepta-

ble y asequible. Llenando de contenido dichos elementos del derecho al agua.

19	  Entre los títulos de estas notas destacan: “Comisión de Diputados frena propuesta de Ley Gene-

ral de Aguas y llama a consultas” (Red de Aguas UNAM, 2015), “Ante reclamos, se aplaza la apro-

que para tal efecto se emita, es decir, en la Ley 
General de Aguas. La Constitución Federal 
reconoce de forma universal el derecho 
humano al agua y prevé los elementos 
mínimos que deben contemplarse para su 
real disfrute: suficiente, salubre, aceptable y 
asequible; los cuales, tendrán un significado 
cuando se emita la Ley secundaria.

A la Ley General de Aguas le corres-
ponde dotar de contenido al derecho funda-
mental, describir el piso mínimo18, así como 
regular las bases, apoyos y modalidades para 
el acceso, uso equitativo y sustentable del 
recurso hídrico, definiendo la participación 
de la Federación, las Entidades Federativas 
y los Municipios, así como de la ciudadanía 
(Congreso de la Unión, 2012, artículo 4). Es 
por ello que se le otorgó al Congreso de la 
Unión un plazo de 360 días para emitir dicha 
Ley General.

Sin embargo, ha pasado ya más de una 
década y la Ley General de Aguas no ha sido 
promulgada; en secuela, no tenemos una 
pauta nacional que proporcione efecto pleno 
al derecho fundamental, lo que representa 
una omisión legislativa importante que 
limita el diseño de la política sobre derecho 
humano al agua. Esto, a pesar de que existió 
una propuesta oficial, pero, después de ser 
anunciada, en menos de un mes, salieron a 
la luz más de 100 notas y comunicados en su 
contra19 (Domínguez, 2015).
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El rechazo generalizado a la propuesta 
legislativa con relación al derecho al agua se 
hizo evidente en los medios nacionales de 
mayor circulación nacional, lo que provocó que 
el dictamen de la legislación fuera desechado, 
siendo resultado de la presión científica y la 
sociedad civil organizada, quienes conside-
raban la iniciativa como inconstitucional. Los 
argumentos por los cuales fue considerada 
inconstitucional tenían sustento en que dicha 
propuesta buscaba, entre otras cosas, lega-
lizar la contaminación del agua y restringir el 
derecho, considerando solo a los habitantes 
legalmente constituidos (López y Montoya, 
2015). Es claro que necesitamos una nueva 
propuesta, la cual deberá ser discutida dentro 
de un sistema de gobernanza, con la partici-
pación y consulta activa de todos los sectores 
de la población, misma que permitirá el 
diseño de la política nacional, hasta en tanto, 
se sigue sin Ley secundaria del artículo 4º 
Constitucional.

Ante este panorama, el derecho humano 
al agua está enmarcado —únicamente— en 
la Constitución Federal, por lo que, es factible 
su disfrute en México. Para comprenderlo, 
debemos interpretarlo a la luz del derecho 
internacional. Al respecto, surgen algunas 
interrogantes: ¿El marco jurídico existente en 
torno al derecho humano al agua es suficiente 
para exigir su garantía en México? ¿El diseño 

bación de la ley del agua” (La Jornada de Oriente, 2015), entre otras. Además, de que se transmi-

tió en el noticiero de Aristegui Noticas por MVS (López & Montoya, 2015).

20	  Aunado a que este derecho está también reconocido en diversos Tratados Internacionales de los 

que México es parte, a saber, la Convención sobre los Derechos del Niño, la Convención sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad y el Protocolo de San Salvador, así como en el extenso 

marco jurídico del soft law del derecho internacional de los derechos humanos.

nacional actual sobre el derecho humano 
al agua repercute en el diseño local?, y ¿El 
diseño en Puebla sobre el derecho humano al 
agua produce una inadecuada implementa-
ción?

Para dar respuesta a la primera pregunta, es 
primordial tomar en cuenta las teorías iusna-
turalista y monista, pues al elevar a rango 
constitucional el derecho humano agua, el 
Constituyente Permanente —órgano refor-
mador de nuestra Carta Magna— reafirmó el 
deber de brindar agua para consumo personal 
y doméstico en el territorio nacional20. Por lo 
que, México tiene el deber de adoptar todas 
las medidas necesarias, agotando el máximo 
de sus recursos para lograr el pleno ejercicio 
del derecho humano al agua, implementando 
las políticas necesarias para ello (ONU, 2003, 
párrafo 26), aunque no haya desarrollado 
en grado suficiente este derecho en el orde-
namiento jurídico interno, ya sea mediante 
emisión de leyes, reglamentos o disposi-
ciones de carácter administrativo.

El derecho lo tienen todas las personas que 
se encuentran bajo la jurisdicción mexicana, 
por ser inherente a cada uno (teoría iusnatu-
ralista), es decir, por el simple hecho de haber 
nacido y ser sujeto de derechos. Esto indica, que 
las autoridades mexicanas tienen la obliga-
ción de otorgar el derecho al agua, aunque no 
tenga aún contenido nacional, pudiendo acudir 
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a normas internacionales que permitan inter-
pretar los extremos de aquel, y de esta forma, 
emprender las acciones necesarias para hacerlo 
una realidad en territorio mexicano.

La ausencia de una legislación secundaria 
no exime a las autoridades nacionales, esta-
tales y municipales, en el ámbito de su respec-
tiva competencia, a dotar el derecho humano 
al agua, bajo la puesta en marcha de la figura 
jurídica del self executing. Esto es, al estar 
frente a Pactos de Derechos Humanos que 
engloban el derecho al agua, estos pueden ser 
aplicables directamente por los operadores 
judiciales y administrativos nacionales, con 
un efecto inmediato, a partir de su entrada en 
vigor, sin la necesidad de una implementa-
ción legislativa posterior (Legal Information 
Institute, 2021, párrafo 1), invocando, a su 
vez, el principio pro-persona21.

Dicha postura es apoyada por la Teoría 
monista, en la cual González (2017) concibe 
que “El derecho internacional y el derecho 
nacional forman parte de un mismo ordena-
miento jurídico universal, donde el primero 
es vinculante para todas las autoridades de 
los Estados, y, además, es jerárquicamente 
superior al segundo” (p. 721). De igual forma, 
Nogueira (2007) —retomando a Kelsen, 

21	  Este principio está contenido en el párrafo segundo del artículo 1 de la Constitución Federal. Es 

entendido como el criterio hermenéutico que atraviesa todo el derecho de los derechos humanos, 

en virtud del cual se debe acudir a la norma más amplia, a la interpretación más extensiva, cuan-

do se trata de reconocer derechos protegidos e, inversamente, a la norma a la interpretación más 

restringida cuando se trata de establecer restricciones permanentes al ejercicio de los derechos 

su suspensión extraordinaria, este principio coincide con el rasgo fundamental de estar siempre 

a favor de la protección más amplia de la persona (Pinto, 1997, p. 163).

22	  Sobre todo, acudiendo al ámbito internacional. Esto quiere decir, que para exigir el derecho 

humano al agua debemos tomar en cuenta todo el marco jurídico nacional e internacional en la 

Verdross y Kunz— afirma que “la doctrina 
monista establece la incorporación automá-
tica de las normas internacionales al derecho 
interno” (p. 626).

Indudablemente, la Teoría monista está 
intrínsecamente relacionada con los prin-
cipios de efectividad y de progresividad, los 
cuales vienen a derrumbar la concepción de 
que los derechos humanos son derechos de 
carácter programático, quedando condicio-
nada su implementación a la existencia de 
un marco jurídico nacional secundario; al 
contrario, su disfrute no puede quedar limi-
tado hasta la creación de ordenamientos 
subsecuentes —jurídicos o administra-
tivos—, ya que, existe un deber inminente 
de protegerlos y garantizarlos; claramente, 
esta postura (aplicación de Teorías Monista e 
Iusnaturalista) tiene cabida y debe emplearse 
para dar respuesta a la problemática actual 
que representa el inadecuado diseño del 
derecho humano al agua en nuestro país.

En virtud de lo anterior, se puede confirmar 
que México cuenta con un marco jurídico 
interno débil en relación con el derecho 
humano al agua, pero suficiente para exigirlo 
en el territorio nacional22. Es indispensable 
tomar en cuenta lo expuesto por el Comité de 
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Derechos Económicos Sociales y Culturales 
de Naciones Unidas, al formular la Observa-
ción General 1523,sobre el derecho al agua. En 
esa recomendación se concibió al agua como 
derecho humano independiente, además de 
que se le dotó contenido detallando clara-
mente cada uno de sus elementos: disponi-
bilidad, calidad y accesibilidad (ONU, 2003), 
mismos que coinciden con las características 
previstas en la Constitución Política Federal: 
suficiente, salubre, aceptable y asequible.

Entonces, contar con el derecho humano 
al agua en México representa que el líquido 
vital deba atender los requisitos mínimos 
de disponibilidad (ser suficiente), calidad 
(ser salubre y aceptable) y accesibilidad (ser 
asequible), sin mediar discriminación alguna. 
Estas características contemplan lo siguiente, 
con base en lo establecido por la ONU:

a.	 Disponibilidad del agua. El abaste-
cimiento de agua debe ser continuo 
y en cantidades suficientes para los 
usos personales y domésticos de toda 
persona, así como para evitar hambre 
y enfermedades.

b.	 Calidad del agua. Esto representa que el 
agua será salubre y no deberá contener 
sustancias dañinas o microorganismo 
que incidan negativamente en la salud 

materia, pues la falta de emisión de la Ley General se subsana con la aplicación de las Teorías 

Monista e Iusnaturalista.

23	  Dicha observación precisa que derecho humano al agua es el derecho de todos a disponer de agua 

suficiente, salubre, aceptable, accesible y asequible para el uso personal y doméstico; un abas-

tecimiento adecuado de agua salubre es necesario para evitar la muerte por deshidratación, para 

reducir el riesgo de las enfermedades relacionadas con el agua y para satisfacer las necesidades 

de consumo y cocina, así como para las necesidades de higiene personal y domésticas (ONU, 

2003, párrafo 2).

de las personas. La calidad del agua 
implica que sea apta para consumo 
humano y que sus características como 
el olor, color y sabor sean aceptables 
para cada uso.

c.	 Accesibilidad del agua. Comprende la 
accesibilidad física y económica. La 
primera, corresponde a que se debe 
permitir a todas las personas disponer 
del agua dentro o cerca del espacio 
en el cual desarrollan sus actividades 
diarias; y la segunda —accesibilidad 
económica— está vinculada al precio 
por el suministro de agua potable, el 
cual deberá ser asequible, sin compro-
meter otro tipo de derechos, recor-
dando que no impone gratuidad (2003).

Si alguna de las características mencio-
nadas —disponibilidad, calidad y accesibi-
lidad— se incumple, significa que el derecho 
al agua no está siendo garantizado adecua-
damente. Por tal motivo, resulta imperante 
verificar si la política implementada concibe 
dichos aspectos, lo que nos permitirá saber 
si el derecho humano al agua es una realidad 
o solamente está positivizado y es una decla-
ración de buenas intenciones – es decir, es 
letra muerta—.
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Con base en lo expuesto, —en el apar-
tado de implementación— está orientado en 
ir más allá, analizando si el derecho al agua, 
a nivel nacional y estatal —Puebla—, satis-
face el “deber ser” en su vertiente de acce-
sibilidad económica, es decir, se proporciona 
evidencia estadística para sustentar si uno de 
sus requisitos —sobre la exigencia de asequi-
bilidad para la población— se cumple o no. Se 
reitera que, las autoridades, partiendo de la 
interpretación proporcionada en este apar-
tado, están obligadas a ejecutar el derecho 
al agua conforme a los más altos estándares 
internacionales en la materia. Dichos están-
dares son los dictados por el Comité de Dere-
chos Económicos Sociales y Culturales de 
Naciones Unidas, en la Observación General 
15, los cuales habrá que aplicar, hasta en 
tanto, se expida la Ley General de Aguas24.

IV.	 Diseño sobre el derecho 
humano al agua en Puebla

Para dar respuesta a la pregunta sobre si el 
diseño nacional actual respecto del derecho 
humano al agua repercute en el diseño local, 
debemos partir de lo expuesto a supra líneas, 
considerando las materias y competen-
cias planteadas en la Ley Suprema. En esta 

24	  Habrá que aplicar dicho marco jurídico internacional hasta en tanto se expide la Ley General 

de Aguas, ordenamiento que permitirá sentar las bases del diseño de la política nacional y dar 

contenido nacional expresamente al derecho humano al agua, así como delimitar la administra-

ción, operación, implementación y gestión del agua por los tres niveles de gobierno. Por ende, 

podemos afirmar, que la política del derecho al agua no cuenta con un diseño claro y expreso en 

la legislación nacional, razón por la que, para su materialización, lo único que nos queda es acu-

dir a instancias internacionales. Siendo la solución que se plantea para su ejecución en territorio 

mexicano ante la representativa omisión legislativa.

tónica, la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Puebla, en su artículo 12, 
fracción VI, expresa que las leyes secunda-
rias se ocuparán, entre otras cuestiones, de 
“proteger el derecho que tiene toda persona 
al acceso, disposición y saneamiento de agua 
para consumo personal y doméstico en forma 
suficiente, salubre, aceptable y asequible, en 
los términos que establece la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos” 
(Congreso del Estado de Puebla, 2022, artí-
culo 12). Su concepción es casi idéntica a la 
Constitución Federal, por lo que se replican 
las mismas deficiencias.

Derivado del artículo 12, fracción VI, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Sobe-
rano de Puebla, surge la Ley del Agua para el 
Estado de Puebla, con su última modifica-
ción del 28 de enero de 2021. Esta Ley intenta 
correlacionar el derecho humano al agua con 
el servicio público, en su vertiente de sumi-
nistro, pero no lo logra, ya que, tampoco da 
contenido a cada uno de los elementos que 
conforman el derecho humano al agua. De la 
exposición de motivos resalta que los servi-
cios deben ser debidamente regulados para 
garantizar los derechos fundamentales de 
los gobernados y acceder al agua, por ende, 
los usuarios tendrán que pagar de manera 
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proporcional y equitativa por los servicios 
públicos que reciban (Congreso del Estado de 
Puebla, 2021, p. 2).

Esta legislación únicamente tiene por 
objeto regular los servicios relacionados con 
el abastecimiento de agua potable (Congreso 
del Estado de Puebla, 2021, art. 3), no obstante, 
carece de enfoque de derechos humanos. 
Asimismo, el artículo 35 restringe el derecho 
fundamental al agua, porque precisa que 
los Prestadores de Servicios Públicos solo 
estarán obligados a proporcionar los servi-
cios cuando previamente hayan determinado 
la factibilidad para la prestación (Congreso 
del Estado de Puebla, 2021), e impone a los 
ciudadanos la celebración de un contrato a 
modo (Congreso del Estado de Puebla, 2021, 
art. 43).

Aunado a ello, dentro del diseño, la propia 
reglamentación permite que el Prestador del 
Servicio Público pueda suspender el servicio 
ante la falta de pago por parte de los gober-
nados (Congreso del Estado de Puebla, 2021, 
art. 99), de manera unilateral y sin interven-
ción pública de las autoridades, además de 
no contemplar un mínimo vital para el sumi-
nistro del agua potable indispensable para la 
subsistencia. Esta última cuestión —mínimo 
vital— es debatible bajo un enfoque garan-

25	  El mínimo vital es necesario para asegurar la subsistencia de las personas, y ante este esque-

ma meramente económico, si una persona no efectúa su pago, el servicio de agua potable queda 

suspendido. La ONU refiere que un ser humano necesita entre 50 y 100 litros de agua al día para 

cubrir sus necesidades básicas y de salud; este concepto se conoce como huella hídrica (ECO, 

2016). Aunado a ello, en México, el consumo de agua en las viviendas se determina por medio de 

equipos de control de consumo llamados medidores; estos instrumentos determinan el consumo 

directo de metros cúbicos de agua por vivienda (Sánchez et al., 2018), por lo que, estos medidores 

serían un instrumento de control que determinará el dotar este mínimo vital.

tista25. Por tanto, en armonía con lo previsto 
en el artículo 4 de la de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, la propuesta 
que se hace con base en la presente investiga-
ción es considerar el dotar a todas personas 
del mínimo vital de agua, y después de sobre-
pasar ese consumo, se genere el costo por cada 
metro cúbico de agua consumida en exceso, lo 
que, a su vez, incentivaría su cuidado y evitará 
el desperdicio; y ante un impago, solo se dote 
del mínimo vital. Este tema en específico 
sobre el acceso al agua —cantidad mínima y 
suficiente— a cargo del Estado, da pie a una 
investigación diferente y profunda, empero, 
se aborda someramente para visibilizar la 
situación ante la que nos encontramos, y que 
existe una alternativa viable.

Respecto al costo del servicio, remite a 
otra norma por la que se aprueba la estruc-
tura tarifaria en cada municipio. Según esta 
Ley, la estructura para el cobro será determi-
nada por el Prestador de Servicios Públicos 
correspondiente y aprobada por el Congreso 
del Estado (Congreso del Estado de Puebla, 
2021, art. 117). Estando así, ante un sistema 
de pesos y contrapesos, pues los costos son 
propuestos por cada empresa a cargo de la 
concesión, pero están autorizados por el 
Poder Legislativo, a fin de evitar abusos. La 
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intención es que el legislador proteja a los 
gobernados de precios exorbitantes.

En este tenor, tiene cabida el reciente 
“Decreto del Honorable Congreso del Estado, 
por el que aprueba la estructura tarifaria para 
el cobro de los derechos, productos y contri-
buciones de mejoras previstas en la Ley del 
Agua para el Estado de Puebla, en los Muni-
cipios de Amozoc, Cuautlancingo, Ocoyucan, 
San Andrés Cholula y San Pedro Cholula, por 
parte del Sistema Operador de los Servicios 
de Agua Potable y Alcantarillado del Muni-
cipio de Puebla”, en lo sucesivo el Decreto26, 
publicado el 15 de julio de 2022 en el Periódico 
Oficial del Estado. Este documento sustituyó 
al de 2018.

El artículo 1 del Decreto27 aprueba la 
estructura tarifaria para el cobro de los dere-
chos, productos y contribuciones de mejoras 
previstas en la Ley del Agua para el Estado 

26	  Este documento sustituyó al de enero de 2018, permitiendo que durante más de cuatro años 

consecutivos tuviéramos una misma estructura tarifaria aprobada por el Congreso; siendo hasta 

julio de este año, que sufrió cambio.

27	  El texto completo dice: “Artículo1. Se prueba la estructura tarifaria para el cobro de los derechos, 

productos y contribuciones de mejoras previstas en la Ley del Agua para el Estado de Puebla, por 

la factibilidad para la prestación de servicios públicos, su contratación, así como para la pres-

tación de servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, saneamiento, reúso, suministro de 

agua en vehículos cisterna, excedentes contaminantes, agua tratada y disposición de aguas resi-

duales, así como demás derechos, aprovechamientos y contribuciones en el municipio de puebla, 

así como en la circunscripción territorial que se indica en los municipios de Amozoc, Cuautlan-

cingo, Ocoyucan, San Andrés Cholula y San Pedro Cholula, por parte del sistema operador de los 

servicios de agua potable y alcantarillado del municipio de puebla; así como el procedimiento de 

actualización de dicha estructura tarifaria.” (Congreso del Estado de Puebla, 2022ª, artículo 1).

28	  El arábigo 17 del Decreto específica la cuantificación del servicio de agua potable -la cual sabe-

mos que no es “potable”, ya que no es apta para consumo humano, no obstante, los legisladores 

la denominan como tal-. Este cálculo atiende al rango de consumo y estrato al que pertenezca 

el hogar, haciendo una diferencia entre uso urbano y uso rural (Congreso del Estado de Puebla, 

de Puebla, por la factibilidad para la presta-
ción del servicio de agua potable. Empero, 
este Decreto se distingue de su antecesor, al 
incluir un artículo que establece el reajuste 
automático de la tarifa en forma trimestral, 
tomando en cuenta la actualización por infla-
ción con base en el Índice Nacional de Precios 
al Consumidor publicado por el Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) 
en el Diario Oficial de la Federación (Congreso 
del Estado de Puebla, 2022a, artículo 4); 
cambio trascendental que no contemplaba el 
Decreto anterior, ya que el de 2018, mantenía 
una misma estructura tarifaria considerando 
el consumo y estrato al que se pertenecía, sin 
actualización trimestral por inflación.

Esto llama la atención, debido a que los 
ingresos (sueldos) no sufren un aumento 
proporcional conforme al Índice de Precios 
al Consumidor (INPC)28; además de que, al 
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quedar el ajuste de precios y tarifas auto-
matizado, el Congreso del Estado no deberá 
aprobar cada actualización que efectúe el 
Prestador del Servicio Público, a pesar de que 
llegue a ser desproporcional para los gober-
nados, dado que no hay un mecanismo de 
actualización trimestral por inflación en los 
ingresos de las personas. De esta manera, el 
Estado —como poder público— interactúa 
con el mercado, a través de los Prestadores del 
Servicio de Agua Potable, y con la sociedad, 
quien recibe el abastecimiento del recurso 
hídrico, a cambio de sujetarse a reglas que 
no les favorecen, pero que, de no aceptar, las 
personas no podrán gozar del suministro de 
agua en sus hogares.

El problema toral es que la prestación del 
servicio de agua potable tal y como está dise-
ñada no lleva inserta un enfoque de derecho 
humano, lo que hace que su configuración, 
construcción, formulación e implementación 
no se alinee a los estándares internacionales 
de derechos humanos. Por un lado, está la 
prestación del servicio y por otro, al derecho 
humano. Tal pareciera que el agua, en sus 
dimensiones de derecho fundamental y visto 
como servicio, van en direcciones distintas sin 
encontrar un punto de encuentro, lo cual se 
observa como problema de diseño en la polí-
tica nacional y estatal. Esto ha generado que 
el servicio de agua potable observe las reglas 
generales de mercado, sin considerar que el 
agua es un bien, pero ante todo es un derecho 
humano (no se puede excluir a alguien de su 

2022ª, artículo 17).

29	  Entendido el término “abuso” como el cobro excesivo e injustificado por el servicio de agua po-

table.

consumo); como consecuencia de la falta de 
definición del agua como derecho humano, el 
diseño de la política es tal que, ante el impago, 
se corta el suministro dejando —incluso— a 
las personas sin la provisión del mínimo vital.

Como vimos en el apartado previo, el 
derecho humano al agua no se satisface con la 
sola prestación del servicio público. La presta-
ción se dirige únicamente a cumplir —media-
namente— con las necesidades de los clientes, 
en este caso, los gobernados. Lo que se nece-
sita es una política convergente que obligue a 
los prestadores del servicio público a brindar 
el suministro bajo el enfoque de derecho 
humano, cumpliendo con los requisitos que 
esta prerrogativa exige en el ámbito de acce-
sibilidad, disponibilidad y calidad conforme a 
los más altos estándares internacionales.

En efecto, lo esperado —de acuerdo con 
el deber de las autoridades— es que el Estado 
proteja y garantice el derecho humano al 
agua, no permitiendo el abuso29 en las tarifas 
por parte de las prestadoras del servicio de 
agua potable, impidiendo que las empresas 
menoscaben su disfrute a la población. En 
un Estado democrático de derecho, el agua 
deberá —en todo momento— estar por 
encima de las inversiones empresariales, 
teniendo las autoridades competentes el deber 
de garantizar los elementos que componen 
este derecho, entre estos, la asequibilidad del 
recurso hídrico.

En el ámbito de la administración pública 
de México, el Estado está facultado para 
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otorgar concesiones para la explotación, uso o 
aprovechamiento del recurso hídrico, ya sea a 
personas físicas o jurídicas. Pero, a pesar de que 
el servicio lo brinde un particular, los costos y 
cargos, directos e indirectos, asociados con el 
abastecimiento de agua deben ser tales, que 
los precios y tarifas para el consumo de agua 
sean asequibles, estando al alcance de todos. 
Y ante ello, el Estado no pierde su calidad de 
autoridad responsable de proteger y garan-
tizar el derecho humano, verificando y super-
visando a las concesionarias.

Lo expuesto denota que el diseño de polí-
tica nacional sobre el derecho humano al agua 
sí repercute en el diseño local, debido a que se 
replican los mismos problemas. Al igual que 
el Congreso de la Unión, el legislador local 
no ha sido capaz de reconocer que el sumi-
nistro de agua potable es un elemento indis-
pensable para garantizar el derecho humano 
al agua, por lo que, debe forzarse a las y los 
Prestadores del Servicio Público a brindar el 
servicio conforme a los requisitos mínimos 
del derecho humano al agua: disponibilidad, 
calidad y accesibilidad30.

Para dar respuesta a la pregunta: ¿El 
diseño de política en Puebla sobre el derecho 
humano al agua produce una inadecuada 
implementación? Se despliega un apartado 
más, en el que se verifica si la accesibilidad 
económica se cumple en la Entidad poblana, 
esto de acuerdo con los parámetros interna-
cionales, pues el diseño local no cuenta con 
un enfoque de derechos humanos.

30	  Esto se puede atribuir, por un lado, a la costumbre —ante el reciente reconocimiento del dere-

cho al agua— y, por otro lado, a la falta de perspectiva de derechos humanos, pues no olvidemos 

que la reforma constitucional de 2011 implicó un cambio de paradigma, y el reconocimiento del 

derecho fundamental al agua es relativamente reciente (tan solo tiene diez años).

V.	 Implementación del derecho 
humano al agua a nivel Nacional y 
en Puebla: análisis sobre la accesi-

bilidad económica

La implementación es una etapa importante 
en el proceso de formulación de políticas, 
esta fase se refiere a la ejecución de la Ley, 
en la que varias partes interesadas trabajan 
juntas con el uso de procedimientos y técnicas 
para poner en práctica políticas que ayuden a 
alcanzar los objetivos, por tanto, la imple-
mentación consiste en un proceso de interac-
ciones entre el establecimiento de objetivos 
y las acciones dirigidas a lograrlos (Rahman 
y Khandaker, 2017). Los resultados exitosos 
de las políticas dependen no solo del diseño, 
sino también de la gestión de su implemen-
tación, guardando una coherencia mutua.

La presente sección tiene por objeto veri-
ficar la implementación de la política guber-
namental sobre la accesibilidad económica, 
tanto a nivel Nacional como Estatal, pues las 
personas que viven en México tienen recono-
cido el derecho humano al agua y, por ende, las 
autoridades tienen el deber de implementar 
políticas gubernamentales que permitan 
alcanzar este derecho de manera universal, 
pese al inadecuado diseño nacional. La obliga-
ción no desaparece; por ende, las autoridades 
tienen que generar acciones contundentes —
políticas gubernamentales— encaminadas a 
garantizar el derecho fundamental.
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El agua vista como un servicio, se puede 
concesionar. De esta manera, es posible efec-
tuar convenios con empresas privadas que 
brinden el suministro de agua potable en 
nombre del Gobierno. En este escenario, el 
Estado toma el papel de regulador —super-
visor con debida diligencia— y el mercado 
otorga el servicio de agua con el permiso 
público; de esta forma, se justifica el pago por 
el agua como servicio al involucrar a la ciuda-
danía bajo la necesidad de contribuir para 
cubrir los costos relacionados con la infraes-
tructura para la provisión del servicio y con el 
propio suministro.

El agua, a pesar de ser un derecho 
humano, no adquiere gratuidad. En este 
sentido, el deber del Estado es garantizar la 
accesibilidad económica, con la finalidad de 
que los costos por el servicio de agua potable 
atiendan los principios tributarios de equidad 
y proporcionalidad. Las Naciones Unidas han 
determinado que para garantizar la accesibi-
lidad económica del derecho humano al agua, 
ninguna familia tiene que gastar más del 
3% de sus ingresos31 para ver cubiertas sus 
necesidades básicas con respecto a este tema 
(PNUD, 2016). Este 3% es el tope máximo que 
se plantea como gasto en consumo de agua, 
considerando que el precio del servicio y 
consumo debe permitir su fácil, justo y equi-
tativo acceso a la población.

Por ello, el cobro por la prestación del 
servicio bajo un enfoque económico y finan-
ciero deberá contemplar el costo que permita 

31	  El 3% se refiere al monto máximo, es decir, el tope del total de los ingresos familiares que será 

erogado en cada hogar por concepto de gasto por los servicios de agua.

32	  El estrato social es la forma de clasificar a los usuarios del servicio en grupos, teniendo en cuen-

ta el lugar de residencia.

33	  La situación socioeconómica es diferente a un estrato social.

cubrir los requerimientos de mantenimiento, 
actualización de redes y cisternas, entre otros, 
que derivan de su obtención y distribución 
(Sánchez et al., 2018), y así de poder suminis-
trar el agua hasta las viviendas, considerando 
una perspectiva social, en la que el precio 
por metro cúbico de agua vaya más allá de la 
estructura de costos de producción, contem-
plando el pago del agua consumida y la 
capacidad contributiva, sin que este afecte y 
vulnere la estabilidad económica de la pobla-
ción más desfavorecida (Garatachía, 2018). 
Actualmente, se les cobra una tarifa en aten-
ción al estrato social32 asociado a la ubicación 
de la vivienda del usuario (por localización), 
independientemente de su situación socioe-
conómica33 y las repercusiones que el pago 
por consumo de agua tenga en su bienestar 
(Garatachía, 2018, p. 4).

En este sentido, resulta indispensable 
confrontar la evidencia empírica disponible 
y verificar si el requisito de accesibilidad 
económica en México y el Estado de Puebla 
se satisface; esto se plantea con el análisis 
y confronta de los datos sobre los gastos en 
los hogares, respecto al pago del agua, en 
proporción con su ingreso, lo que permitirá 
saber si lo enunciado por Naciones Unidas se 
cumple o no; y, por tanto, saber si el derecho 
humano al agua es asequible, lo cual se 
efectúa a continuación.
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V.1.  La evidencia empírica sobre 
la accesibilidad económica al agua

Al ser un derecho humano, se ha mencio-
nado que el acceso al agua salubre debe ser 
garantizado por el Estado, ya que la falta de 
este bien indispensable para la vida no sola-
mente afecta la salud de la población, sino 
que restringe el desarrollo y el alivio de la 
pobreza (World Health Organization [WHO], 
2003). Por otra parte, el párrafo 2, del artí-
culo 2, del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (ONU, 
1966) señala que la garantía del ejercicio de 
los derechos humanos (enunciados en el 
pacto) se realizará sin discriminación alguna. 
Se entiende que esto último incluye la no 
discriminación por condición económica 
PIDESC. Es decir, el Estado debe proporcionar 
el acceso al agua salubre de tal forma que, 
independientemente de la condición econó-
mica de las personas, este bien indispensable 
pueda ser asequible.

Para el caso del agua salubre, los precios 
y tarifas del bien deben ser tales que no haya 
exclusión para acceder a este, ni siquiera en 
aquellos casos de pobreza extrema donde el 
ingreso es incluso por debajo del necesario 
para subsistencia. Es así como el Programa 
de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD) señala que para lograr la asequibi-
lidad en el derecho al agua se deben “esta-
blecer tarifas mínimas que permitan disponer 
de agua suficiente para cubrir las necesidades 
básicas […]” de tal forma que se garantice 
“[…] que ninguna familia tenga que gastar 
más del 3% de sus ingresos para cubrir sus 
necesidades de agua” (PNUD, 2006: p. 11). En 

el documento citado, se hace hincapié en el 
que, independientemente de que los provee-
dores del servicio de agua sean públicos o 
privados, se debe tener una regulación con 
normas claras que garanticen la provisión 
eficiente y asequible del agua. Se propone que 
la regulación del servicio cubra tanto a los 
proveedores formales como a los informales. 
En México y en particular en el estado de 
Puebla, dicha propuesta regulatoria abarcaría 
la provisión del servicio de agua mediante 
pipas, que no solamente ofrecen servicios a la 
población de bajos ingresos, sino que provee a 
la población en general ante la ineficiencia de 
los proveedores formales, quienes, mediante 
una concesión del Estado, proporcionan el 
servicio de agua entubada.

En México, dada la irregularidad e inefi-
ciencia en la provisión del servicio de agua y 
de la dudosa calidad de lo provisto como agua 
“potable”, se cuestiona constantemente el 
pago por la población como proporción de su 
ingreso, sea un gasto por el servicio de agua 
que supera lo que la ONU sugiere para garan-
tizar que el derecho al agua sea asequible. 
Sin embargo, hasta ahora, en la literatura no 
se ha proporcionado evidencia empírica del 
porcentaje que los hogares destinan de su 
ingreso para el pago del agua. Esta falta de 
evidencia ha motivado el que, en el presente 
trabajo, se realice un análisis estadístico del 
porcentaje del ingreso destinado al gasto por 
pago de servicio de agua entubada, pago por 
consumo de agua embotellada y pago por 
consumo total de agua (entubada y embote-
llada). En México, como ocurre en muchos 
países en vías de desarrollo, el agua provista 
a través de la red de agua entubada o a través 
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de los proveedores informales (pipas), en 
realidad no es potable. Por esta razón, en la 
mayoría de los hogares se realiza un gasto 
adicional para adquirir agua para beber (y 
en muchas ocasiones también para cocinar). 
Esta diferenciación en el tipo de consumo de 
agua hace necesario también el análisis esta-
dístico diferenciado para el servicio de agua 
entubada y el consumo de agua embotellada.

Hipótesis
En México, y en particular en el estado de 
Puebla, los hogares gastan más en agua de 
lo que la ONU propone como criterio para 
asequibilidad al agua salubre. Así, se tiene lo 
siguiente:

Sean:
 el porcentaje promedio del 

ingreso que se destina al pago de servicio de 
agua entubada más el pago por consumo de 
agua embotellada a nivel nacional;

 el porcentaje promedio del 
ingreso que se destina al pago de servicio de 
agua entubada más el pago por consumo de 
agua embotellada en el estado de Puebla;

Las hipótesis de investigación correspon-
dientes son:

HI1: A nivel nacional, en promedio, el 
porcentaje del ingreso destinado al pago del 
servicio de agua entubada y consumo de agua 
embotellada por hogar es mayor al 3%, por 
lo que no se cumple con las especificaciones 
de la ONU para garantizar la asequibilidad del 
derecho humano al agua; esto es:

HI2: En el estado de Puebla, en promedio, 
el porcentaje del ingreso destinado al pago 
del servicio de agua entubada y consumo de 
agua embotellada por hogar es mayor al 3%, 
por lo que no se cumple con las especifica-
ciones de la ONU para garantizar la asequi-
bilidad del derecho humano al agua; esto es:

Para poder probar, estadísticamente, 
hablando estas hipótesis, se ha utilizado 
información proveniente de la Encuesta 
Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares 
(ENIGH) elaborada por el INEGI. Siendo una 
encuesta bianual, se efectuó el análisis esta-
dístico con información de los microdatos 
provenientes de los tres últimos levanta-
mientos, 2016, 2018 y 2020, con el objetivo 
visualizar si el porcentaje promedio de gasto 
de agua se ha mantenido en el período 2016-
2020. Por otra parte, siendo que el trabajo 
de investigación enfoca el interés en Puebla, 
se presenta el análisis de datos y prueba de 
hipótesis tanto a nivel nacional como para el 
estado de Puebla.

Cabe mencionar que, si bien la prueba de 
hipótesis se refiere al porcentaje del ingreso 
que los hogares destinan al pago total en 
servicio y consumo de agua, resulta intere-
sante realizar el análisis de los porcentajes 
promedio del ingreso que se destinan al pago 
del servicio de agua entubada y al consumo de 
agua embotellada por separado, de tal forma 
que pueda observarse la importancia que 
tiene cada gasto como porcentaje del ingreso 
de los hogares.

Las estimaciones de los porcentajes 
mencionados se realizaron considerando 
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el contexto de muestras complejas; esto es, 
considerando el diseño de muestreo de la 
ENIGH en cada uno de los tres años anali-
zados y utilizando el software STATA 17. 
La población objetivo son los hogares y las 
unidades primarias de muestreo (UPM) se 
componen de conglomerados de viviendas 
habitadas con características diferenciadas 
dependiendo del ámbito al que pertenecen 
(INEGI, 2021a)34; las UPM se construyen a 
partir de la información cartográfica y demo-
gráfica proveniente del Censo de Población 
y Vivienda 2010 (ibid.). La variable tomada 
para indicador del gasto en servicio de agua 
entubada es la que la ENIGH clasifica con el 
código R002 cuya descripción es simple-
mente “Agua” (INEGI, 2021b: p. 215), la cual 
corresponde al último recibo pagado por 
concepto de agua que se reporta en el hogar 
(de acuerdo con el diccionario de variables); 
mientras que la variable considerada para el 
consumo de agua embotellada es la clasifi-
cada con el código A215 cuya descripción es 
“Agua natural embotellada” (INEGI, 2021b: 
p. 211). El ingreso del hogar toma en cuenta 
los reportados por todos los integrantes del 
hogar que perciben ingreso, y la frecuencia 
reportada por el INEGI tanto para el ingreso 
como para los gastos es trimestral.

En el anexo (tablas A1, A2 y A3 al final del 
capítulo) se presenta la distribución muestral 
de cada uno de los gastos por concepto de agua 
como porcentaje del ingreso del hogar, a nivel 

34	  El documento de Diseño Muestral de la ENIGH 2020, especifica que, para el ámbito urbano alto, 

el tamaño mínimo de una UPM es de 80 viviendas habitadas y el máximo es de 160; para el ám-

bito en complemento urbano y ámbito rural, el tamaño mínimo de una UPM es de 160 viviendas 

habitadas y el máximo es de 300. (INEGI, 2021a: pp. 1-2)

nacional y para el estado de Puebla obtenidos 
en los tres años del estudio. Puede verse en 
dichas distribuciones que los valores repor-
tados en el percentil 99 de cada uno de los 
porcentajes parecieran dar un salto impor-
tante cuando se comparan con los valores 
máximos en cada concepto. Este compor-
tamiento podría clasificarse como observa-
ciones atípicas para los porcentajes mayores 
a los reportados en el percentil 99. Esta es 
la razón por la que, como parte de la meto-
dología para la estimación de los porcen-
tajes promedio, se decidió eliminar aquellas 
observaciones para las cuales el porcentaje 
reportado en gasto de agua (entubada, embo-
tellada y total) era mayor al porcentaje del 
percentil 99 de cada distribución, y menor al 
percentil 1 de las mismas. La distribución de 
los porcentajes de ingreso destinado al gasto 
del agua se puede analizar también geográfi-
camente para visualizar en qué estados de la 
república mexicana se destina más porcen-
taje del ingreso para acceder al agua. Así, 
la Figura 1 deja ver dónde se ubica la mayor 
concentración de hogares que destinaron un 
porcentaje mayor al 3% de su ingreso para 
gasto en agua embotellada y entubada en 
2016. Puede observarse que los estados de 
Baja California, Tamaulipas, Puebla, Vera-
cruz, Jalisco, Guanajuato, Estado de México 
y la Ciudad de México concentraron más 
hogares que destinan más de lo establecido 
como criterio de asequibilidad para el agua.
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Figura 1. Localización de hogares con gasto en agua mayor al 3% de su ingreso en 2016

Fuente: elaboración propia con datos de la ENIGH 2016, con base en el diseño de muestreo, se indica el núme-
ro estimado de hogares (en miles) que gastan más del 3% de su ingreso en agua por entidad federativa

En 2018 y 2020, permaneció la condición 
igual. Son los mismos estados y la Ciudad de 
México, los que reportan más concentración 
de hogares que gastan más del 3% del ingreso 
en agua. Sin embargo, en 2018, con excepción 
de Baja California, en general, se estima una 
ligera disminución en el número de hogares 
bajo esta condición. No obstante, para el 
año 2020, se estima que hubo un mayor 
número de hogares en los que se reportó un 
gasto total en agua mayor al 3% del ingreso. 
El hecho puede explicarse por la caída en el 
ingreso promedio de los hogares asociada 
a la crisis COVID-19. Como consecuencia de 
la declarada crisis sanitaria, se observó una 

reducción muy importante en la ocupación 
y el empleo (a su vez como consecuencia del 
mandato de cierre de actividades económicas 
“no prioritarias”), afectando así el ingreso 
por trabajo. La caída en el ingreso promedio 
de los hogares a nivel nacional y en términos 
reales en el año 2020, se evidencia con los 
datos de la muestra en la Tabla A4 del anexo. 
Puede observarse que, el ingreso promedio 
por hogar pasó de 46,444 pesos trimestrales 
en 2018, a 43,446 pesos en 2020 (a pesos 
constantes de 2018), significando una caída 
del 6.45% en términos reales.
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Figura 2. Localización de hogares con gasto en agua mayor al 3% de su ingreso en 2018

Fuente: elaboración propia con datos de la ENIGH 2018. Con base en el diseño de muestreo, se indica el núme-
ro estimado de hogares (en miles) que gastan más del 3% de su ingreso en agua por entidad federativa



62

Figura 3. Localización de hogares con gasto en agua mayor al 3% de su ingreso en 2020

Fuente: elaboración propia con datos de la ENIGH 2020. Con base en el diseño de muestreo, se indica el núme-
ro estimado de hogares (en miles) que gastan más del 3% de su ingreso en agua por entidad federativa

Por otra parte, la política de “quedarse en 
casa” en las actividades del sector educativo 
y el home-office (para aquellos trabajadores 
que les fuera posible), también tuvo implica-
ciones en el consumo de agua de los hogares, 
y no es de extrañarse que un mayor número 
reporten un gasto en agua de más del 3% de 
su ingreso. Así pues, en los tres años para 
los que se reporta el análisis estadístico, se 
observa que son ocho las entidades federa-
tivas de México que consistentemente regis-
tran mayor concentración de hogares con un 
gasto en agua de más del 3% de su ingreso, 
hecho que puede estar asociado con los costos 
de provisión del agua salubre en los estados 
mencionados y la Ciudad de México.

Ahora bien, con las observaciones mues-
trales de cada año y considerando el diseño 
muestral, se obtuvieron las estimaciones de 
porcentajes de ingreso destinado al gasto en 
agua a nivel nacional que se presentan en la 
Tabla 2.
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Tabla 2. Estimaciones del Porcentaje promedio del ingreso gastado en agua a nivel 
nacional
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Puede observarse que, considerando 
el diseño de muestreo complejo, todos 
los porcentajes promedio estimados (del 
ingreso gastado en agua) son estadística-
mente diferentes de cero —ya que el inter-
valo de confianza reportado no contiene al 
cero—. Por otra parte, siguiendo el criterio 
general del INEGI para el nivel de preci-
sión de las estimaciones, puede conside-
rarse que los porcentajes estimados tienen 
un nivel de precisión alto, ya que los coefi-
cientes de variación son menores a 15. Para 
el caso del gasto de consumo en agua embo-
tellada, en promedio los hogares desti-
naron el 1.46% de su ingreso en 2016 y con 
un 95% de confianza, los límites 1.42% y 
1.48% contienen al promedio del porcentaje 
del ingreso gastado en agua embotellada. En 
2018, tanto la estimación puntual como por 
intervalo del porcentaje promedio de ingreso 
gastado en agua embotellada es muy similar 
al obtenido para 2016 (1.43; [1.41; 1.46]). Sin 
embargo, en 2020, las estimaciones mues-

tran un ligero incremento en el porcentaje 
promedio del ingreso destinado al gasto en 
agua embotellada, siendo este del 1.6% y con 
intervalo [1.58; 1.63].

Tal y como se mencionó en párrafos ante-
riores, el incremento en el porcentaje de 
ingreso destinado al gasto en agua embo-
tellada puede explicarse por la caída en el 
ingreso promedio de los hogares en el año 
2020, a consecuencia de la crisis COVID-
19. Pero aunado a la caída en el ingreso de 
6.45% en términos reales, el incremento en 
el porcentaje que el gasto en agua representa 
del ingreso se explica también por el impor-
tante incremento del 7% en términos reales, 
observado en el gasto promedio trimestral en 
agua embotellada de 2018 a 2020 (véase tabla 
A5 en el anexo). Sin duda alguna, esta infor-
mación muestra la caída del poder adquisitivo 
del ingreso de la población a nivel nacional 
durante el año de crisis, 2020.

En lo que respecta al gasto por servicio de 
agua entubada, en 2016 y 2018 los porcentajes 
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promedio estimados fueron también muy 
similares, 1.51% y 1.48% respectivamente 
para las estimaciones puntuales y [1.49; 1.55], 
[1.45; 1.50] respectivamente para los inter-
valos del 95% de confianza. Pero al igual que 
en el caso del gasto en agua embotellada, el 
porcentaje del ingreso destinado al gasto por 
servicios de agua entubada aumentó en 2020 a 
1.6% en estimación puntual y a [1.58; 1.63] en 
el intervalo de confianza. En lo que respecta al 
gasto promedio en agua entubada por hogar, 
la Tabla A6 (en el anexo) muestra que pasó de 
442 pesos trimestrales en 2018, a 461 pesos 
en 2020 (a pesos constantes de 2018), impli-
cando un incremento del 4.4% en términos 
reales, porcentaje menor al aumento en gasto 
en agua embotellada. Este hecho, aunado a 
la caída del 6.45% del ingreso promedio por 
hogar en términos reales (del 2018 al 2020), 
explican el incremento en el porcentaje de 
ingreso destinado al pago de agua entubada 
en el 2020. Nuevamente, no hay duda de que 
los datos muestran evidencia de la pérdida en 
poder adquisitivo del ingreso de las familias a 
nivel nacional en el año 2020.

Para el porcentaje promedio del ingreso 
destinado al gasto total en agua, las estima-
ciones puntuales muestran valores menores al 
3% marcado como límite superior por la ONU 
en 2016 y 2018: 2.84%, 2.78% respectiva-
mente, y 3.1% para el año 2020. Sin embargo, 
la pregunta relevante aquí debe ser si estadís-
ticamente hablando —es decir, considerando 
la variabilidad muestral— estos porcentajes 
son no mayores a 3%. Para responder a esto, 
se hace necesario el procedimiento de prueba 
de hipótesis, en el que las hipótesis nula y 
alternativa para cada año serían:

Bajo la hipótesis nula verdadera, el estadís-
tico de prueba y su distribución (estrictamente 
hablando) es  aunque 

por el tamaño de muestra en cada caso, la 
distribución del estadístico de prueba se apro-
xima muy cercanamente a la normal estándar.

Para los años 2016 y 2018, los valores 
muestrales del estadístico de prueba son 
-4.67 y -7.62 respectivamente, con Valor-P 
de 0.0000 en cada caso (considerando que 
se trata de prueba de hipótesis de cola infe-
rior), por lo que sin duda, para cualquier 
nivel de significancia, se rechaza la hipótesis 
nula en estos años, en favor de la alterna-
tiva que implica que, en México, el porcen-
taje promedio del ingreso destinado al gasto 
de agua durante los años 2016 y 2018 ha sido 
menor al criterio máximo establecido por la 
ONU para garantizar que el derecho humano 
al agua sea asequible. Sin embargo, para el 
año 2020, el valor muestral del estadístico 
de prueba es de 3.57, con Valor-P de 0.9998, 
implicando esto que, en el año 2020, no 
puede rechazarse la hipótesis nula de que, en 
promedio, el porcentaje de ingreso destinado 
al gasto en agua es mayor al 3%. Es impor-
tante mencionar que el porcentaje del ingreso 
destinado al gasto total en agua refleja, no 
solamente las decisiones de política guber-
namental en relación con cuotas y tarifas 
del servicio de agua entubada, sino también 
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muestra lo ocurrido con precios de mercado 
del agua embotellada. Esto último, si bien 
escapa a las decisiones de política guberna-
mental, debe ser tomado en cuenta para una 
adecuada valoración de la asequibilidad del 
derecho humano al agua.

Para el estado de Puebla, las estima-
ciones puntuales y por intervalo del porcen-
taje promedio del ingreso destinado al gasto 
en agua para los tres años del período de 
análisis, se muestran en la Tabla 3. Las esti-
maciones puntuales indican que en Puebla el 
porcentaje promedio de ingreso destinado 
al gasto en agua embotellada fue de 1.46%, 
1.43% y 1.60% en 2016, 2018 y 2020, respec-
tivamente. Los intervalos de confianza del 
95% muestran que los porcentajes son esta-
dísticamente diferentes de cero. Al igual que 
en el caso nacional, hay un ligero aumento 
de este porcentaje en el año 2020, que 
puede explicarse por el fuerte incremento 
del 15.43% en términos reales en el gasto 
promedio trimestral en agua embotellada por 
hogar del 2018 al 2020 (Tabla A5 del anexo), y 
que contrasta drásticamente con la caída del 
ingreso promedio de los hogares del 5.85% 
en términos reales en ese año en la entidad 
poblana (Tabla A4 del anexo).

Las estimaciones puntuales del porcen-
taje promedio de ingreso destinado al pago 
de servicio de agua entubada fueron de 
1.52%, 1.48% y 1.61% para 2016, 2018 y 2020, 
respectivamente. Aquí observamos también 
un ligero aumento en el porcentaje corres-
pondiente al 2020, como consecuencia del 
incremento en el gasto promedio trimestral 
en agua entubada por hogar, que fue del 0.8% 
en términos reales de 2018 a 2020 (Tabla A6 

del anexo) aunado a la caída del ingreso real.
En relación con el gasto total en agua, las 

estimaciones del porcentaje de ingreso desti-
nado a este concepto se muestran en la Tabla 
3 y fueron de 3.19%, 2.78% y 3.34% respecti-
vamente en los años reportados. Así mismo, 
los intervalos de confianza muestran que los 
porcentajes son estadísticamente diferentes 
de cero en los tres años. Es notorio, además, 
que los intervalos de confianza contienen el 
valor de 3%, indicativo de la posibilidad de que, 
para Puebla, el porcentaje de ingreso desti-
nado al gasto total en agua sea mayor al 3%, no 
cumpliendo así, el requisito de asequibilidad 
del derecho al agua. No obstante, esta hipó-
tesis se probará a continuación con la corres-
pondiente metodología. Adicionalmente, los 
coeficientes de variación para todas las esti-
maciones muestran un nivel de precisión alto. 
Llama también la atención el incremento en 
el porcentaje referido para el año 2020, como 
consecuencia de lo ya explicado.

Siguiendo el razonamiento aplicado para 
los datos a nivel nacional, la prueba de hipó-
tesis para determinar si el porcentaje de 
ingreso destinado al pago total de agua es 
mayor al criterio máximo establecido por la 
ONU (2015a) corresponde a lo siguiente:
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Tabla 3. Estimaciones del Porcentaje promedio del ingreso gastado en agua en el estado 
de Puebla
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Los cálculos correspondientes para el 
valor muestral del estadístico de prueba 
(cociente t-student) arrojan los siguientes 
valores: 1.35, -1.65 y 2.17 para la muestra de 
2016, 2018 y 2020 respectivamente. Los valo-
res-P de las pruebas son 0.9112, 0.0498 y 
0.9849 por lo que podemos decir que, al 5% 
de nivel de significancia, solamente en 2018 
el porcentaje promedio de ingreso destinado 
al gasto total en agua en el estado de Puebla 
cumplió los requisitos de asequibilidad. Sin 
embargo, para los años 2016 y 2020, no hay 
evidencia para rechazar la hipótesis nula 
de que el porcentaje es mayor al 3%, no 
cumpliéndose así el criterio para garantizar 
que el derecho humano al agua sea asequible 
en esos años en específico. Desde la pers-
pectiva del derecho humano al agua, este 
resultado puede representar un llamado de 
atención para las autoridades competentes 
en relación con el análisis de la asequibi-
lidad del agua. Considerar que la asequibi-
lidad debe contemplar tanto la provisión del 

agua entubada para servicio doméstico como 
el agua potable que en México se consume a 
través de la compra de agua embotellada, es 
un tema que debe ponerse a discusión en la 
agenda pública. El gasto en agua embotellada 
para beber y preparar alimentos es inevitable 
en México dada la no potabilidad del agua 
entubada. Este es un costo que el gobierno 
traslada a todos los individuos ante la falta 
de políticas que garanticen la provisión del 
líquido vital con el requisito de calidad, y en 
específico, que garanticen que el agua entu-
bada sea salubre.

Por supuesto, garantizar la salubridad 
del agua entubada requiere fuerte inversión 
gubernamental en infraestructura para pota-
bilización del agua, tema que debe estar en la 
agenda del gobierno.

VI.	 Conclusión
A manera de conclusión, se puede decir que 
la iniciativa ciudadana europea promovió el 
reconocimiento y fijación del derecho humano 
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en la agenda pública internacional, principal-
mente en el seno de Naciones Unidas, lo que 
influyó fuertemente en la presión nacional para 
que se contemplara en la planeación nacional. 
El derecho al agua en México está previsto en 
el artículo 4º de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos desde el año 2012; 
sin embargo, existe una omisión legislativa 
relevante. Ante la ausencia de una Ley General 
de Aguas se restringe el diseño del agua como 
derecho humano en nuestro país, quedando 
su efectividad a la voluntad discrecional de las 
autoridades.

En consecuencia, las políticas desarro-
lladas continúan con un modelo de gestión 
basado en lo dispuesto por los arábigos 27 y 
115 de la Constitución Federal, esto sin consi-
derar un enfoque de derechos humanos, y 
mucho menos las características de accesi-
bilidad, calidad y disponibilidad. Estamos 
ante un problema de diseño nacional del 
derecho humano al agua, lo cual produce una 
indebida implementación por parte de los 
estados y los municipios, ya que, el servicio 
de agua potable sigue las reglas tradicio-
nales centradas a dotar el servicio y realizar 
un cobro, ante impago el suministro queda 
suspendido, pero estas posturas desatienden 
la reforma de 2012 a nuestra Carta Magna.

Aunque existe el deber legislativo, no se ha 
aprobado la Ley General que dé contenido y 
significado al derecho humano al agua, lo que 
nos hace prestar atención a los intereses de 
por medio ante la falta de voluntad política; 
ya que, de emitirse, habría que: a) Analizar 
si los contratos que amparan las concesiones 
son legales (a la luz de la nueva legislación 
que llegase a emitirse); b) Destinar e invertir 

mayores recursos en su verdadera imple-
mentación, creando instituciones específicas 
—partiendo de las existentes—; c) Contratar 
personal especializado; d) Asegurar un reco-
nocimiento y protección explicita del medio 
ambiente, política de cero contaminación —
debiendo ajustar para ello las Normas Oficiales 
Mexicanas vigentes—; e) Generar un control 
ciudadano de los organismos operadores del 
servicio de agua potable; f) Redistribución de 
competencias entre la Federación, Estados 
y Municipios; y g) Por supuesto, generar un 
nuevo diseño de los sistemas tarifarios. Todo 
esto implica sin duda cambiar el statu quo.

Dentro de los actores interesados en conti-
nuar con la dinámica actual son los conce-
sionarios, quienes no efectúan acciones para 
garantizar el derecho humano, y se amparan 
con la vigencia de contratos públicos. No 
obstante, el análisis efectuado en este trabajo 
permitió encontrar la respuesta jurídica ante 
el inadecuado diseño existente del derecho 
humano al agua, para exigir al gobierno y a los 
Prestadores de Servicios Públicos, mediante 
la interpretación del derecho internacional 
y las teorías iusnaturalista y monista, forjen 
políticas gubernamentales que garanticen 
el derecho fundamental al agua y este sea 
tangible para los gobernados. Así, una de las 
propuestas derivadas del análisis que se ha 
realizado en este trabajo, es el dotar a todas 
personas del mínimo vital de agua, y después 
de sobrepasar ese consumo, se genere el 
costo por cada metro cúbico de agua consu-
mida en exceso, lo que, a su vez, incentivaría 
su cuidado y evitará el desperdicio, y ante un 
impago, solo se dote del mínimo vital.
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Por su parte, la evidencia empírica en la 
fase de implementación nos muestra que, a 
nivel nacional, en 2016 y 2018 el porcentaje 
promedio de ingreso destinado al gasto total 
en agua cumplió los requisitos de asequibi-
lidad conforme a lo decretado por Naciones 
Unidas. Sin embargo, en 2020, este requisito 
no se cumplió. Siendo un año de condiciones 
atípicas por la crisis Covid-19, se presentaron 
argumentos que podrían indicar que, a nivel 
nacional, la caída del ingreso en términos 
reales, aunado al incremento del gasto en 
consumo de agua por el confinamiento en 
los hogares, explican que el gasto total en 
agua haya sobrepasado el 3% del ingreso por 
hogar en promedio. No obstante, es necesario 
ampliar el análisis en el tiempo con los datos 
provenientes de la ENIGH 2022 con el obje-
tivo de identificar si la tendencia persiste.

La evidencia para el estado de Puebla 
muestra que el porcentaje promedio de 
ingreso destinado al gasto total en agua 
ha sido mayor al 3% en 2016 y 2020, no 
cumpliéndose así el criterio para garantizar 
que el derecho humano al agua sea asequible. 
Sin embargo, para el año 2018, la evidencia 
lleva a rechazar la hipótesis nula de que dicho 
porcentaje es mayor al 3% (considerando un 
nivel de significancia del 5%). Al igual que lo 
ocurrido a nivel nacional, el incremento en el 
porcentaje observado en el año 2020 se puede 
explicar por la caída en el ingreso real y por 
el fuerte incremento en el gasto promedio 
en agua embotellada por hogar (15.43% en 
términos reales).

Es conveniente remarcar, una vez más, 
que, el porcentaje de ingreso destinado al 
gasto total en agua refleja tanto decisiones de 

política gubernamental hídrica (suministro 
de agua entubada), como circunstancias del 
mercado en relación con los precios del agua 
embotellada. Tomando en cuenta el requi-
sito para asequibilidad del derecho humano 
al agua señalado por la ONU, se subraya la 
necesidad de que las autoridades utilicen 
indicadores que reflejen condiciones tanto 
del ámbito público como privado al realizar 
análisis del gasto en agua por hogar. Indi-
cadores como los que fueron presentados en 
este trabajo de investigación, proporcionan 
información de gasto en agua entubada y 
embotellada, permitiendo así tener una 
visión más completa de los datos estadísticos 
sobre asequibilidad del derecho al agua.

De lo expuesto, se desprenden otras discu-
siones, como son los problemas operativos y 
administrativos, los cuales por la premura de 
la investigación no se abordan, pero se deja 
abierto para su posterior análisis. Finalmente, 
con base en el estudio efectuado, para garan-
tizar adecuadamente el derecho humano al 
agua, se emiten las siguientes propuestas:

i.	 Se debe emitir la Ley General de Aguas 
bajo un enfoque de derechos humanos, 
la cual plantee y regule el servicio de 
agua potable que será operado por los 
municipios. Esta Ley deberá provocar 
una reforma a la Ley de Aguas Nacio-
nales para que estén en la misma 
dirección. Incluyendo armonización 
legislativa y el diseño de políticas 
gubernamentales efectivas.

ii.	 Crear un organismo especializado en el 
control de las tarifas por el servicio de 
agua potable, en concordancia con los 
estándares previstos para garantizar 
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el derecho humano a nivel Nacional 
y Estatal, que atienda a los principios 
tributarios de equidad y proporcio-
nalidad. Esto se logrará si de manera 
periódica se realiza una verificación 
que permita aseverar que en Puebla se 
aplica la tasa menor al 3% para cubrir 
dicha prestación, como lo ha dispuesto 
Naciones Unidas.

iii.	 Reconfigurar las políticas públicas 
existentes sobre el servicio de agua 
potable y la administración de aguas, 
diseñando una política única y 
completa que permita garantizar el 
agua como derecho humano, a fin de 
que se una realidad en nuestro país. 
Esto es, contar con políticas guberna-
mentales con perspectiva de derechos 
humanos.
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ANEXO

Tabla A1. Distribución del porcentaje de ingreso para cubrir gasto en agua entubada y 
para beber correspondiente al año 2016
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Fuente: Elaboración propia. Para el cálculo del porcentaje de ingreso en gasto total de agua, solo se considera-
ron las observaciones para las cuales se reportó gasto en agua entubada y gasto en agua embotellada.
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Tabla A2. Distribución del porcentaje de ingreso para cubrir gasto en agua entubada y 
para beber correspondiente al año 2018
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Fuente: Elaboración propia. Para el cálculo del porcentaje de ingreso en gasto total de agua, solo se considera-
ron las observaciones para las cuales se reportó gasto en agua entubada y gasto en agua embotellada.
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Tabla A3. Distribución del porcentaje de ingreso para cubrir gasto en agua entubada y 
para beber correspondiente al año 2020
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Fuente: Elaboración propia. Para el cálculo del porcentaje de ingreso en gasto total de agua, solo se considera-
ron las observaciones para las cuales se reportó gasto en agua entubada y gasto en agua embotellada.
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Tabla A4. Estimación del Ingreso promedio trimestral por hogar (pesos constantes de 
2018)
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2016 46,099.60 457.32 45,203.13 46,996.07 70,241 32,910,556 47,924 22,337,710

2018 46,444.15 513.47 45,437.62 47,450.68 74,628 34,372,956 50,641 23,069,162

2020 43,446.45 396.38 42,669.47 44,223.44 88,968 35,678,149 60,504 24,258,942

Puebla

2016 33,477.78 1,363.06 30,791.91 36,163.64 2,087 1,645,272 1,141 904,228

2018 34,294.20 1,271.20 31,785.24 36,803.15 1,825 1,663,147 951 874,155

2020 32,288.85 1,250.55 29,823.87 34,753.83 2,141 1,750,785 1,066 886,736

Fuente: Elaboración propia. Base Julio 2018=100. Cálculos considerando el diseño de muestreo de la ENOE.

Tabla A5. Estimación del Gasto promedio trimestral en agua embotellada por hogar 
(pesos constantes de 2018)
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2016 412.43 3.89 404.81 420.05 70,206 32,847,830 21,540 10,956,534

2018 408.79 3.72 401.49 416.09 74,601 34,328,877 22,214 11,209,580

2020 437.33 3.51 430.45 444.21 88,967 35,721,830 28,518 12,516,917

Puebla

2016 387.60 14.35 359.32 415.89 2,116 1,666,008 868 648,458

2018 385.20 14.44 356.70 413.69 1,837 1,674,745 693 651,429

2020 444.64 18.82 407.55 481.73 2,141 1,750,785 773 659,270

Fuente: Elaboración propia. Base Julio 2018=100. Cálculos considerando el diseño de muestreo de la ENOE.
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Tabla A6. Estimación del Gasto promedio trimestral en agua entubada por hogar (pesos 
constantes de 2018)
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Nacional

2016 446.53 5.87 435.02 458.03 70,241 32,910,556 47,926 22,340,275

2018 441.93 4.01 434.06 449.79 74,628 34,372,956 50,641 23,069,069

2020 461.25 3.84 453.71 468.78 88,968 35,678,149 60,505 24,259,028

Puebla

2016 337.25 16.64 304.45 370.04 2,087 1,645,272 1,141 904,228

2018 321.02 15.42 290.58 351.45 1,825 1,663,147 951 874,155

2020 323.56 17.04 289.97 357.15 2,141 1,750,785 1,065 886,016

Fuente: Elaboración propia. Base Julio 2018=100. Cálculos considerando el diseño de muestreo de la ENOE
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Introducción
Desde la década de los 70, generalmente la 
economía informal está asociada a actividades 
de baja productividad, de pequeña escala, que 
requieren un bajo nivel tecnológico (Pollack 
y Jusidman, 1997; Tokman, 2011), con escasa 
división del trabajo y empleo de mano de obra 
intensiva con bajos niveles de calificación (De 
la Garza, 2013). Dado que el ejercicio de este 
tipo de actividades conlleva la utilización y 
disputa por espacios públicos (banquetas, 
plazas públicas, parques, etcétera), los parti-
cipantes en este sector defienden el uso rival 
del mismo mediante la acción colectiva orga-
nizada, que potencialmente puede derivar en 
la conformación de movimientos sociales, 
cuyo fin fundamental es la defensa y gestión 

1	  Profesor-Investigador de la Facultad de Economía de la Benemérita Universidad Autónoma de 

Puebla, BUAP.

2	  Profesora-Investigadora de la Facultad de Economía de la Benemérita Universidad Autónoma de 
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ma de Puebla, BUAP.

4	 Por razones de confidencialidad, omitimos las referencias hemerográficas consultadas. En caso 

de requerir esta información se puede contactar a alguno de los autores.

de este espacio para llevar a cabo sus activi-
dades económicas. Los colectivos que orbitan 
en torno al ejercicio de la economía informal 
en Puebla han mostrado que, a pesar de sus 
condiciones, cuando logran organizarse y 
conformar un movimiento social, hacen más 
efectiva y eficiente la defensa y gestión de 
espacios públicos para su aprovechamiento.

En este capítulo se presentan algunos de 
los resultados en torno al estudio de caso de 
una asociación de comerciantes informales 
que se realizó en 2016. Se tiene el objetivo 
de identificar características y patrones de 
comportamiento que los colectivos sociales 
en torno al comercio informal pudieran estar 
adoptando para asegurar su permanencia y 
expansión a lo largo de los centros de aglome-
ración económica. Para este análisis, se recu-
rrió a fuentes cualitativas, tanto secundarias 
como primarias. La información proviene de 
material hemerográfico de medios de comu-
nicación de circulación en línea,4 de infor-
mación disponible en páginas web oficiales, 

Dinámica evolutiva en torno a los 

movimientos sociales: un estudio de caso 

de comercio informal en Puebla
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así como de entrevistas a una persona que 
formó parte de este movimiento desde sus 
inicios, y que por razones de confidencialidad 
se mantendrá en anonimato. Cabe mencionar 
que se refiere al movimiento social que se 
analizó como la asociación de comerciantes 
de estudio (ACE), o como el movimiento o la 
agrupación, sin mencionar su nombre.

El estudio asume elementos de dos 
vertientes teóricas sobre los movimientos 
sociales: la nueva teoría de los movimientos 
sociales, o teorías de la identidad de los 
movimientos sociales, así como la teoría 
de la movilización de recursos; por ello es 
en lo general un trabajo analítico-descrip-
tivo desde la perspectiva de los movimientos 
sociales, aplicado al caso de un colectivo 
particular, mismo que servirá como ejemplo 
de lo que ocurre en torno a la conformación y 
evolución de un movimiento social.

Se destaca que los elementos a distinguir 
en este estudio caracterizan exclusivamente 
a dicha agrupación, y no se imputan estas 
características a la multiplicidad de otros 
movimientos sociales, incluso de los propios 
movimientos sociales que aglutinan a agentes 
comerciales. Se reconoce que en la multipli-
cidad de movimientos sociales prevalecientes 
en la sociedad mexicana es arriesgado atri-
buirles a todos el mismo conjunto de atri-
butos, problemáticas, objetivos, procesos de 
desarrollo, tipos de movilización de recursos 
y medios de lucha. No obstante, este caso de 
estudio revela dinámicas de trabajo y trayec-
torias evolutivas que podrían estar presentes 
en la naturaleza de otros colectivos sociales, 
aunque con otros posibles matices.

El capítulo está organizado en tres apar-
tados: 1. Espacio público, informalidad y 

movimientos sociales; 2. Breve contexto de 
las organizaciones y los movimientos sociales 
en Puebla; y 3. La conformación de un nuevo 
movimiento social. A través de estas páginas, 
el lector podrá conocer de manera sinté-
tica la evolución de un movimiento social 
que surge de una problemática asociada al 
comercio informal, pero que, al tomar fuerza, 
amplía sus objetivos a ámbitos más allá de lo 
laboral, para permear en diversos espacios 
de atención social: salud, seguridad, infraes-
tructura, etcétera. La organización de este 
colectivo logra responder a necesidades de 
diversos grupos vulnerables de la población, 
que encuentran en este apoyo una opción 
tangible frente a los vacíos de atención que 
hallan por parte del gobierno. A cambio, este 
movimiento social demanda apoyo de tipo 
político a sus afiliados, con lo que logra posi-
cionarse como un actor importante en la vida 
política local.

El aporte principal de esta investigación 
es el haber podido conjuntar información 
de tipo pública, con información de primera 
mano —que se compartió de viva voz y no 
se encuentra documentada—, con lo cual se 
logra entender de mejor manera la confor-
mación y la evolución de un movimiento 
social a lo largo del tiempo, en términos de 
sus objetivos e intereses.
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1.	 Espacio público, informalidad 
y movimientos sociales

Las ciudades en la actualidad cuentan con 
grandes aglomeraciones urbanas muy supe-
riores a las de cualquier otra época de la 
historia. En extensiones territoriales viven 
agrupadas y/o concentradas una elevada 
cantidad de habitantes, situación que ocasiona 
demanda de servicios para su población, así 
como problemas de esmog, ruido, genera-
ción de grandes cantidades de basura, entre 
otros tipos de contaminación, falta de áreas 
verdes, sobrepoblación, comercio informal, 
entre otros.

Los espacios públicos son creados con el 
fin de atenuar en cierta medida los problemas 
ya citados y fomentar el esparcimiento físico 
e intelectual. Pues “[l]a ciudad es producto 
de procesos complejos que tienen un tiempo, 
espacio y sociedad determinados. Revelan 
modelos construidos en realidades empíricas 
o postulaciones teóricas que son respuestas a 
diferentes escenarios culturales, económicos 
y políticos de desarrollo y agentes socioeco-
nómicos diversos” (Munizaga, 2000, 8).

La complejidad de lo social en las ciudades 
conduce a la existencia de diversidades moti-
vacionales y necesidades espaciales de coexis-
tencia, convivencia y armonización del uso del 
espacio urbano. Esta diversidad social urbana 
hace de este espacio un entorno altamente 
dinámico, orgánico, vivo, multifuncional y 
sorprendente. Pero también, a menudo, un 
lugar donde el conflicto de intereses y activi-
dades se revelan bajo manifestaciones más o 
menos latentes en el que las diversas interpre-
taciones del entorno, las diversas manifesta-

ciones territoriales y los diversos significados 
ambientales entran en disputa.

El espacio público es un espacio para todos, 
pero el significado espacial es radicalmente 
idiosincrático de las personas y grupos que 
se relacionan con él y es claro que no todas 
las personas y grupos interpretan de igual 
forma el espacio urbano. Este hecho previo 
manifiesta que el derecho a la ciudad no es 
tan solo el derecho a usarla, sino también 
el derecho a interpretarla, a identificarla, a 
apropiarse física y/o simbólicamente de sus 
espacios. Dicha apropiación pretende priva-
tizar el espacio público o publicitar lo privado 
de manera fluida, espontánea o creativa. 
Situación compleja, pues en la apropiación 
se generan conflictos por la recuperación del 
espacio urbano como algo vivo que remite al 
carácter lúdico de la calle, con multiplicidad 
de usos, multiplicidad de grupos y multipli-
cidad de significados (Lefebvre, 1976, 80).

El fenómeno de la economía informal, 
en general y particularmente en Puebla, se 
caracteriza principalmente por el conflicto 
entre los productores y distribuidores infor-
males de bienes y servicios y aquellos formal-
mente establecidos (en esencia una rivalidad 
entre el comercio informal y el comercio 
establecido) en torno del uso del espacio 
público central de la ciudad. Esta rivalidad 
por el uso del espacio público se ve incre-
mentada en ciertos puntos geográficos —los 
polos de aglomeración económica— mismos 
que son producto de las economías externas 
y que se asocian con lugares de alta afluencia 
de compradores— vendedores (Rodríguez et 
al., 2013, 163).
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La rivalidad por el uso del espacio público 
es evidentemente una causa de agrupación 
de agentes sociales, con fines de defender la 
utilización del mismo; esta situación se ha 
dado en el caso de algunas organizaciones 
que se desenvuelven en la economía informal 
y que en el contexto de la entidad poblana 
han motivado el origen de movimientos 
sociales particulares, que como todo colec-
tivo de la sociedad civil, “requiere instru-
mentos propios para organizarse y organizar 
a estratos de la sociedad” (Razcón, 2002, 
como se citó en Vargas, 2003, 4).

Este trabajo apela al movimiento social 
entendido como grupo organizado de agentes 
(económicos, políticos, sociales), cuya serie 
de esfuerzos se fundamenta en uno o varios 
objetivos rectores, y tienen como fin generar 
un cambio, o bien, dotar de voz política a 
sectores desatendidos por las instancias y 
normas establecidas en el sistema económico 
(Little y McGivern, 2014). Si bien se parte de 
la premisa de la desatención de grupos, el 
descontento reactivo a situaciones de exclu-
sión social y/o económica, se destaca que en 
el estudio se asumió una posición que identi-
fica al movimiento social como un colectivo 
que no atenta contra el sistema económico, 
sino más bien que responde a situaciones 
de desajustes en la estructura social y que 
adopta un enfoque de racionalidad. Se pone 
atención tanto en los modos de gestación 
como las causas de desarrollo de este tipo 
de movimientos, y en las capacidades de 
gestión y de movilización de recursos que 
conlleva el desarrollo de los movimientos 
sociales (Galafassi, 2011). En este sentido, se 
coincide con el enfoque de la movilización 

de recursos y la lógica racional de los colec-
tivos sociales, particularmente los urbanos, 
que en su mayoría han surgido en búsqueda 
de su inserción en la estructura de la ciudad 
y por el reconocimiento social, político y 
cultural, pero estos movimientos no emergen 
para atacar la esencia de la estructura, o para 
producir transformaciones en las estructuras 
que generan los problemas (García, 2006; 
Segura, 2002, Castells, 1986; Borja, 1973).

A continuación, se analiza la conforma-
ción, la organización y los mecanismos de 
acción de uno de los movimientos sociales 
de la entidad. Pero antes de entrar en materia 
y con el fin de lograr una mejor compren-
sión, se presenta una breve descripción de 
la conformación de dos de los movimientos 
sociales más importantes y antiguos en el 
estado de Puebla: Antorcha campesina (AC) y 
la Unión Popular de Vendedores Ambulantes 
28 de octubre (UPVA-28 de octubre).

2.	 Breve contexto de las orga-
nizaciones y los movimientos 

sociales en Puebla

2.1.  Antorcha campesina (AC)
Uno de los principales movimientos organi-
zados a nivel nacional es el hoy conocido como 
Antorcha Campesina (AC). Según Rodríguez 
(2016), este movimiento tiene su origen en 
el municipio de Tecomatlán, al sur del estado 
de Puebla. El contexto que desencadena su 
génesis se caracteriza por la confluencia de 
diferentes elementos, tanto de índole local 
como propios, a la lógica del ejercicio de la 
política mexicana, durante las décadas de los 
60 y 70, con el Partido Revolucionario Insti-
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tucional (PRI). En términos de los factores 
propiamente locales, se puede resumir que 
el cacicazgo en manos de la familia Campos, 
desde la década de los 30, y su ejercicio a lo 
largo de tres décadas, generó un contexto de 
descontento social en los pobladores de la 
región, además de una excesiva concentra-
ción de la riqueza y poder político en manos 
de esta familia, originando que a principios de 
los 70 se comenzaran a fraguar las primeras 
acciones organizadas desde el campesinado 
por revertir esta situación.

Un segundo elemento que confluyó en su 
gestación fue la creación de un grupo social con 
formación académica, inmerso en la proble-
mática del campesinado en México, tanto 
originaria del mismo municipio como de otras 
entidades; esto promovió en dicho municipio 
los liderazgos clave en AC para disputar el 
poder político y económico entre 1974-1978, 
logrando ganar la alcaldía de Tecomatlán en 
1977. Finalmente, se destaca que en la conso-
lidación de AC resultaron determinantes sus 
estrategias para ocupar presidencias munici-
pales en todo el país, que en el caso de Teco-
matlán, se caracterizaron por i) identificar en 
el municipio las relaciones de poder y conflicto 
entre caciques y campesinos con fines de 
hacerse de una presencia en el grupo mayori-
tario y ii) enviar delegados de la Secretaría de 
Gobernación a realizar las coaliciones con la 
planilla potencialmente ganadora (la de AC), 
con fines de hacerlos planilla oficial del PRI 
(Rodríguez 2016).

Económicamente, AC crea la sociedad 
agropecuaria de Tecomatlán, misma que 
tuvo a su cargo uno de los catorce almacenes 
de CONASUPO del estado de Puebla; poste-

riormente, fortalece el desarrollo de una red 
de cooperativas bajo la constitución de la 
Sociedad Cooperativa Agropecuaria Regional 
Antorcha Campesina (SCL), misma que cobró 
presencia durante los años 80 en municipios 
aledaños. Su adhesión al PRI ha coadyuvado 
a que actualmente AC tenga presencia a nivel 
nacional a través de comités estatales y su 
comité nacional. Dentro de sus principales 
líneas de acción están el aseguramiento de la 
autonomía financiera mediante la concen-
tración de las redes de comercialización y 
producción de bienes agrícolas y servicios 
en las zonas urbanizadas, tal es el caso de 
transporte, gasolineras, comercio ambulante 
que fungieron como mecanismos de gene-
ración de ingresos suficientes; además, la 
capacidad de negociación política y econó-
mica para cubrir las necesidades de sus agre-
miados en materia de acceso a la vivienda, 
educación, empleo y servicios de salud, obra 
pública entre otros; y finalmente, ir ganando 
cargos públicos en la esfera gubernamental 
en sus diferentes niveles: federal, estatal y 
municipal. Dicho movimiento hoy en día ha 
trascendido su naturaleza rural de origen, a 
tal grado que económicamente representan a 
un gran número de agentes en los sectores de 
comercio, servicio, transportes y evidente-
mente en actividades industriales y agrope-
cuarias (Rodríguez, 2016).
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2.2.  Unión Popular de Vende-
dores Ambulantes 28 de octubre 

(UPVA-28 de octubre)

Otra de las agrupaciones históricamente 
representativas en la entidad es la UPVA-28 
de octubre. Su nombre remite a la coyun-
tura que motiva su origen: un desalojo con 
violencia de cerca de 400 vendedores ambu-
lantes localizados en las calles del centro 
histórico de la Ciudad de Puebla, llevado a 
cabo por instrucciones del gobierno estatal 
del PRI el 28 de octubre de 1973 (Tribuna 
Noticias, 2017; Ángulo 7, 2014).

Previo a este evento, factores locales y 
nacionales crearon las condiciones para su 
formación. En términos nacionales, y parti-
cularmente en las zonas urbanas, emergen 
estrategias de sobrevivencia de la población 
desocupada —ante la falta de generación 
de empleos y la crisis de un modelo basado 
en la sustitución de importaciones— que 
se manifestaron a través del surgimiento 
de un conjunto creciente de personas reali-
zando actividades de autoempleo, no solo 
mediante la colocación de puestos en la calle, 
sino además estableciendo pequeños talleres 
manufactureros de ciertas ramas de acti-
vidad en los hogares. En términos locales, 
esta realidad económica es palpable, ya para 
la década de los 70 en Puebla se conjunta con 
las prácticas del gobierno hacia las luchas 
sociales manifestadas desde las décadas del 
60 y 70, principalmente con fines de reprimir 
los movimientos organizados, en particular 
de los sectores estudiantil y obrero, como 
principales portavoces y defensores sociales.

Las circunstancias consideradas dan paso 

a la fundación de esta organización que cobra 
fuerza en muy poco tiempo, a grado tal que 
en 1974 no solo recuperan las posiciones 
perdidas en el centro histórico, sino que aglu-
tinan a más comerciantes (600), según el 
propio líder. Es en la década de los 80 cuando 
su capacidad negociadora y su poder político 
y económico alcanza el clímax, de manera 
que los gobiernos municipal y estatal, entre 
1981 y 1987, se vieron obligados a retomar las 
estrategias de creación de centros de comercio 
popular, ideados por los liderazgos de este 
movimiento, dentro de sus agendas de desa-
rrollo para el municipio de Puebla. La agru-
pación UPVA-28 de octubre gestiona, a través 
del gobierno federal y estatal, un crédito con 
BANOBRAS a fin de poner en marcha un plan 
de creación de tres centros comerciales popu-
lares y de servicios, así como cuatro mercados 
de apoyo en diferentes partes de la ciudad, 
con fines de relocalizar a comerciantes ambu-
lantes y generar puestos de trabajo para 
los agremiados al movimiento. Asimismo, 
logran obtener recursos con fines de adquirir 
medios de transporte para sus mercancías. La 
UPVA-28 de octubre en su etapa de plenitud 
logra además establecer y controlar una red de 
transporte público urbano y desde entonces 
buscó ser un grupo de apoyo en las luchas 
sociales con fines de asegurar la provisión a 
personas de escasos recursos, a servicios de 
salud, educación y vivienda.

Como se observa en el caso de ambas agru-
paciones de comerciantes, la naturaleza de 
su conformación como movimientos sociales 
responde a un conjunto de factores de largo 
plazo y de naturaleza económica en lo sustan-
tivo: para AC, un proceso de excesiva concen-
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tración de riqueza basado en la producción 
agrícola, con sus posteriores implicaciones 
en materia política y del ejercicio de un poder 
autoritario y la conformación de un segmento 
cada vez más grande en pobreza y sometido 
al ejercicio violento del poder por parte de 
los caciques; mientras que para la UPVA-28 
de octubre, la situación de desempleo, bajos 
ingresos en segmentos poblacionales de la 
zona urbana del municipio de Puebla e inca-
pacidad de las autoridades para establecer una 
política de expansión comercial ordenada. 
En el mismo sentido, hay también en ambos 
movimientos factores detonantes en el corto 
plazo, tal es el caso del ejercicio de la violencia 
por parte de los grupos en el poder, sea bajo 
la figura del gobierno, basado en el cacicazgo 
en el caso de AC o bajo la forma del gobierno 
municipal, para la UPVA-28 de octubre.

Los dos movimientos sociales presen-
tados en este apartado preceden por varias 
décadas la conformación de la asociación que 
se va a analizar; no obstante, su importancia 
y alcance no han sido suficientes para dar 
solución a los problemas laborales y socioe-
conómicos de una parte de la población de la 
ciudad, e incluso de la entidad. De ese hecho, 
resulta que ciertos sectores de la población 
hayan encontrado en el nuevo movimiento 
social, se analizó un medio para mejorar sus 
condiciones de vida y de empleo, favore-
ciendo su acelerado fortalecimiento.

3.	 La conformación de un nuevo 
movimiento social

Se reconstruye la historia del sujeto de 
estudio desde una doble aproximación cuali-
tativa. Por una parte, a partir de fuentes 
secundarias, con base en información heme-
rográfica y, por otra parte, a través de una 
persona perteneciente desde sus inicios a 
dicha agrupación de comerciantes, como 
fuente primaria. Las dos versiones permiten 
tener una idea más amplia de la constitución 
de este movimiento social, de su organiza-
ción, de sus intereses y de sus alcances, y con 
ello identificar las estrategias de generación 
y gestión de recursos; entendidos estos como 
el conjunto de actores, las redes, las alianzas, 
los conflictos que se crean y se recrean dentro 
y en torno a él, y que han contribuido en su 
posicionamiento como una fuerza econó-
mica, política y social estratégica en Puebla, 
al menos entre ciertos sectores vulnerables 
de la población, como comerciantes infor-
males y habitantes de colonias populares.

El surgimiento de este movimiento, en 
la segunda década de este siglo, se da en un 
contexto de transición política, nacional, 
estatal y municipal, en el que los tres niveles 
de gobierno pertenecían al Partido Acción 
Nacional (PAN). Esta situación ocurría por 
primera vez en la entidad, ya que, hasta 
entonces, todos los gobiernos locales habían 
sido procedentes del PRI. Esto es importante 
porque los hechos que preceden a la confor-
mación de la agrupación de comerciantes de 
estudio (ACE) están estrechamente ligados 
con la transición política local que trastoca 
los pactos que los comerciantes informales 
habían logrado instaurar con los gobiernos 
del PRI.
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3.1.  El origen de la agrupación de 
comerciantes de estudio (ACE)

3.1.1.  La historia de la ACE recons-
truida a partir de fuentes hemero-

gráficas

Según las fuentes consultadas, se han podido 
identificar tres hechos que dan origen al 
movimiento, ocurridos entre marzo y junio 
de 2011. Primero, un operativo de la Secretaría 
de Finanzas (SF) para decomisar mercancía 
en una zona comercial conocida, donde se 
encuentran comerciantes de autopartes 
usadas, que se agrupan en un área al noreste 
de la ciudad de Puebla que ocupa varias 
cuadras35. Este operativo formó parte de una 
estrategia nacional denominada Conago 1, que 
tenía por objetivo “la lucha contra el crimen, 
en la que los mandatarios estatales refuerzan 
el cumplimiento de sus obligaciones legales 
en atención a delitos como el robo de vehí-
culos y a pasajeros de transporte, secuestro y 
recuperación de armas, así como la desarti-
culación de grupos criminales” (Presidencia 
de la República, 2011). Segundo, un enfrenta-
miento entre la policía estatal metropolitana 
y un grupo de manifestantes conformado por 
comerciantes, quienes, apoyados por algunos 
comerciantes de otro tianguis, protestaban 
frente a las instalaciones de la SF contra el 
operativo Conago 1 antes mencionado, a la 

5	 En el operativo participan elementos de la Procuraduría General de la República (PGR), Agencia 

Federal de Investigación (AFI), Policía Estatal, Policía Ministerial y Secretaría de Seguridad Pú-

blica y Protección Civil del municipio de Puebla, además del Área de Verificación de Comercio de 

la SF, con el apoyo del Ejército Mexicano.

vez que exigían la devolución de su mercancía 
valuada en 4 millones de pesos. Tercero, 
nuevamente en el marco del programa Conago 
1, se presentó otro operativo para decomisar 
discos y películas “piratas”, esta vez en el otro 
conocido mercado.

Según se señala en los primeros registros 
hemerográficos de agosto de 2011, es decir, a 
escasos meses de los operativos del Conago 1, 
se formó un nuevo movimiento social (la ACE) 
en la ciudad de Puebla, integrado por 51 orga-
nizaciones comerciales de la ciudad, como 
respuesta ante las acciones del gobierno. 
La intención era establecer acuerdos entre 
diversos sectores sociales para impulsar un 
diálogo con las autoridades y la sociedad, 
evitar confrontaciones y organizar mejor sus 
espacios de trabajo.

Un evento que revela la consolidación 
e importancia del naciente movimiento 
ocurre a mediados de 2012. Según las fuentes 
consultadas, en esa reunión participaron al 
menos dos mil integrantes del movimiento, 
además de dirigentes y algunos candi-
datos de diversos partidos políticos, quienes 
disputaban un puesto de elección popular en 
las próximas elecciones locales. La directiva 
señaló que en ese momento la ACE, casi recién 
fundada, contaba con quince mil afiliados, 
y estaban estrechando relaciones con otras 
asociaciones del país, con el fin de establecer 
un frente de alcance nacional. El movimiento 
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había logrado, en menos de un año de su 
conformación, integrar a más de cincuenta 
organizaciones sociales, y traspasar las fron-
teras de la ciudad a la entidad.6 En la asamblea, 
los líderes de la ACE pidieron que el nuevo 
poder legislativo hiciera lo necesario para 
terminar con el acoso hacia los comerciantes 
informales. Sostuvieron que es la agresión y 
la violencia con que ha actuado el gobierno 
en contra de los comerciantes informales es 
lo que ha motivado a diversas agrupaciones a 
reunirse y luchar por el respeto a su labor.

Se confirma entonces la gran capacidad 
y la experiencia para organizarse de los 
líderes de las organizaciones de comerciantes 
informales, que en poco tiempo lograron 
conformar un movimiento de gran enverga-
dura, en términos de su crecimiento, no solo 
numérico, también en relación con la diver-
sidad de agrupaciones que lo conforman, 
en su alcance geográfico y en la amplitud 
de asuntos que atiende, que sobrepasan el 
ámbito laboral, como se verá más adelante.

A lo largo de su breve existencia, se pueden 
identificar diferentes tipos de acciones de la 
ACE con impacto en la vida política, social 
y económica de la ciudad; acciones que 
refuerzan su propio poder y alcance, porque 
generan las condiciones para situarse en 
posición de negociar con actores impor-
tantes en el nivel estatal. Por un lado, crean 
alianzas y firman pactos con otras organi-
zaciones sociales para fortalecerse y posi-
cionarse socialmente, con lo que logran 

6	 Con participación de organizaciones de otros municipios, además de Puebla: Atlixco, San Pedro 

Cholula, Chignahuapan, Libres e Izúcar de Matamoros.

un reconocimiento entre sus agremiados: 
comerciantes informales, trabajadores en 
situación de vulnerabilidad y habitantes de 
colonias populares, lo que facilita la adhesión 
de nuevos miembros, que ha resultado en el 
crecimiento numérico y geográfico del movi-
miento, aspecto fundamental para su conso-
lidación. En ese tenor, también se deslindan 
claramente de ciertas organizaciones y de 
personajes que consideran opuestos a sus 
intereses y objetivos, como la UPVA-28 de 
octubre y el Frente de Organizaciones Ciuda-
danas en Movimiento (FOCM). Por otro lado, 
a partir de su posicionamiento social en la 
ciudad, la ACE ha logrado negociar con el 
gobierno algunas condiciones para sus agre-
miados, y hacerse escuchar ante conflictos 
que oponen a los miembros del movimiento 
con otras organizaciones o incluso con el 
gobierno local, en especial en lo que se refiere 
a la asignación y el uso de espacios público o 
privados para trabajar. Parte de su poder de 
negociación con el gobierno se manifiesta a 
partir de solicitar a sus agremiados, desde la 
mesa directiva, una preferencia política en 
tiempos electorales; pero también a partir 
de su poder de convocatoria para organizar 
manifestaciones masivas de protesta contra 
acciones del gobierno, así como asambleas 
masivas con sus agremiados, en las que parti-
cipan líderes políticos a quienes les expresan 
sus intereses, necesidades y expectativas.

Las acciones emprendidas han llevado al 
movimiento a una rápida consolidación frente 
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al gobierno local, que lo reconoce ya como 
una de las más importantes agrupaciones de 
la entidad. Y revelan también el nacimiento 
y conformación de un movimiento social 
que seguirá creciendo numérica, geográfica, 
política y socialmente, gracias a una buena 
organización, la cual se ha construido no sin 
problemas, como lo señala la prensa local.

3.1.2.  La historia de la ACE desde 
una visión interna

En esta sección se contará la historia que 
ha descrito una de las personas clave en la 
conformación de este movimiento, a partir 
de dos entrevistas semidirigidas realizadas 
en 2016, y de información que se ha publicado 
a través de sus redes sociales, lo que permi-
tirá complementar la trayectoria del movi-
miento reconstruida mediante las fuentes 
hemerográficas. Más que poner el acento en 
las fechas, lo que interesa es identificar los 
hechos que han marcado la vida de la ACE.

Desde la perspectiva de uno de sus prota-
gonistas, son dos eventos clave los que 
marcan el origen de la asociación, ambos 
envueltos en el siguiente contexto político 
común: la ruptura de lo que ellos llaman los 
pactos políticos hacia el comercio informal en 
general y hacia el comercio informal en zonas 
específicas en particular, que históricamente 
existieron al menos de manera tácita— con 
los gobiernos estatales y municipales típica-
mente priistas, y la transición en el 2011 hacia 
los gobiernos panistas, caracterizada por un 
creciente ejercicio de prácticas de control de 
grupos de comerciantes ambulantes caracte-
rizada por el uso de las fuerzas policiales.

Se ha detectado que en la consolidación y 

el crecimiento de la ACE fue crucial la confor-
mación del liderazgo de la ACE; primero al 
interior de un gremio de comerciantes, y 
después de la propia ACE, puesto que revela 
que el reconocimiento y visibilización de 
sus líderes se da gracias al “hostigamiento” 
que los comerciantes de esa zona sufren por 
parte del gobierno estatal y municipal, y de lo 
que llaman “la ruptura de un pacto político” 
caracterizado por una tregua entre el gobierno 
estatal y municipal y los comerciantes de 
esta zona. Dicho hostigamiento se mani-
fiesta a través de dos mecanismos concretos. 
Primero, mediante presiones en el ayunta-
miento, para que se dé un potencial cambio de 
uso de suelo de esa zona. Se menciona que en 
ese tiempo algunos de los locatarios se vieron 
presionados por parte del gobierno estatal 
para dejar sus locales debido a un proyecto 
inmobiliario. Esta medida motiva a los loca-
tarios y propietarios a organizarse en defensa 
de sus espacios, los cuales logran mantener, 
bajo la gestión del presidente de la ACE. 
Posteriormente, con el intento de expulsión 
de todos los comerciantes localizados en ese 
sitio, se lleva a cabo el operativo del Conago 1, 
que se ha descrito antes, y que afecta direc-
tamente a esta agrupación de comerciantes. 
Dicho operativo representa “la ruptura de un 
pacto entre el gobierno estatal y municipal 
del PRI con la agrupación de vendedores”, 
y el inicio de lo que se interpretaba como la 
etapa de la expulsión y la estrategia mediática 
gubernamental para erradicar este comercio 
de la zona. El operativo Conago 1 desencadena 
la empatía de otras organizaciones, lo que 
derivó en una mayor movilización, dentro y 
fuera del municipio de Puebla, en torno a los 
comerciantes de la zona, con la intención de 
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conformar un bloque multigremial de alcance 
estatal, y que sirviera como interlocutor entre 
ciertos sectores desatendidos de la sociedad y 
el gobierno, en sus diferentes niveles.

3.2.  La estructura organizativa de 
la ACE: evolución del movimiento 

en la movilización de recursos

A partir de la información obtenida en la 
prensa escrita y corroborada ampliamente en 
las entrevistas, se ha dado a la tarea de esque-
matizar la organización interna de la ACE y 
su evolución en el tiempo, a fin de analizar 
su conformación y la estructura subyacente a 
través de las cuales construye y gestiona sus 
diversos recursos.

A lo largo de su existencia, la estructura 
organizativa de la ACE ha tenido transfor-
maciones muy significativas. Los conflictos, 
las alianzas y las negociaciones han sido una 
constante en su evolución y en su reconstruc-
ción, y se podría suponer que parte también 
de su éxito, pues ha pasado de ser un movi-
miento naciente con muy poca presencia en 
su origen, a uno con más de veinticinco mil 
agremiados a cinco años de su creación, tras-
pasando su alcance los límites de la capital 
e incluso de la entidad. En este periodo, la 
ACE incluso se conforma en asociación civil, 
pasa por tres mesas directivas, producto de 
dos reestructuraciones. Se puede identificar 
algo que se trató de una evolución que llevó 
al movimiento de ser una “organización de 
organizaciones”, una simple adhesión de 
diversos grupos preexistentes, a una asocia-
ción civil con diferentes líneas de acción.

En sus inicios, la ACE estaba enfocada en 

lograr coherencia interna y, por tanto, las 
“posiciones estratégicas” que debían esta-
blecerse en su organigrama centraban la 
atención en cuestiones como los mecanismos 
de toma de decisiones, votación y registro de 
acuerdos, coordinar tareas como: contacto 
entre liderazgos, identificar problemas y 
áreas de atención de cada agrupación adhe-
rida, y asegurar los medios de financiamiento 
y administración de sus recursos. Es decir, su 
organigrama identificaba apenas un bloque 
de cuatro puestos clave en el año de su funda-
ción: presidente, vicepresidente, secretario y 
coordinador (Figura 1).

Figura 1. Mesa Directiva Fundadora de la 
ACE

Fuente: Elaboración propia
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Tres años más tarde se presenta una 
primera reestructuración. En torno a la 
presidencia y vicepresidencia se divide el 
trabajo de la coordinación en dos vertientes: 
una claramente enfocada en las cuestiones 
de las reuniones plenarias con los liderazgos 
mediante la Secretaría Interior y de Actas, 
y otra enfocada a ser la interfaz entre todas 
las agrupaciones adheridas al movimiento, 
que identifica las problemáticas particulares 
y comunes a los diferentes gremios que lo 
conforman. Sin embargo, la reestructura-
ción también define a nuevas personas en la 
figura de la Presidencia y la Vicepresidencia 
(Figura 2).

En ese entonces, comienza a revelarse 
la necesidad de trabajar “hacia afuera”, en 
primer lugar, realizando las gestiones nece-
sarias para contar con los mecanismos legales 
de defensa que una asociación civil concede, 
razón por la cual se hacen de un represen-
tante legal, pero también construyendo 
las redes, los acuerdos, las negociaciones 
con los diferentes sectores de gobierno, de 
manera particular en la línea de los asuntos 
legales (con un grupo de Asesores Jurídicos). 
Este primer cambio permite a esta asocia-
ción comenzar a ofrecer a sus agremiados 
un conjunto de elementos institucionales, 
legales, así como los nexos con funcionarios 
para poder introducirse al sistema político, 
jurídico y administrativo del gobierno estatal 
y municipal que coadyuve a la solución de 
sus problemas cotidianos. En ese momento, 
el organigrama contaba con las siguientes 
figuras: presidente, vicepresidente, tesorero, 
secretario de interior, secretario de coordi-
nación, secretario de actas, apoderado legal, 

área de conflictos y asesores jurídicos. No 
obstante, este organigrama no deja de revelar 
una estructura en dos niveles, y que comienza 
a dejar de preocuparse por lo interno para 
ocuparse de hacerse de una posición política, 
electoral y económica hacia afuera.

Figura 2. Mesa Directiva de la ACE 
(primera reestructuración)

Fuente: Elaboración propia

Su segunda reestructuración, a cinco años 
de su creación, expresa con claridad que hay 
ya un aprovechamiento intensivo y exten-
sivo de las diferentes secciones gremiales 
que lo conforman. Intensivo, en términos 
de que emerge un claro interés en utilizar 
la experiencia de gremios como las agrupa-
ciones sindicales, de colonos, transportistas, 
comerciantes, músicos, entre otros; y resulta 
extensivo en cuanto al alcance geográfico de 
las acciones económicas, políticas y sociales 
que lleva a cabo. A diferencia del primer 
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organigrama, en el último (segunda rees-
tructuración) se observa que la agrupación se 
estructura pensando en mantener una cohe-
rencia interna operativa, pero sobre todo 
insertando en su estructura jerárquica cierta 
horizontalidad, que le permite tener dife-
rentes frentes de acción, tanto en su manera 
de negociar con el gobierno como para seguir 
manteniendo un capital político y social que 
favorezca su desarrollo (Figura 3). Se percibe 
ahora un tercer nivel de acción al interior de 
la asociación, que no solo le permite operar 
de manera mucho más fluida entre los dife-
rentes niveles de gobierno, independiente-
mente de la filiación partidista, sino además, 
con ocho líneas estratégicas adicionales, le 
permite estructurar su trabajo para benefi-
ciar las actividades de comercio y servicios 
de agremiados, y fortalecer sus capacidades 
de absorción de más afiliados. El nuevo orga-
nigrama se expande, conserva las figuras de 
presidente y vicepresidente bajo el cobijo de 
las mismas personas. En un segundo nivel, 
se crean la Secretaría de Finanzas, la Secre-
taría General, la Secretaría de Organización 
y la Dirección Jurídica. Y en un tercer nivel, 
surgen la Dirección de Fomento Cooperativo 
y Comercio, la Dirección de Cultura y Recrea-
ción, la Dirección de Prensa y Propaganda, la 
Dirección del Frente Juvenil, la Dirección de 
Fraccionamiento y Colonias, la Dirección de 
Trabajo Agrícola, la Dirección Obrero Sindical 
y la Dirección de Delegación de Transporte.

Figura 3. Mesa Directiva de la ACE 
(segunda reestructuración)

Fuente: Elaboración propia

De forma particular, la Dirección de Trabajo 
Agrícola no solo se encarga de atender proble-
máticas de militantes dedicados a este gremio, 
sino que tiene como uno de sus objetivos la 
búsqueda de terrenos ejidales con fines de 
apropiación para posible uso como vivienda o 
comercial. Dicha instancia trabaja en colabo-
ración con la Dirección de Fraccionamientos y 
Colonias, misma que se encarga de gestionar 
obra pública en las colonias de sus miembros, 
e incluso si hay dentro de sus agremiados 
problemas relacionados con la legalización y 
la regularización del régimen de propiedad de 
los terrenos de grupos de colonos adheridos al 
movimiento, resuelven dichas problemáticas 
mediante su Dirección Jurídica.

En lo captado por las entrevistas que se 
realizaron, se percibió que parte del trabajo 
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que de manera conjunta se hace desde las 
Direcciones de Fraccionamientos y Colonias, 
de Cultura y Recreación y del Frente juvenil, 
radica en generar actividades de cohesión 
entre sus integrantes, así como de adhesión 
de nuevos militantes al movimiento.

La asociación posee un alcance geográ-
fico relevante, pues cuenta con agremiados 
en diversos municipios de Puebla. A partir de 
nuestras fuentes, se estima que alrededor de 
2016, aglutinaba ya a poco más de veinticinco 
mil afiliados distribuidos en cincuenta y 
cinco organizaciones gremiales, de las cuales 
treinta y ocho son del municipio de Puebla.

La agrupación no conforma un universo de 
estudio uniforme en cuanto a los perfiles de 
ocupación de sus afiliados, ya que están adhe-
ridos a ella comerciantes fijos y ambulantes 
de diversos productos: ropa, autopartes, 
alimentos, películas y música pirata, arte-
sanías y artículos seminuevos, pero también 
hay en sus filas agrupaciones de taxistas, 
sociedades de colonos en diversas partes de la 
ciudad y hasta secciones sindicales de traba-
jadores en gremios como la música y de traba-
jadores de otros ayuntamientos aledaños. Esto 
ayuda a entender el proceso de complejización 
de su organización.

3.3.  La expansión de la asocia-
ción: la eficacia de sus acciones 

y de sus mecanismos de recluta-
miento

Uno de los principales argumentos que 
abandera a la asociación es la pertinencia de 
su existencia y de su expansión en todo el 
estado, ante la incapacidad de los diferentes 

gobiernos y del sector económico formal para 
ofrecer acceso al sistema de seguridad social 
nacional a una gran cantidad de ciudadanos 
que se dedican a actividades económicas 
informales. Dentro de sus tareas sustantivas 
está el detectar esa necesidad de cobertura en 
términos de seguridad social entre sus agre-
miados, y llevar a cabo acciones para ser un 
mediador, un gestor que facilite el acceso a 
dicho sistema, y cubrir el acceso al mismo, 
de forma parcial. En específico, lo hace 
en materia de acceso a servicios de salud, 
mediante el trabajo en colonias a través de 
su Dirección de Fraccionamientos y Colonias. 
Han creado programas con el fin de solu-
cionar problemas específicos de sus agre-
miados en cuanto a la generación de ingresos 
y la falta de seguridad social. Si bien el apoyo 
en términos de seguridad social que ofrece 
la asociación apenas si cubre un mínimo 
de necesidades que un gran segmento de la 
población padece en la actualidad (ya que no 
tiene dentro de sus objetivos la gestión ante 
el gobierno para asegurar el acceso a presta-
ciones de maternidad, o pensiones y jubila-
ciones), el éxito de la asociación, en cuanto a 
su capacidad de afiliación de nuevos miem-
bros, así como de la respuesta de sus agre-
miados ante peticiones por parte de la presi-
dencia, tanto a nivel municipal como estatal, 
reside en que ese escaso apoyo resulta 
sustancial para los agremiados beneficiarios: 
la fidelidad de los militantes al movimiento 
tiene como uno de sus fundamentos el haber 
percibido que el movimiento “estuvo allí” 
cuando el agremiado enfrentó una situa-
ción de extrema urgencia. No obstante, este 
programa de apoyo que han desarrollado, 
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además del servicio que ofrece a la pobla-
ción, ha permitido al movimiento adherir a 
nuevos agremiados ajenos al ámbito laboral 
del comercio informal, que fue el primer 
grupo poblacional de su interés. El meca-
nismo consiste en que los agremiados hacen 
sondeos entre los habitantes de su colonia y 
zonas vecinas, con el fin de hallar problemá-
ticas básicas de obra pública, o problemas que 
pudieran resolverse con un apoyo en especie, 
así como la detección de personas con necesi-
dades prioritarias en materia de salud; de tal 
forma que en cuanto se detecta una necesidad 
no satisfecha por el gobierno, el agremiado a 
la asociación le pide al colono solicitante del 
servicio que aglutine a treinta vecinos (típi-
camente de su propia manzana, mayores 
de edad y con credencial de elector vigente) 
para que asistan a una reunión en su propia 
vivienda. Allí, un representante de la mesa 
directiva de la ACE les expone los potenciales 
beneficios de pertenecer al movimiento: por 
parte de la asociación hay un compromiso de 
atender la necesidad lo antes posible —reali-
zando las gestiones necesarias con el ayun-
tamiento y demás instancias gubernamen-
tales— a cambio de que esas treinta personas 
se enlisten en el padrón. Este programa, en 
palabras de la persona entrevistada, tiene un 
impacto “calle por calle”, ya que en promedio 
entre 30 y 50 familias viven en una cuadra, 
de tal forma que los asistentes a la plática 
con el representante del movimiento pueden 
organizarse rápidamente para la reunión y 
atestiguar en muy poco tiempo el beneficio 
que le llevó la asociación a su calle, o bien 
a alguno de sus vecinos. En el caso de los 
servicios de salud, el apoyo suele caracteri-

zarse por la donación, por parte del mismo 
movimiento, o la gestión con los servicios de 
salud del estado de Puebla de sillas de ruedas 
o bastones para personas que lo necesiten, 
sobre todo enfocándose en personas de la 
tercera edad; la gestión ante instancias como 
la Secretaría de Salud estatal para llevar a 
colonias jornadas de higiene dental, o pláticas 
sobre salud sexual; y agilización de procedi-
mientos y trámites, y reducción de tiempos 
de espera para la pronta atención de aque-
llos agremiados que están siendo atendidos 
de manera ineficiente por las instancias de 
salud del Estado (incluso se puede ayudar con 
apoyo económico). Y una vez que se atiende 
la necesidad, se le pide a los beneficiados 
que correspondan al apoyo en dos sentidos; 
primero, gestionando otra reunión con otras 
treinta personas de esa misma colonia, o bien 
de otra colonia aledaña; segundo, en corres-
pondencia al apoyo recibido, eventualmente 
serán contactados por personas del movi-
miento (elegidos por votación) para la asis-
tencia a eventos tales como mítines de apoyo 
a candidatos, eventos culturales, deportivos, 
marchas, e incluso apoyo en especie con 
clases, talleres, dulces, juguetes a otros agre-
miados de la asociación, que pudieran solici-
tarlo en un futuro.

Conclusiones
Uno de los rasgos particularmente intere-
santes de la ACE es su rápida evolución orga-
nizacional, que ha venido acompañada de 
prácticas altamente efectivas enfocadas en 
aumentar la agrupación de afiliados en dife-
rentes vertientes y en fortalecer los niveles 
de compromiso de los mismos, pero mante-
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niendo como elemento central de cohesión el 
ejercicio de la actividad comercial informal. 
Prácticas como los programas de dignifica-
ción de espacios públicos (alumbrado público, 
pinta de aceras, pavimentación) mediante 
grupos vecinales; donativos en especie para 
grupos vulnerables entre diferentes agrupa-
ciones de giros comerciales pertenecientes a 
la asociación, e incluso, la gestión de jornadas 
de salud y eventos culturales en torno a festi-
vidades significativas dentro de la agrupa-
ción refuerzan el sentido de pertenencia a 
la asociación y mantienen en la percepción 
de los afiliados el carácter social del movi-
miento que trasciende el ejercicio de la acti-
vidad laboral.

Las prácticas y la lógica bajo las cuales 
la asociación articula necesidades sociales 
de vivienda, salud, educación y empleo, 
con mecanismos de gestión y participación 
de sus agremiados, llegan a equipararse e 
incluso a ser más eficientes que los propios 
mecanismos diseñados desde el gobierno 
municipal, en torno al fortalecimiento de la 
participación ciudadana en el programa de 
presupuesto participativo; ya que resultan 
ser menos burocráticos y —como ha sido 
mencionado en este capítulo— generan 
resultados fácilmente observables para los 
colonos o comerciantes agremiados en un 
periodo relativamente corto, sobre todo 
comparado con la gestión mediante las peti-
ciones directas de los ciudadanos al gobierno, 
vía los medios oficiales. Este conjunto de 
elementos resulta novedoso —por tanto— 
en la construcción de estrategias no solo de 
generación de empleo, sino de reproducción 
social, que explican el éxito de esta agrupa-

ción que de manera acelerada cobra mayor 
relevancia económica y política.

La falta de atención del gobierno a las 
necesidades de ciertos sectores de la pobla-
ción, tanto en materia social como laboral, 
ha favorecido que algunos actores de la 
sociedad civil, organizados, ocupen los espa-
cios públicos como escenario para mostrar su 
capacidad de acción y su fortaleza política y 
económica en la resolución de problemas que 
afectan la vida cotidiana de muchas personas. 
De ahí el éxito de la asociación que se analizó, 
y de otros movimientos sociales que logran 
llenar, de alguna manera —y a veces de forma 
más eficiente— los vacíos que ha dejado el 
gobierno. No obstante, así como el gobierno, 
las organizaciones sociales, bajo sus propias 
formas de acción y sus propios recursos, 
tampoco logran resolver los problemas de 
manera efectiva y eficiente; en general lo 
hacen de manera puntual y a veces esporádica. 
Y esto ocurre porque tienen que negociar cada 
vez que hay cambios en la organización polí-
tica local, lo cual alimenta, de cierta forma, la 
dinámica de estos movimientos sociales sin 
mayores beneficios para sus agremiados que 
la esperanza de sentirse cobijados.
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Introducción
Es de destacar que las personas con discapa-
cidad, y específicamente las personas sordas 
o con dificultades auditivas, viven con una 
serie de impedimentos sistémicos que difi-
cultan su vida diaria y entorpecen el uso de 
una serie de servicios básicos que les permita 
hacer valer sus derechos humanos, como son 
el acceso a la educación, la comunicación y la 
posibilidad de contar con un trabajo digno. 
En México, la lengua oficial de las personas 
sordas es la Lengua de Señas Mexicana 
(LSM), sin embargo, durante años ha sido 
evidente que el aprendizaje y la utilización 
de esta lengua en un sistema donde, además, 
se enseña a leer y escribir en español, es un 
privilegio que la mayoría de las personas 
sordas no tienen.

A partir de esto, en este ensayo se abordará 
el problema del desarrollo y la resistencia de 
las comunidades sordas en México, partiendo 

1	  Maestra en Desarrollo Económico y Cooperación Internacional por la Facultad de Economía de la 

Benemérita Universidad Autónoma de Puebla.

2	  Profesor Investigador de la Facultad de Economía de la Benemérita Universidad Autónoma de 
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de la interrogante de cuáles podrían ser las 
alternativas que permitan un mejor desa-
rrollo de esta comunidad y que, además, les 
permitan su inclusión en la sociedad. En la 
primera parte del ensayo se aborda la percep-
ción que tiene el sistema económico capita-
lista de las discapacidades en general y de 
cómo incluso lingüísticamente evidencia un 
desprecio para aquellos que no pueden ser 
explotados. Posteriormente, se aborda el tema 
de la sordera y la discapacidad auditiva tanto 
en México como en el mundo. En una tercera 
parte, se trata el tema de la comunidad sorda 
en México y la LSM como las forma en las 
que las personas sordas se comunican, expli-
cando además algunas de las características 
específicas de esta lengua. El cuarto apartado 
trata sobre el desarrollo y la resistencia de 
las comunidades sordas en México, haciendo 
un breve recuento histórico que evidencia las 
trabas sistémicas con las que se han encon-
trado y los efectos que estas tuvieron en la 
creación de una identidad sorda. Después se 
abordan los nuevos movimientos sociales, 
enfocándose en la historia de la comunidad 
sorda en México y en el mundo y cómo ha 

El desarrollo y resistencia de las 

comunidades sordas en México
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logrado crear una identidad social que busca 
acabar con la exclusión en la que se encuentra. 
Finalmente, la última parte del ensayo habla 
sobre algunos de los problemas sistémicos y 
sistemáticos a los que las personas sordas se 
siguen enfrentando hoy en día y el impacto 
que eso tiene en sus vidas.

Es importante hacer notar que este ensayo 
fue elaborado con datos recabados de fuentes 
como la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos (CNDH), el Consejo Nacional 
para prevenir la Discriminación (CONA-
PRED) y del Instituto Nacional de Estadística y 
Geografía (INEGI), con información brindada 
por personas sordas y maestros de la Escuela 
para Sordos de la ciudad de Puebla y el Centro 
Psicopedagógico Integral Yadid de la Ciudad 
de México; además de distintas publica-
ciones de expertos en el tema de los Derechos 
Humanos y la comunidad sorda en México y 
en el mundo. Sumado a esto, la problemática 
se analizó a partir de los textos de Arellano 
(2001) y Manzanal (2008), los cuales ayudaron 
a comprender la problemática que los grupos 
sociales liderados por sordos encuentran 
desde diferentes perspectivas.

Las discapacidades dentro del 
sistema económico capitalista

Si bien es entendido que las diferencias entre 
las personas, las culturas y las percepciones 
son normales en una sociedad heterogénea, 
también es cierto que las personas con disca-
pacidades son situadas en un espacio total-
mente apartado del resto de la sociedad. 
Las personas con discapacidad, más allá de 
enfrentarse a la falta del sentido del oído, de 

la vista, del habla, con restricciones de movi-
lidad o una restricción mental, se enfrentan 
principalmente a restricciones de carácter 
social que impiden su desarrollo y al disfrute 
de una vida plena. Es decir, una cosa es la falta 
fisiológica o mental, y otra cosa es la restric-
ción social causada por la sociedad misma: 
“[…] solo si pensamos desde la perspectiva 
de lo que hay, lo que se es y lo que se tiene, 
se podrá reparar la identidad deteriorada 
de aquellos que llevan el estigma de la defi-
ciencia” (Liñares, 2003). De esta forma, es 
notorio que las discapacidades representan 
una dificultad de dialogar entre diferentes 
inteligencias, puntos de vista y formas de 
expresión en las que existe una supremacía 
que rige qué es lo correcto y define como 
inválido aquello que queda fuera.

El modernismo y el trabajo industrial que 
este trajo marcó no solo las relaciones labo-
rales, sino que también influyó enormemente 
en las relaciones sociales de los territorios. 
Durante el taylorismo, que se esmeraba en 
separar los procesos de planificación y ejecu-
ción dentro del trabajo y crear una homoge-
nización de procesos para el acoplamiento de 
las personas, aquello que no se encontraba 
dentro de la concepción de “hombre perfecto 
para el trabajo”, ya fuera física, biológica o 
culturalmente, y basado en las tradiciones 
científicas del determinismo biológico y el 
darwinismo social, era excluido de la esfera 
productiva (Liñares, 2003).

Se considera entonces que “la trans-
formación del trabajo en una mercancía ha 
tenido como consecuencia la depreciación 
de los cuerpos y almas marcados social-
mente por una diferencia, o lo que es lo 
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mismo, su menosprecio” (Liñares, 2003). En 
este sentido, desde la economía marxista se 
puede percibir la minusvalía como el valor 
del trabajo de las personas discapacitadas 
en relación con las personas “capacitadas” y 
socialmente aceptadas, es decir, “la minus-
valía […] es la diferencia entre la deprecia-
ción salarial y el excedente de producción 
que se apropia el propietario de los medios 
de producción” (Liñares, 2003). Adicional-
mente, el trabajo tiene impacto en la asig-
nación de clases sociales y estatus profesio-
nales, por lo tanto, la exclusión laboral afecta 
la exclusión dentro del sistema asignador 
de posiciones sociales. Esta idea se puede 
ver reflejada incluso en la forma en la que la 
lengua y las palabras definen a las personas 
con discapacidad, las cuales tienden a tener 
tintes económicos y de asignación de valores, 
tales como “inválido”, referido al valor; y 
“minusválido”, en términos del bajo valor 
dentro del mercado.

La sordera y la discapacidad audi-
tiva en el mundo y en México

Tanto para la comunicación como para el 
desarrollo motriz de las personas, el oído es 
un órgano de suma importancia durante los 
años de vida, ya que es el órgano encargado de 
percibir las ondas sonoras que serán poste-
riormente convertidas en sonido y, a su vez, en 
lenguaje. De igual forma, representa una gran 
ayuda para el equilibrio y el sentido de orien-
tación espacial de las personas. Sin embargo, 
por distintos motivos, pueden existir reduc-
ciones o una falta total del funcionamiento, en 
términos de diferentes espectros de audición, 

hasta llegar a la pérdida total de la escucha o 
sordera (Alvarado, 1994). Las causas de esta 
pérdida auditiva pueden ser por condiciones 
genéticas, complicaciones en el parto, enfer-
medades, exposición a sonidos fuertes por 
periodos prolongados, envejecimiento y el 
uso de algunos medicamentos.

Según datos de la Organización Mundial de 
la Salud (OMS), en el mundo hay más de mil 
quinientos millones de personas, que repre-
sentan más del 5% de la población mundial, 
que padecen una pérdida de la audición, la 
cual impide su desarrollo normal y requiere 
rehabilitación. En el caso de niñas y niños 
menores de 18 años, más de la mitad de ellos 
deben su pérdida de audición a complica-
ciones en el parto o a infecciones en el oído, 
denominada otitis, las cuales son fácilmente 
prevenibles con medidas correctas de salud 
pública. En cuanto a las y los jóvenes adultos, 
en la actualidad más de mil millones corren el 
riesgo de perder permanentemente la audi-
ción debido a prácticas poco seguras que 
igualmente pueden ser evitadas (Organiza-
ción Mundial de la Salud, 2021).

El problema de la sordera y la deficiencia 
auditiva conlleva muchos aspectos, no solo 
los relacionados con el nivel de audición, sino 
que se va problematizando más según el sexo, 
la edad a la cual comenzó a perder la audi-
ción, la capacidad adquisitiva y el acceso a la 
educación y a la salud. Por ejemplo, solo un 
17% de las personas que son candidatas para 
usar un audífono o dispositivo para mejorar 
su audición realmente tienen la capacidad de 
adquirirlo y usarlo, y esto está directamente 
relacionado con los niveles de ingreso del 
país en el que viven (OMS, 2021).
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A nivel global, la sordera tiene consecuen-
cias tanto personales como sociales, las cuales 
incluyen dificultades para la comunicación y 
el habla, retraso educativo, menores posibi-
lidades de conseguir un empleo, aislamiento 
y estigma, y consecuencias en la sociedad y la 
economía (OMS, 2021). En el caso mexicano, 
la medición de la sordera es poco estudiada y, 
por lo tanto, poco conocida. Los resultados de 
los censos realizados por el Instituto Nacional 
de Estadística y Geografía (INEGI) tienden a 
ser muy generales respecto a las discapaci-
dades en el país, por lo que los datos especí-
ficos sobre la sordera y la discapacidad audi-
tiva son escasos. Según este instituto, para el 
año 2014, de las 7.1 millones de personas que 
vivían con algún tipo de discapacidad, alre-
dedor del 33.5% era perteneciente al grupo de 
personas con dificultades auditivas (2017).

Es importante destacar que los censos del 
INEGI no hacen distinción entre discapacidad 
auditiva y sordera, es decir, los resultados 
que brinda representan a las personas que 
tienen desde una pérdida media de la escucha 
hasta la sordera total e incluye también a las 
personas que van perdiendo la capacidad de 
escuchar por tener una edad avanzada. En el 
Censo General de Población y Vivienda 2000 
se reportó que, de las personas que viven 
con alguna discapacidad auditiva, al menos 
un tercio residían en un medio rural, siendo 
que las entidades federativas con mayor 
número de discapacitados auditivos por 
cada mil habitantes eran Yucatán, Zacatecas 
e Hidalgo, mientras que las entidades con 
menor número de discapacitados auditivos 
por cada mil habitantes eran Baja California, 
Chiapas y Quintana Roo (INEGI, 2004).

La comunidad sorda en México y 
la Lengua de Señas Mexicana

Las primeras referencias sobre personas 
sordas en el país no las situaba en grandes 
agrupaciones, sino que dispersos y depen-
dientes de sus familias (Jullian, 2018). Fue 
hasta 1867, que se creó la Escuela Municipal 
para Sordomudos en la Ciudad de México por 
el maestro Eduard Huet, que el panorama 
comenzó a cambiar y se abrió la posibilidad 
de crear una identidad a partir de la crea-
ción de nuevos vínculos sociales que antes 
estaban dificultados. Además de la enseñanza 
de la LSM, se les capacitaba en oficios para 
procurar la independencia económica de las 
personas sordas.

Durante el siglo XX, la comunidad sorda y 
la enseñanza de la LSM tuvieron sus altibajos 
por la muerte de Eduard Huet, y el poste-
rior abandono del proyecto educativo de la 
Escuela Municipal para Sordos, sin embargo, 
se pudo notar el precedente que dejó para 
la creación de comunidades sordas en dife-
rentes partes de la república (Jullian, 2018). 
Actualmente, la LSM es la lengua que utilizan 
las personas sordas en México, siendo que 
cada país cuenta con su propia Lengua de 
señas local. Esta herramienta de comuni-
cación está compuesta por un abecedario, 
conocido como alfabeto dactilológico, una 
serie de señas realizadas con movimientos de 
manos, brazos, cuerpo y gesticulaciones que 
representan muchas de las palabras exis-
tentes en español e incluso algunos sonidos. 
Al mismo tiempo, como cualquier lenguaje, 
la LSM cuenta con su propia gramática, total-
mente diferente al español, que facilita el 
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entendimiento y la facilidad de expresión en 
un entorno sin sonido.

En México no existen datos oficiales sobre 
el número de personas sordas que utiliza 
la LSM para comunicarse, aunque Boris 
Friedman Mintz (2001, como se citó en Cruz, 
2009) calculaba que para 2001 existían entre 
49 000 y 195 000 usuarios nativos de la LSM, 
mientras que la Federación Mexicana para 
Sordos estimaba que ya para 2018 eran más 
de 300 000 usuarios nativos de la LMS (WFD, 
2008).

La LSM se declaró una lengua nacional 
en 2003, y desde 2018 todos los canales de 
televisión que sean transmitidos en más de 
la mitad del territorio nacional deben contar 
con un recuadro para un traductor de LSM o 
subtitulaje oculto, según los Lineamientos 
Generales de Accesibilidad al Servicio de 
Televisión Teledifundida (Mexicana, s.f.). 
Si bien la LSM puede diferir según la región 
en la que se practique, se reconocen tres 
lenguas de señas diferentes dentro del terri-
torio mexicano. La primera es la LSM más 
popularizada y hablada, que tiene pequeñas 
variaciones según el estado de la república; 
la segunda es una lengua de señas entre los 
indígenas mayas de Yucatán, que como se 
mencionó, es de los estados de la república 
con mayor número de personas con disca-
pacidad auditiva por cada mil habitantes. 
Existe, además, una tercera lengua de señas 
menos popular que se ha venido desarro-
llando entre el pueblo purépecha en el estado 
de Michoacán (Oviedo, 2015).

El desarrollo y la resistencia de las 
comunidades sordas en México

En el continente europeo, no fue hasta 
mediados del siglo XX que comenzó a surgir 
un cierto interés de antropólogos, sociólogos, 
historiadores y lingüistas por las personas 
sordas y la forma en la que se comunicaban. 
La construcción de la identidad sorda fue un 
proceso tardado, debido a los frenos que el 
sistema social y económico ponían, tanto a la 
enfermedad como a las diferentes soluciones 
que se fueron proponiendo desde las mismas 
personas sordas. En este sentido,

[la] mirada de la ciencia clásica ha condu-
cido a la consideración de la sordera desde 
el punto de vista estricto de la defecto-
logía, que ha observado a la sordera como 
una enfermedad que hay que curar, como 
una desviación de la norma, como una 
aberración de la condición humana. Por 
ello la desviación no debe ser explicada, 
conocida o comprendida, sino corregida 
y erradicada. En este sentido la ciencia 
funciona como un dispositivo de saber/
poder sobre las personas sordas, aproxi-
mándose a la noción cristiana del pecado 
que debe ser redimido (Liñares, 2003, 54).
En México, el trato a las personas sordas 

históricamente ha sido, como lo muestra la 
cita de Liñares, una lucha por la corrección 
y erradicación de la sordera. Tras la muerte 
de Eduard Huet, fundador de la primera 
escuela para sordos en la Ciudad de México, 
el proyecto de inclusión de los sordos a 
la educación estuvo parado por varias 
décadas y se regresó al modelo oralista, en 
el que se forzaba a los sordos a leer labios y 
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emitir sonidos para comunicarse en lugar 
de continuar con el enfoque manual de la 
lengua de señas. Incluso en 1913 un grupo de 
exalumnos del mismo colegio realizaron una 
serie de intentos para registrar una asocia-
ción de sordos en la Ciudad de México, los 
cuales fracasaron.

Fue hasta la década de 1970 que comen-
zaron a surgir publicaciones y estudios que 
avalaban el código de comunicación visual 
y gestual de las personas sordas, además 
de aprobar las características lingüísticas y 
gramaticales de diversas lenguas de señas en 
el mundo, lo que poco a poco fue cambiando 
la percepción que las personas tenían sobre 
las personas sordas y ayudó a que la comu-
nidad sorda comenzara a formar una iden-
tidad basada en sus limitaciones y sus 
propias soluciones.

Llama la atención el largo periodo que 
tuvo que pasar para que las personas sordas 
empezaran a tener un espacio en el que se 
respetara la comodidad de comunicación que 
representa la lengua de señas y dejaran de ser 
sujetos de análisis, principalmente clínico, 
para convertirse en sujetos que articulen sus 
propias respuestas. Para explicar este fenó-
meno, Arellano (2001) brinda ciertas expli-
caciones. En primer lugar, los movimientos 
sociales encabezados por sujetos no surgen 
espontáneamente, sino que requieren de 
circunstancias sociales, políticas y econó-
micas que representen una amenaza a su 
existencia, en este caso su exclusión y el 
rechazo de su forma de comunicación durante 
varias décadas. En segundo lugar, Arellano 
habla sobre la construcción de un discurso y 
una identidad enmarcada en un determinado 

contexto histórico que promueva el recono-
cimiento de una sociedad plural. En este caso, 
lamentablemente no fue sino hasta después 
de las publicaciones de Stroke, Bellugi y Klima 
que comenzó a popularizarse y expandirse la 
idea de una comunidad sorda con caracterís-
ticas similares.

Finalmente, de la Garza (1993, como se 
citó en Arellano, 2001) habla sobre la impor-
tancia de la comunicación y el lenguaje como 
un elemento liberador; “Si un punto de igni-
ción no cuenta con canales de comunicación 
ágiles, la acción colectiva no puede produ-
cirse y queda en la indignación individual” 
(de la Garza, 1993, p. 45). La limitación, y 
en muchos casos prohibición del desarrollo 
y esparcimiento de la lengua de señas como 
una manera generalizada para que la comu-
nidad silente pudiera comunicarse, impidió 
por varias décadas la posibilidad de un actuar 
de las personas sordas como movimiento 
social en contra de la discriminación sisté-
mica que se vivía, y sigue viviendo, en sus 
respectivos territorios. El lenguaje “no es 
un mero instrumento neutro que sirve para 
comunicar alguna cosa que ya existe, inde-
pendientemente de él. El lenguaje forma 
parte de las instituciones culturales con que 
nos encontramos al ser socializados” (Sader, 
1995, p. 84, como se citó en Arellano, 2001).

Sin embargo, esto no significa que fue solo 
hasta después de las publicaciones que comen-
zaron a existir asociaciones de personas sordas 
en México y en el mundo. Dichas asociaciones 
y los esfuerzos por conformarlas ya existían 
desde mediados del siglo XIX, pero en su gran 
mayoría eran considerados como “ghettos”, 
y las personas que las integraban eran repri-
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midas y enviadas a psiquiátricos o centros de 
detención (Liñares, 2003).

Los nuevos movimientos sociales
El final de la Segunda Guerra Mundial y la 
posterior Guerra Fría dieron lugar a varios 
movimientos sociales de suma importancia 
alrededor del mundo. Por una parte, se encon-
traba la necesidad de las nuevas democracias 
de construir o mantener una legitimidad que 
evitara nuevos levantamientos masivos. Por 
otro lado, en el aspecto económico comienza 
a surgir un keynesianismo en varias partes 
del mundo, que abogaba por un aumento del 
poder adquisitivo de la clase trabajadora que 
le permitiera incrementar su consumo y, a su 
vez, crear una mayor producción y el engro-
samiento de la clase media.

Estos sucesos, entre varios otros, dieron 
lugar a nuevos movimientos sociales, además 
del entonces ya muy común movimiento 
obrero liderado por las organizaciones sindi-
cales. La destrucción y resentimiento que 
habían dejado las guerras dieron lugar a una 
serie de movimientos que buscaban recobrar 
la soberanía sobre sus vidas y sus libertades 
de manera colectiva.

En todo el mundo, pero especialmente en 
los países que se habían visto involucrados 
directamente en las guerras y conflictos 
armados, comenzaron a surgir varias orga-
nizaciones internacionales de personas con 
discapacidades, liderados principalmente por 
los veteranos de las guerras que habían regre-
sado mutilados o afectados físicamente. A 
partir de estos hechos es que el carácter asocia-
tivo de las organizaciones comienza a tener 
un carácter político (Liñares, 2003). En 1951, 

se crea la primera organización internacional 
para sordos, la World Federation of the Deaf 
en Roma. Dos décadas después, en Estados 
Unidos, se originan los grupos de Orgullo 
Sordo y la Revolución de Sordos en la Univer-
sidad Gallaudet en Washington, promoviendo 
derechos civiles y cambios en las legislaciones 
y las políticas públicas que abrieran un espacio 
a la inclusión de estos sectores dentro de la 
educación y la vida cotidiana.

Dichos movimientos tuvieron un gran 
impacto a escala mundial. En el aspecto 
educativo, dieron paso a los modelos sociales 
de la discapacidad; en el aspecto diplomático, 
se lograron cambios en las Declaraciones 
de Derechos, haciéndolos más específicos 
para diferentes discapacidades. Por medio 
de estos cambios, se planeaba erradicar el 
modelo médico curativo que “incidía en el 
ajuste social y personal de los discapacitados 
para facilitar su adaptación al orden social 
dominante, este «modelo social de la disca-
pacidad» puso el acento en la necesidad de 
transformar la realidad social para eliminar 
la discriminación, fomentar la igualdad de 
oportunidades, incrementar la participación 
política […] y mejorar la calidad de vida inde-
pendiente” (Liñares, 2003).

Los problemas actuales de las 
personas sordas en México

Aun cuando ya no existe una prohibición 
explícita que limite el uso de la LSM o que 
permita la discriminación de personas sordas, 
la realidad es que sigue habiendo diversas 
barreras sistémicas que entorpecen o incluso 
detienen el desarrollo de las personas dentro 
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de la sociedad. En primer lugar, el problema 
que parece ser más evidente es el del acceso a 
la educación. El aprender la LSM es un privi-
legio dentro de una minoría, en la cual un 65% 
solo estudió la primaria y el 14% nunca fue a 
la escuela. Solo el 20% restante reporta tener 
estudios superiores a la educación básica. 
Además, es importante recordar que la gran 
mayoría de los sordos y los sordos usuarios de 
la LSM no saben leer ni escribir en español, y 
si lo hacen, el nivel de comprensión es menor 
debido a la gran diferencia gramatical y a la 
falta de palabras equivalentes entre una y otra.

Se debe señalar, además, que las niñas, 
niños y jóvenes sordos suelen tener problemas 
al encontrarse en escuelas, tanto públicas 
como privadas, sin el acompañamiento de 
un traductor, el cual puede llegar a ser muy 
costoso. En algunos casos, las escuelas pueden 
sugerir enviar a las niñas, niños y jóvenes 
sordos a Centros de Atención Múltiple de la 
Secretaría de Educación Pública (SEP), sin 
embargo, esto ha mostrado no ser de ayuda, 
ya que no es una educación específicamente 
para sordos, sino que se juntan a personas 
con diferentes discapacidades y, por lo tanto, 
diferentes necesidades educativas. Igual-
mente, es de destacar también que menos de 
un tercio de las personas sordas usuarias de la 
LSM son las que pueden acceder a educación 
superior, y de las más de 2 200 universidades 
que existían en México en 2013, solo una de 
ellas estaba adaptada para recibir alumnas y 
alumnos sordos, ciegos o con discapacidad 
motriz (Guerrero, 2013).

Adicionalmente, debido a la falta de 
educación y a la dificultad que representa leer 
y escribir español, si no se tuvo una educa-
ción bilingüe, la capacidad de las personas 

sordas para conseguir un trabajo es muy baja, 
lo que los hace dependientes de sus familias, 
de las pocas ayudas del gobierno dirigidas a 
estos sectores o los mantiene en un estado 
prácticamente permanente de precarización 
y desempleo (CNDH, 2008).

En el tema del acceso a la salud, las 
personas sordas no cuentan con servi-
cios especializados que brinden atención 
médica por medio de la LSM. De esta forma, 
no solo está reducido el acceso a la salud 
física, sino que tampoco existe la posibi-
lidad de acceder a servicios de salud mental. 
Sumado a esto, para 2016 solo existían 40 
intérpretes certificados en LSM en toda la 
república (Altamirano, 2016), lo cual obliga 
a las personas sordas a apoyarse en fami-
liares o intérpretes no certificados como 
traductores durante las citas médicas, lo 
que puede llevar a entendimientos erróneos 
y una mala atención médica.

Otro problema relevante al que se 
enfrentan las personas sordas tiene que ver 
con el acceso a la información. Como se ha 
mencionado, la información escrita o sonora 
no puede ser comprendida para la gran 
mayoría de personas sordas, por lo que los 
subtítulos no son una solución para la inclu-
sión. Igualmente, los intérpretes no siempre 
pueden dar una información completa o verí-
dica. En agosto de 2020, comenzó un movi-
miento por parte de personas sordas al notar 
que los intérpretes de las conferencias del 
presidente Andrés Manuel López Obrador 
no solo no traducían correctamente lo que 
se hablaba, sino que había señas inventadas, 
groserías y oraciones sin sentido (Monte-
sinos, 2020).
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Como alternativa a esta falta de informa-
ción, los “chismes” dentro de la comunidad 
sorda se han popularizado como una forma 
de obtenerla: el “chisme es un ritual perse-
verante entre los sordos, son muy comuni-
cativos. Después de todo, ellos no pueden 
escuchar los noticieros del radio o la televi-
sión, ni leer los periódicos, pues son abru-
madoramente monolingües. Todos esperan 
de quienes tienen algo de información que la 
compartan” (Fridman, 1999, como se citó en 
Guerrero, 2013). Sin embargo, la información 
puede ser distorsionada u omitida cuando es 
esparcida por canales alternativos. Además 
de estas problemáticas, las personas sordas 
también encuentran serias limitaciones en 
las señalizaciones viales, el acceso a acti-
vidades de ocio como el cine y el teatro, las 
relaciones personales y, en los años ante-
riores, una barrera para el entendimiento y 
lectura de labios ocasionado por el uso del 
cubrebocas como una medida para prevenir 
el COVID-19.

Conclusiones
En este ensayo se trató de abordar el tema de 
las personas sordas en México y las proble-
máticas a las que se han enfrentado durante 
varias décadas, en primer lugar, por la difi-
cultad de crear una comunidad y un discurso 
de movimiento social, y en segundo lugar, por 
las barreras sistémicas que siguen existiendo 
en México en cuanto acceso a la educación, a 
un trabajo digno, a la información y al ocio.

En una primera parte se presentó la 
percepción de las discapacidades dentro del 
capitalismo, remarcando la diferencia entre 
la percepción que tienen las personas con 

discapacidad de sí mismos y la percepción 
que tienen los demás de ellos, en donde la 
discapacidad es únicamente la barrera que la 
sociedad le pone a las personas con rasgos o 
características diferentes. De igual manera, 
se explicó cómo el lenguaje afecta la percep-
ción que se tiene de las personas con disca-
pacidades dentro de lo laboral, siendo que 
“minusválido” o “discapacitado” habla sobre 
el valor disminuido que las personas tienen 
dentro de un sistema que busca su explota-
ción para hacerse de más capital.

Se trató además de distinguir entre la 
sordera y la discapacidad auditiva, debido 
a que estos padecimientos no son lo mismo 
y que los espectros de la sordera pueden 
ser desde muy bajos hasta la sordera total. 
En este segundo apartado, se hizo evidente 
la necesidad de tener más datos sobre las 
personas sordas, ya que las estadísticas del 
INEGI tienden a ser muy generales en cuanto 
a discapacidades y serían un punto muy 
importante para justificar políticas públicas 
en favor de las personas sordas.

En una tercera parte, se abordó el tema de 
la comunidad sorda en México y la LSM, es 
decir, el espectro más grave de la discapacidad 
auditiva y la forma en la que se comunican. 
Aquí es importante recalcar que la LSM es 
principalmente una herramienta de comuni-
cación entre personas sordas y no una forma 
de traducción del español. Esto pasa porque el 
español signado, es decir, la traducción literal 
palabra a palabra de español a señas de LSM, 
no cumple con las reglas gramaticales de la 
LSM y, por lo tanto, sería casi imposible para 
los sordos entenderlo. Además, hay un gran 
número de palabras en español que no existen 
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y/o no tienen seña en LSM, lo que dificulta 
las traducciones. De la misma forma, se debe 
tener en cuenta que el subtitulaje tampoco es 
una solución definitiva, ya que gran parte de 
las personas sordas no saben leer ni escribir 
en español, puesto que la educación bilingüe 
para personas sordas es un privilegio al que 
menos de un tercio de ellos puede acceder.

En el cuarto apartado, se abordó el tema 
del desarrollo y la resistencia de las comu-
nidades sordas en México y las influencias 
que tuvieron de las comunidades sordas en 
Europa y Estados Unidos. Aquí, se destacó 
la importancia de los pasos que se deben 
cumplir, tanto interna como externamente, 
para que un grupo social tenga “un punto de 
ignición”, y en el caso de las comunidades de 
sordos, la necesidad de tener un lenguaje que 
permita desarrollar una identidad y comu-
nicar sus exigencias. Es importante resaltar 
en este punto que las comunidades sordas 
ya existían en varios lugares del mundo y 
de México, especialmente en Mérida, sin 
embargo, fue hasta después de varias publi-
caciones que avalaban la utilidad de la lengua 
de señas que las comunidades comenzaron a 
tomar fuerza y surgir como grupos sociales 
que exigían el respeto a sus derechos.

En el quinto apartado, se trató sobre los 
nuevos movimientos sociales, en el que se 
muestra cómo el contexto internacional 
causado por las guerras dio lugar al surgi-
miento de muchos movimientos sociales 
de grupos que anteriormente no habían 
tenido tanta presencia, como son los movi-
mientos por el cuidado de la naturaleza, por 
la diversidad sexual, los movimientos hippie 
y los movimientos por las personas disca-

pacitadas, liderados principalmente por las 
personas que estuvieron en las guerras y 
regresaron mutilados y lastimados. A partir 
de este momento histórico, dichos movi-
mientos, especialmente los de discapacitados 
y de personas sordas, comienzan a politi-
zarse y a exigir sus derechos en foros inter-
nacionales, ganando peso en dichos foros y 
logrando cambios en actas y escritos.

Finalmente, en el último apartado se habló 
de los problemas actuales que las personas 
sordas en México sufren diariamente en 
temas como acceso a la educación, acceso 
a trabajos dignos, acceso a la información 
y acceso a formas de ocio y diversión. Estas 
problemáticas siempre han existido para las 
personas sordas y, a pesar de los movimientos 
que se han creado en los últimos años, poco 
ha cambiado para solucionarlos.

Se debe reconocer que es difícil encontrar 
una solución que abarque todos los problemas 
que tienen las personas sordas, y sería una 
visión reduccionista e idealista pensar que 
la educación cambiaría estos problemas, sin 
embargo, puede ser posible generar un cambio 
desde varios puntos de vista. En primer lugar, 
debe existir un cambio de la percepción que 
la sociedad tiene de los sordos. Cuando se 
cataloga como persona con discapacidad a 
alguien que no se considera de esta forma 
automáticamente se genera una barrera, por 
lo que se debe terminar con la idea de “curar” 
la sordera para integrarlos al mundo oyente 
y pensar en la forma en la que como oyentes 
las personas se pueden incluir en el mundo 
sordo. En segundo lugar, la prevención es un 
aspecto de suma importancia. Muchas de las 
personas sordas adquirieron esta condición 
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por accidentes o complicaciones durante el 
parto que pueden ser fácilmente prevenibles 
con sistemas de salud y políticas públicas 
bien ideadas y aplicadas. En este sentido, el 
acceso a un centro de salud de calidad y acceso 
a información son decisivos para prevenir 
futuros problemas. En tercer lugar, es verdad 
que la educación es importante, pero defi-
nitivamente debe tratarse de una educación 
de calidad y especializada. Solo existe una 
universidad en el país con la capacidad y las 
herramientas para enseñar a jóvenes sordos, 
y solo existen 40 traductores certificados, de 
los cuales 11 se encuentran en la Ciudad de 
México, lo cual limita mucho la capacidad de 
tener traductores certificados en escuelas.

De igual forma, canalizar a las niñas, 
niños y jóvenes sordos a centros de educación 
especial, en donde se les da clase en conjunto 
con personas otras discapacidades tampoco 
es una solución, pues el mayor problema, 
la barrera de la comunicación, sigue ahí. 
Por lo tanto, debe haber un cambio en la 
educación en temas de inclusión a escuelas 
para no sordos, promoción de la traducción 
certificada y de la educación bilingüe, que 
permita un conocimiento de la LSM para 
un buen desarrollo dentro de la comunidad 
sorda y que al mismo tiempo permita que las 
personas sordas aprendan a leer y escribir en 
español. Al saber leer y escribir en español, se 
abren varias puertas en temas como acceso 
a la información y al ocio, e incluso en cosas 
más básicas, como leer señalamientos viales 
y de peligro.

Finalmente, es pertinente comentar la 
reforma al artículo 8.° de la Ley Federal 
de Cinematografía, en la que las películas 

proyectadas en cines deberán contar con 
subtítulos, sin importar si son exhibidas en 
español o en su idioma original, como una 
medida para inclusión de personas sordas 
y con discapacidades auditivas. Si bien esta 
puede parecer una buena idea, refleja el poco 
conocimiento que se tiene de la comunidad 
con discapacidad auditiva y sorda, dado que, 
como se ha expuesto anteriormente, es muy 
bajo el número de personas que tiene los 
conocimientos para leer en español. Precisa-
mente por esto, se resalta la importancia de 
tener datos más específicos sobre la discapa-
cidad auditiva y la sordera entre la población 
de México.
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1.	 Introducción
En los últimos años, la percepción sobre la 
discapacidad ha generado gran inquietud, 
derivado de la expansión de derechos y la 
responsabilidad del Estado para garantizar 
que, a todos los ciudadanos, con discapacidad 
o sin ella, se les respeten y protejan sus dere-
chos. Asimismo, el aumento de la población 
en condiciones de discapacidad, sobre todo 
la población de adultos mayores y adultos 
maduros ha provocado que los problemas 
de exclusión y dependencia sean observados 
ante los ojos de la sociedad, aumentando con 
ello la sensibilidad ante estos problemas. Lo 
anterior provoca que un problema, ante-
riormente atendido en los entornos privados 
del hogar, se considere como un asunto de 
interés social.

Los enfoques para observar la situación 
de los cuidados de las personas con discapa-
cidad difieren. Tradicionalmente, la discapa-
cidad se atiende desde las políticas públicas 
como un problema de movilidad, comuni-

1	 Estudiante en el Doctorado en Economía Política del Desarrollo, BUAP.

2	 Profesor-Investigador en la Facultad de Economía, BUAP.

cación, salud y economía. Para atender tales 
problemas, en México se han implantado 
diversas políticas, no obstante, tales acciones 
se caracterizan por la dispersión de esfuerzos 
entre niveles de gobierno, son poco ambi-
ciosas, están centradas en lo económico y 
reproducen las desigualdades de género.

Para analizar la situación actual en México, 
este capítulo abordará en su primera sección 
cómo la pandemia facilitó un entorno apro-
piado para identificar y discutir el problema 
que enfrentan las personas con discapacidad 
y las personas encargadas de los cuidados; 
estas últimas usualmente mujeres. En tal 
contexto, la discusión nacional está en coor-
dinación con los movimientos feministas que 
a nivel internacional han colocado este asunto 
dentro de la agenda de discusión pública que 
deberá atenderse en el corto y mediano plazo. 
Aunque, como se expone en el texto, estos 
movimientos proponen una agenda que reva-
lorice el trabajo decuidado, redistribuya las 
responsabilidades entre hombre y mujeres, 
y reconozca y garantice el bienestar de las 
personas cuidadoras.

Posteriormente, en el texto se expone una 
revisión de las estadísticas nacionales sobre 
las personas en condiciones de discapacidad, 

La discapacidad y las políticas para los 

cuidados de largo plazo en México
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identificando aquellas que puedan requerir 
atención de cuidados de largo plazo. De esta 
revisión cuantitativa se puede inferir que la 
población de adultos mayores y adultos son 
altamente propensos de estos cuidados espe-
cializados. Sin embargo, preocupa sobrema-
nera la situación de los adultos mayores, pues 
es una población vulnerable ante la enfer-
medad y los bajos ingresos, lo cual limita las 
posibilidades de acceder a servicios de salud y 
cuidados especializados.

Finalmente, el capítulo describe las prin-
cipales políticas gubernamentales. Estas 
se caracterizan en primer lugar por ofrecer 
servicios de salud en un sistema disperso, con 
escasez de medicamentos y pocos especia-
listas. En segundo plano, se ubica otra polí-
tica de gran importancia: la política universal 
de transferencias de recursos, la cual en parte 
apoya los gastos de atención de la pobla-
ción, pero promueve la mercantilización de 
las relaciones familiares y no contribuye a la 
reducción de los roles de género.

2.	 Antecedentes
La pandemia por COVID-19, declarada en 
marzo de 2020, representa un hecho histó-
rico debido al número de muertes registradas 
en un breve periodo de tiempo. Adicional-
mente, durante la pandemia se observó una 
reacción inusitada de los gobiernos nacio-
nales, quienes dedicaron grandes esfuerzos 
en compartir información sobre salud pública 
e implementar medidas de contingencia 
sanitarias que retrasaran o disminuyeran 
los decesos en sus países. En parte, la mayor 
catástrofe ocurrió en los países con deficien-
cias en los sistemas de protección social y 

salud, que además son naciones con índices 
de marginación social importantes, como es 
el caso de las de América Latina y el Caribe 
(Acosta, 2020; Filgueira et al., 2020).

Algunas de las medidas gubernamen-
tales implantadas, como el confinamiento 
y aislamiento social, ampliaron la esfera 
de atención dentro del hogar, transitando 
de un espacio de resguardo a uno donde 
también se trabaja y estudia. El incre-
mento de las actividades dentro del hogar 
aumentó, por consiguiente, la demanda de 
trabajos de cuidado. Según el Observatorio 
de Género y COVID-19 en México, la reali-
zación de los trabajos de cuidado aumentó 
la desigualdad entre hombres y mujeres, 
puesto que, durante la pandemia, por 
cada hora que dedicaron los hombres a las 
tareas de cuidados, las mujeres dedicaron 
tres (2020). Aunado a lo anterior, se sabe 
que, durante esta contingencia, entre el 
2.9 y el 17.9% de mujeres económicamente 
activas tuvieron que ausentarse tempo-
ralmente o perder su empleo para satis-
facer las mayores demandas por cuidados 
(Amilpas, 2020; Cruz et al., 2020; Fuen-
te-Filguerola, 2020).

El incremento de la demanda por cuidados 
dentro del hogar, con fuerte sesgo hacia la 
mujer, es un fenómeno que se replicó a escala 
global. Durante los años 2021 y 2022, las 
agendas internacionales feministas pusieron 
en marcha mesas de trabajo para discutir 
medidas gubernamentales que permitieran 
garantizar acciones en torno a reducir la carga 
de trabajo de cuidados, y con ello potenciar los 
beneficios para las mujeres. En la región de 
América Latina destacan: el compromiso de 
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Santiago (Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe (CEPAL) y ONU MUJERES, 
2021), la alianza global por los cuidados impul-
sada por el Instituto Nacional de las Mujeres 
(INMUJERES) y ONU MUJERES (2021), la decla-
ración internacional sobre la importancia del 
cuidado en el ámbito de los derechos humanos 
(Gobierno de México, 2021), el Pacto Mundial 
México (INMUJERES, septiembre 2021), el día 
de acción mundial a favor del cuidado (Confe-
deración Sindical Internacional (CSI), 2021) 
y la presentación del documento Hacia una 
construcción de sistemas integrales de cuidados 
en América Latina y el Caribe (Bango y Cossani, 
2021). La agenda de discusión en los diversos 
foros abordó especialmente la situación de los 
hogares con miembros que afrontan alguna 
discapacidad, sean personas adultas mayores o 
menores (CEPAL y ONU MUJERES, 2020, 2021; 
INMUJERES, 2021; ONU MUJERES, 2021). De 
manera general, estos documentos plantearon:

a.	 PREMIAR Y RECONOCER las labores de 
cuidados mediante el aseguramiento 
de empleos decentes con seguridad 
social, transferencias monetarias a 
mujeres cuidadoras no remuneradas, 
creación de sindicatos o mecanismos 
de protección para trabajadoras del 
hogar, aseguramiento de seguros 
contributivos y/o no contributivos 
para mujeres adultas mayores.

b.	 REDISTRIBUIR los trabajos remu-
nerados y no remunerados de una 
manera más justa dentro y fuera de 
los hogares, mediante la promoción de 
nuevas dinámicas familiares, paterni-
dades responsables, creación y mante-
nimiento de indicadores que visibilicen 

las cargas e importancia de los trabajos 
de cuidado no remunerados, así como 
las necesidades de dependencia a nivel 
geoestadístico.

c.	 REDUCIR la carga de trabajo de 
cuidados no remunerados mediante el 
apoyo y cobertura de las necesidades 
básicas de estos, basándose en princi-
pios de igualdad, universalidad y soli-
daridad mediante el incremento de 
infraestructura, cobertura y personal 
especializado en el cuidado, además 
de programas y centros de capacita-
ción de personas cuidadoras, así como 
mecanismos de regulación, manuales 
y políticas de regulación de estos 
servicios.

d.	 COMUNICACIÓN Y PRESUPUESTO 
mediante la socialización de buenas 
prácticas en foros, en donde compartan 
las experiencias buenas a nivel regional 
y procuren el aseguramiento de fondos 
y mecanismos provenientes de recursos 
internacionales, federales, filantró-
picos o privados que mantengan los 
programas e iniciativa anteriores.

Es importante señalar que en estos docu-
mentos los cuidados se entienden como las 
actividades propias o ajenas que regeneran 
diaria y generacionalmente el bienestar físico 
y emocional de las personas. Estas incluyen las 
tareas cotidianas de gestión y sostenimiento 
de la vida, así como el mantenimiento de los 
espacios y bienes domésticos, el cuidado de 
los cuerpos, la educación y formación de las 
personas, el mantenimiento de las relaciones 
sociales o el apoyo psicológico a los miem-
bros de la familia (Bango, 2020; Durán, 2018).
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Hay dos aspectos que vale la pena señalar. 
El primero es que la mayoría de los actores que 
han escrito acerca de la problemática lo hacen 
desde una perspectiva y activismo feministas 
en pro de visibilizar y asegurar estas tareas 
que permitan independencia y libre desarrollo 
a las personas cuidadoras. El segundo es que 
para poder identificar si existen otras acciones 
que coadyuven a estos objetivos habrá que 
observar la variación de la dinámica demográ-
fica e indicadores de dependencia que puedan 
orientar hacia donde pueden estar asentadas 
las acciones de cuidados.

En este sentido, con base en el comunicado 
realizado por el INEGI (2022), en los últimos 
50 años México ha visto reducida su pobla-
ción de 0 a 14 años en un 21%, mientras que, 
en el mismo periodo de tiempo, se cuadriplicó 
la cantidad de adultos mayores de 60 años en 
relación con el primer grupo etario, es decir, 
pasaron de haber 12 a 48 adultos mayores 
por cada 100 niños y niñas con menos de 
15 años. Estas transformaciones estructu-
rales conllevan una coyuntura demográfica 
llamada bono demográfico, donde aumenta 
el peso relativo de las personas en edades 
productivas (15 a 59 años) y disminuye la 
cantidad de personas en edades inactivas (0 a 
14 años y 60 y más). De acuerdo con los censos 
de 1970 a 2020, la relación de dependencia 
disminuyó de 108 a 59 dependientes por cada 
100 personas en edades productivas y estas 
transformaciones modifican los alcances de 
los diseños de políticas económicas y sociales 
(INEGI, 2022).

A partir de los datos demográficos 
mencionados, se perciben dos grupos etarios 
(menores y adultos mayores) con niveles de 
dependencia funcional y/o económico-so-

cial. Cabe destacar que en México el aumento 
significativo ocurre con las personas adultas 
mayores. Vale la pena reconocer que cultural-
mente existe una diferencia entre la depen-
dencia de estos dos grupos, puesto que cuando 
se habla particularmente niñas y niñas sin 
alguna discapacidad, se percibe el cuidado 
como una inversión, mientras que cuando 
se habla de personas adultas mayores o 
personas con alguna discapacidad, se concibe 
como una carga económica o social. Estudios 
revelan cómo a estos últimos se les segrega de 
actividades escolares o de recreación, utili-
zando términos y actitudes que les infanti-
lizan o denigran y dejando sus actividades 
de cuidado en manos de alguien más cercano 
al núcleo familiar o las organizaciones de la 
sociedad civil. Además, en algunos casos se ha 
observado que los sentimientos al hablar de 
estas últimas situaciones de dependencia son 
negativas (propician miedo, sentimientos de 
culpa o de confusión).

Es importante reconocer que la percepción 
del problema sobre los cuidados se ha volcado 
hacia actitudes más inclusivas por parte de 
personas jóvenes, personas con mayor grado 
de escolaridad y habitantes de zonas urbanas 
de altos ingresos que usualmente no están 
directamente relacionadas con la situación. 
Asimismo, el personal de salud y docentes 
de educación básica también reconocen que 
desde las instituciones y sociedad en general 
debe darse una respuesta positiva a través de 
mecanismos de asistencia estatal (Funda-
ción Belén, 2001; García y Hernández, 2010; 
Rodríguez-Martí y Álvarez-Arregui, 2015; 
Pérez-Castro, 2019; Medina et al., 2021; Enri-
quez y Rocha, 2022).
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En este punto, cabe precisar que la depen-
dencia de una persona se entiende como una 
situación donde esta requiere de la ayuda de 
otra para realizar actos elementales para la 
subsistencia o actividades básicas de la vida 
diaria, lo cual es derivado de la falta o pérdida 
de la autonomía física, psíquica, intelectual, 
funcional, económica o social (Organización 
Panamericana de la Salud, 2020; Comunidad 
de Madrid, 2019; Agudelo y Medina, 2014; 
Consejo de Europa, 1998). Bajo esta última 
definición, es importante en la actualidad 
tomar en cuenta si la persona dependiente 
necesita cuidados de manera transitoria o 
permanente y en el largo plazo conocer y 
prevenir las causas de la dependencia, permi-
tiendo planificar los servicios e insumos 
necesarios que permitan tanto a las personas 
dependientes como a las cuidadoras seguir 
desarrollándose con dignidad y libertad.

La concepción de posibilidades de depen-
dencia por largos periodos ha motivado a 
crear una subcategoría de los cuidados deno-
minada cuidados a largo plazo (CLP), los 
cuales incluyen los servicios y actividades 
llevadas a cabo por otra persona para aquellas 
que han tenido o corren el riesgo de sufrir una 
pérdida importante y mantenida de la capa-
cidad intrínseca por largos periodos. La capa-
cidad intrínseca es la combinación de todas 
las capacidades físicas y mentales de una 
persona e incluye su capacidad de caminar, 
pensar, ver, oír y recordar. Tal pérdida puede 
afectar su capacidad funcional para satis-
facer sus derechos, libertades fundamentales 
y dignidad humana. Algunas de las concep-
ciones internacionales de los CLP incluyen 
también los cuidados otorgados en casas de 

cuidado, asilos, estancias de día y/o tiempo 
completo, las asistencias o ayudas otor-
gados por familiares, enfermeros o tera-
peutas domiciliarios, las jornadas de salud o 
eventos con fines para donar materiales de 
asistencia: sillas de ruedas, lentes, bastones, 
entre otros (Lehning y Austin, 2019; Organi-
zación Mundial de la Salud, 2015; Ikegami, 
2002; Institude Of Medecine, 2001).

Es necesario reforzar la idea de que los CLP 
están vinculados con la dependencia, pero 
esta no en todos los casos es directamente 
proporcional a la edad. Si bien se reconoce que 
las personas adultas mayores son un grupo 
altamente vulnerable de sufrir alguna pérdida 
de la capacidad intrínseca, desde la Organiza-
ción Mundial de la Salud (OMS) se exhorta a 
no estereotipar a las personas mayores como 
dependientes, más bien, se invita a reconocer 
que existen otros factores que impactan sobre 
la pérdida de la capacidad intrínseca. Tales 
factores son denominados determinantes 
sociales, entre los cuales destacan el acceso 
a los servicios de salud e infraestructura, los 
niveles de ingreso, las condiciones de migra-
ción, inequidad de género y exclusión en los 
mercados (OMS, 2008, 2015).

3.	 La dimensión de los cuidados 
a largo plazo en México

En México, la atención gubernamental al 
problema de CLP se ejerce, en su mayoría, 
a cargo de instancias dedicadas a personas 
adultas mayores, pues la mayor parte de 
eventos, foros, discusiones y legislación ha 
corrido a cargo del Instituto Nacional de 
Geriatría (INGER), quien se ha encargado 
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de gestionar espacios, instrumentos y esta-
dísticas relacionadas con el binomio depen-
dencia-envejecimiento (INGER, 2019; López, 
2020; Gutiérrez, 2020; Sosa, 2020). Además, 
el Consejo Nacional de Evaluación de la Polí-
tica de Desarrollo Social (CONEVAL) ha publi-
cado un documento que analiza propuestas 
de CLP dedicadas a personas adultas mayores 
(CONEVAL, 2017). Tales acciones guberna-
mentales colocan su énfasis en la población 
mayor de 60 años, y para ellas resulta impor-
tante indagar sobre las condiciones en las que 
surge y prevalece la dependencia.

La primera dificultad es describir la situa-
ción actual de personas dependientes de 
cuidados a largo plazo en el país, debido a 
que no existen indicadores homologados en 
los diversos instrumentos de recolección de 
información (encuestas y censos) realizados 
para dicho propósito. Las aproximaciones 
empleadas en los instrumentos nacionales 
utilizan una homologación con los indica-
dores propuestos por la guía Atención inte-
grada para las personas mayores (OPS, 2017), 
el índice Identificar el grado de indepen-
dencia de la persona mayor para la realiza-
ción de actividades básicas de la vida diaria-
KATZ (INGER, 2019a) y la Encuesta Nacional 
de Ingresos y Gastos de los Hogares (ENIGH) 
(INEGI, 2020).

Según la guía establecida en tales instru-
mentos, los cuidados a largo plazo deben 
considerar las pérdidas de la capacidad intrín-
seca relacionadas con a) deterioro cognitivo 
(recordar y orientación tiempo y espacio), b) 
movilidad (levantarse de una silla sin usar las 
manos), c) nutrición deficiente (pérdidas de 
peso o apetito), d) discapacidad visual (tener 

problemas de la vista, o enfermedad ocular), 
e) pérdida auditiva (no oír susurros), f) 
síntomas depresivos (falta de interés, placer 
o sentir tristeza) y g) la asistencia social 
(contar con tecnologías de compensación, 
apoyo económico, acceso a la recreación y/o 
personas a cargo de su cuidado. Por su parte, 
el índice de Katz toma en cuenta los seis ítems 
considerados en el índice de KATZ (INGER, 
2019a); estos indican un alto grado de depen-
dencia y, por tanto, de cuidados especiales 
(baño, vestido, moverse dentro y fuera de la 
cama o silla, alimentación, uso del sanitario y 
continencia). Es importante resaltar que este 
instrumento ha sido diseñado para personal 
del área de la salud o trabajadores sociales 
entrenados para realizar las evaluaciones 
determinantes de la condición de salud.

En tanto, la ENIGH considera categorías 
como a) caminar, subir o bajar usando sus 
piernas, b) ver (aun usando lentes), c) mover 
o usar brazos y manos, d) aprender, recordar o 
concentrase, e) escuchar (aun usando aparato 
auditivo), f) bañarse, vestirse o comer, g) 
hablar o comunicarse, h) realizar sus acti-
vidades diarias por problemas emocionales 
(depresión, autismo, bipolaridad, entre 
otras). Además, se menciona el grado de difi-
cultad para llevar a cabo estas actividades, 
la causa del padecimiento y la edad con que 
cuentan las personas que le padecen, aunque 
estos datos son reportados directamente por 
la persona al frente de la familia, sin nece-
sidad de hacer evaluaciones de tipo médico, 
como es el caso del instrumento ICOPE.

Los grados que menciona la ENIGH esta-
blecen cuatro escalones, donde: 1) no puede 
hacerlo,
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2) lo hace con mucha dificultad, 3) lo hace 
con poca dificultad y 4) no tiene dificultad; así 
mismo, indaga la causa por la cual se padece 
dicha condición. Para este análisis se equi-
parará únicamente los grados 1 y 2 como un 
problema de pérdida de la capacidad intrín-
seca. La tabla 1 muestra la propuesta sobre 
cuáles categorías que, por sus características 
de medición, podrían equipararse.

Tabla 1. Características de personas 
con posible dependencia de cuidados a 
largo plazo según ICOPE-KATZ y Encuesta 
Nacional de Gasto e Ingreso de los Hogares

Fuente: elaboración propia con base en OPS, 2017; 
INGER, 2019; INEGI, 2020.

Bajo los parámetros señalados ante-
riormente en la ENIGH (2020), es posible 
señalar que el 7.1% de la población mexicana 
tiene, al menos, alguna de las condiciones de 

dependencia. La mayor condición de depen-
dencia en el país ocurre por las dificultades 
para caminar (3.6%), le sigue la incapacidad 
de ver o lo hace con mucha dificultad aun 
usando lentes (2.4%), la discapacidad para 
usar sus brazos, manos, vestirse, bañarse o 
comer (2.4%), las dificultades para aprender, 
recordar o concentrarse (1.3%), discapa-
cidad o mucha dificultad para oír, aun usando 
aparato auditivo (1.3%) y, por último, difi-
cultad para realizar actividades de la vida 
diaria debido a problemas emocionales (1%); 
la suma sobre pasa el 7.1% de la población ya 
que una persona podría afrontar más de una 
discapacidad.

Aunque los porcentajes de presencia de 
discapacidad parecieran pequeños, es un 
grave problema para más de 8.9 millones de 
personas en México. Esa cantidad de personas 
es casi 600 000 personas más que la pobla-
ción total de Jalisco, siendo este el tercer 
estado más poblado de la República Mexicana 
(INEGI, 2020). Ahora bien, si se desintegra 
cada una de las condiciones con mayor inci-
dencia de acuerdo con el motivo por el cual 
apareció (al cual se le conoce como etiología) 
y la edad en la que se presentan actualmente, 
se obtendrá los resultados presentes en la 
Tabla 2.

Características 
establecidas por 

ICOPE- ÍNDICE DE 
KATZ

Características 
establecidas por ENIGH

deterioro cognitivo
aprender, recordar o 

concentrarse.

movilidad
caminar, subir o bajar 

usando piernas

discapacidad visual ver aun usando lentes

pérdida auditiva
escuchar (aunque use 

aparato auditivo)

Síntomas depresivos.
Realizar actividades 

diarias por problemas 
emocionales.

asistencia social
mover y usar brazos, 

bañarse,
vestirse y comer.



116

Tabla 2. Etiología de características más frecuentes de posible dependencia de cuidados a 
largo plazo en México 2020

Calificador de 
dificultad

N
o 

pu
ed

e

M
uc

h
a

di
fi

cu
lt

ad

N
o 

pu
ed

e

M
uc

h
a

di
fi

cu
lt

ad

N
o 

pu
ed

e

M
uc

h
a

di
fi

cu
lt

ad

N
o 

pu
ed

e

M
uc

h
a

di
fi

cu
lt

ad

Tipo de condición

Caminar, subir 
o bajar escaleras 
usando piernas

Ver aun usando 
lentes

Aprender, 
recordar, 

concentrarse

Realizar 
actividades 
diarias por 
problemas 

emocionales

Et
io

lo
gí

a

Por una 
enfermedad

8% 36% 7% 41% 7% 25% 15% 29%

Por edad 
avanzada

5% 24% 3% 27% 3% 29% 5% 12%

Porque nació así 4% 4% 2% 9% 6% 18% 10% 13%

Por un accidente 5% 21% 2% 7% 2% 5% 3% 4%

Por violencia 0% 0% 0% 0% 0% 0% 1% 2%

Otra causa 0% 1% 0% 2% 2% 3% 2% 4%

Total 100% 100% 100% 100%

Fuente: Elaboración propia con datos de la ENIGH-INEGI, 2020

La Tabla 2 expone la distribución de la 
población con dificultades por tipo de condi-
ción y etiología. Así, la principal etiología de la 
población con incapacidad o mucha dificultad 
para caminar se presentó por una enfer-
medad, el 8% y el 36%, respectivamente; la 
segunda causa es por edad avanzada, el 5% 
y 24%; y, en tercer lugar, se encuentran los 
accidentes que causaron la incapacidad, con el 
5% y el 21%. Las tres principales etiologías en 
la incapacidad para ver se presentan a causa 
de una enfermedad (7% y 41%), por la edad 
avanzada (3% y 27%) y dificultades al nacer 
(2% y 9%). En ese mismo sentido, las difi-
cultades para aprender y realizar actividades 
diarias encuentran sus principales etiologías 

por enfermedad, edad avanzada y dificul-
tades al nacer. Los datos permiten resaltar de 
manera particular que las dos etiologías con 
mayor porcentaje de afectación se atribuyen 
a la presencia de enfermedades y a la pérdida 
de la capacidad intrínseca asociadas a la edad.

Algunos datos sobre problemática en salud 
enfatizan las siguientes enfermedades: la 
hipertensión arterial, la diabetes mellitus no 
insulinodependiente (tipo II), la obesidad, las 
enfermedades vasculares y cardiacas como 
las más propensas a provocar la discapacidad 
(Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado [ISSSTE], 
2020; Secretaría de Salud, 2021). Según datos 
del CONEVAL (2021), en el país aún existe un 
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28.2% de personas sin acceso a los servicios 
de salud pública, lo cual no solamente obsta-
culiza observar con claridad la relación entre 
etiología y su incidencia en la discapacidad, 
sino que tampoco permite observar el daño 
ocasionado por la falta de atención médica, 
esto es, que los problemas de acceso a servi-
cios de salud pudieron aumentar el grado de 
vulnerabilidad de las personas dependientes 
de cuidados y orillar a las familias a no contar 
con los apoyos suficientes para propor-
cionar y/o mantener los cuidados necesarios 
que propicien que la persona mantenga la 
dignidad humana.

Complementariamente, en la Tabla 3 
se anota la edad promedio de cada una de 
las condiciones de probable necesidad de 
cuidados a largo plazo más frecuentes en el 
país. En la tabla se exponen la edad promedio 
de la población con discapacidad, según 
el tipo de discapacidad y su etiología. El 
promedio ronda entre los 60 y los 65 años, 
rango de edad que es considerada en México 
como una persona adulta mayor (CONEVAL, 
2017; INMUJERES, 2015). Ante tal situación, 
es posible señalar que los problemas por 
discapacidad se centran con población adulta 
mayor, aunque ello no excluye a otros grupos 
etarios: menores, jóvenes y adultos.

Calificador de dificultad

N
o 

pu
ed

e

M
uc

h
a

di
fi

cu
lt

ad

N
o 

pu
ed

e

M
uc

h
a

di
fi

cu
lt

ad

N
o 

pu
ed

e

M
uc

h
a

di
fi

cu
lt

ad

N
o 

pu
ed

e

M
uc

h
a

di
fi

cu
lt

ad

Tipo de condición

Caminar, subir 
o bajar escaleras 
usando piernas

Ver aun usando 
lentes

Aprender, 
recordar, 

concentrarse

Realizar 
actividades 
diarias por 
problemas 

emocionales

Et
io

lo
gí

a

Por una enfermedad 65 63 63 59 54 53 56 53

Por edad avanzada 84 77 83 73 85 77 87 81

Porque nació así 23 33 29 29 28 24 26 26

Por un accidente 49 57 37 54 57 49 62 54

Por violencia 39 53 51 48 42 41 40 36

Otra causa 17 53 30 45 10 35 18 45

Edad promedio 46 56 49 51 46 46 48 49

Tabla 3. Edad promedio de padecimiento de características de posible dependencia de 
cuidados a largo plazo en México 2020, según su etiología

Fuente: Elaboración propia con datos de la ENIGH-INEGI, 2020.
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4.	 Los cuidados y las políticas de 
atención en México

En el apartado anterior, se revisó la situa-
ción de las personas con alguna condición 
física, mental o psicológica que pudiera 
padecer alguna situación de dependencia de 
CLP. Ahora bien, dentro de las recomenda-
ciones propuestas por la OMS (2017) también 
existe un apartado de asistencia social que 
consiste en indagar acerca de las condiciones 
y/o ayudas sociales que permiten a la persona 
dependiente y a su red de apoyo afrontar 
la situación de una manera digna. En este 
apartado se describirán de manera concisa 
algunas de estas acciones.

Como fue mencionado con anterioridad, 
las estrategias de atención a la dependencia 
de CLP en los últimos años corren en gran 
medida bajo la dirección de las grandes insti-
tuciones de salud. Sin embargo, el reporte 
oficial de personas con alguna discapacidad 
que carecen de acceso a estos servicios en el 
2020 era de 24.8%, casi un cuarto del total de 
esta población (CONEVAL, 2021). Hablando 
específicamente de profesionales de salud, 
se cuenta con un promedio de 2 médicos y 3 
enfermeras por cada mil habitantes, supe-
riores al promedio en la región de América 
Latina, pero inferiores a las recomendaciones 
dadas para los países miembro de la Organi-
zación para la Cooperación y el Desarrollo 
(OCDE) (INEGI, 2022; INEGI, 2021). Hablando 
de personal con una mayor especialización, 
estas carencias aumentan, encontrando un 
promedio de 1.03 fisioterapeutas, 0.57 psicó-
logos y 0.06 terapeutas ocupacionales por 
cada 10 000 habitantes, mientras que existen 

422 geriatras y 1800 médicos rehabilitadores 
por cada 100 000habitantes (OPS, 2022; 
Heinze-Martin, et al., 2018).

Identificando al personal, distinto al 
del área médica, pero que coadyuvan en los 
trabajos de cuidados, en 2016 reportaban un 
total de 286 000personas cuidadoras, el 38 
% en el sector formal y el 62% en la vivienda 
popular. Estas cifras ilustran que las priori-
dades actuales del país en materia de salud y 
asistencia social se concentran en situaciones 
distintas a las de la atención a la dependencia, 
pues a pesar de que existen pocos estudios en 
nuestra población sobre las preferencias de las 
personas dependientes en cuanto su atención 
y cuidados, se observa una mayor frecuencia 
en su asistencia a servicios de recreación 
y aquellos que les permitan mantener una 
condición física y psicológica estable, como 
terapias individuales y en grupo (Rodríguez, 
2022; OMS, 2015; Carmona-Valdés y Ribei-
ro-Ferreira, 2010).

En cuanto a apoyos institucionales, se 
cuenta con las cifras del Censo de Alojamientos 
de Asistencia Social (CAAS) propuesto como 
instrumento periódico por el INEGI en 2010. 
En general, se encontraron un total de 1100 
alojamientos que atienden algunas de las 
condiciones que vulnerabilidad a las personas 
a la dependencia. Estos alojamientos incluyen 
casas hogar para personas adultas mayores, 
personas en situación de calle y hospitales 
psiquiátricos, pero la distribución de los 
mismos es muy irregular, concentrándose 
en su mayoría en la región norte del país y en 
menor medida en el centro sur.

Es importante señalar que este Censo de 
Alojamientos no contabiliza a los apoyos 
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ambulatorios, como comedores o estan-
cias de día, y que cada estado de la República 
suele tener estas acciones de transferencias 
y actividades en especie a cargo del Sistema 
Nacional para el Desarrollo Integral Familiar 
(DIF) y, por tanto, cada uno condiciona de 
manera diversa como otorgar estos apoyos. 
Resaltan de manera frecuente los comedores, 
dispensarios médicos y asignación de sillas 
de ruedas, bastones, lentes y otros auxi-
liares, los cuales son repartidos en jornadas 
preanunciadas o con formularios previos 
a registro. Una de las recomendaciones 
frecuentes por el CONEVAL es precisamente 
que se estandaricen los procesos y el presu-
puesto para el acceso a estos apoyos, además 
de que se cuente con censos de los usuarios 
frecuentes y se diseñen criterios metodoló-
gicos de seguimiento de efectividad, que es 
un punto débil en la mayoría de los estados 
(CONEVAL, 2019).

Atendiendo a estas recomendaciones, se 
creó un plan federal que incluye entre sus 
lineamientos un sistema de cuidados a largo 
plazo, aunque está diseñado específicamente 
para las personas adultas mayores (CONEVAL, 
2017, como se citó en Secretaría de Salud, 
2020). Dentro del programa llamado Acción 
específica para la Atención al Envejecimiento, 
se reconoce una falta de capacidad técni-
co-médica, recursos humanos, comunica-
ción y retroalimentación entre los niveles de 
atención, así como la prescripción de medi-
camentos y acceso a la atención oportuna, lo 
cual fue sustentado en párrafos anteriores.

Para contrarrestar estas situaciones, se 
planteó elevar la calidad técnico-médica 
del país, sin embargo, la realidad es que son 

pocos los programas que capacitan a personal 
profesional y cuidadores formales e infor-
males. A nivel nacional, se encontraron el 
programa Nacional de Residencias Médicas, 
aunque este no se concentra exclusivamente 
en educación gerontológica y es exclusivo 
para los licenciados en medicina. Si se habla 
de capacitación para otro tipo de público y 
personal de la salud, se encuentran cursos y 
talleres impartidos por el INGER en la Ciudad 
de México, algunos posgrados que abordan 
problemáticas en el envejecimiento por el 
Instituto Nacional de Salud Pública (INSP) 
y capacitación para familiares y personas 
cuidadoras por el DIF Estado de México.

Este tipo de observaciones son impor-
tantes, pues permiten visibilizar que la 
centralización de la educación en una proble-
mática que afecta a todo el país, pero también 
abren la posibilidad y el compromiso de las 
universidades e instancias de salud públicas 
para desarrollar programas específicos que 
capaciten a los futuros y actuales profesio-
nistas de manera transdisciplinaria en estas 
competencias específicas, contribuyendo 
al principio de reconocimiento y distribu-
ción mencionado al inicio del capítulo (INSP, 
2010; DIF Estado de México, 2016; Secretaría 
de Salud 2018; INGER, 2023).

Otra de las acciones planeadas hace refe-
rencia a la evaluación de personal de salud y 
asistencia social en centros gerontológicos, 
además de la creación de un sistema de infor-
mación accesible para las personas adultas 
mayores, lo cual se considera de especial 
interés, ya que a pesar de que existen páginas 
que prometen contener información rele-
vante, no parece tener un seguimiento infor-
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mático, pues sus actualizaciones se remontan 
al sexenio en que fueron creadas. Además, 
se planteó llevar de la mano campañas de 
prevención contra la discriminación y este-
reotipación de la vejez y la dependencia, sin 
embargo, en la búsqueda de la red, no se 
encontró algún evento o campaña formal más 
que algunas imágenes difundidas por INGER 
en su página de Facebook y algunas publica-
ciones de índole informativa por el Instituto 
Nacional para Personas Adultas Mayores o 
el Portal para el adulto mayor (INGER, 2021; 
Franco, M., 2021; Instituto Nacional de las 
Personas Adultas Mayores, 2021; Secretaría 
de Inclusión y Bienestar Social, 2023).

En cuanto a acciones para la creación 
del sistema de cuidados a largo plazo que 
normativice y regule la educación y preven-
ción de la dependencia funcional, se halló 
en la Norma Oficial Mexicana (PROY-
NOM031-SSA3-2018), que regula la asis-
tencia social para personas adultas mayores, 
el cual fue publicado en el diario de la fede-
ración en el año de 2019, sin tener actuali-
zaciones hasta el momento (Secretaría de 
Gobernación, 2019).

Para finalizar este apartado, es importante 
reconocer que existen dos programas de asis-
tencia social que han ido creciendo durante el 
último sexenio y son el llamado Pensión para 
el bienestar de las personas adultas mayores, 
dirigido a personas mayores de 65 años, y 
la Pensión para el Bienestar de las Personas 
con Discapacidad. Tales programas entregan 
4 800 pesos y 2 950 pesos de manera bimes-
tral, respectivamente. Sin bien, es acce-
sible para cualquier persona de nacionalidad 
mexicana, no hay que perder de vista que las 

transferencias monetarias pueden ayudar 
a mitigar algunos problemas y vulnerabili-
dades económicas, aunque también abren 
la posibilidad de aumento del maltrato en 
casa o en la calle para poder despojar a estas 
personas de ese dinero. Además, refuerza 
la idea de que el capital puede sustituir y/o 
asumir los trabajos de cuidados mediante el 
mercado, el cual aún no ha alcanzado la regu-
lación esperada, dando pasos atrás no solo 
en el reconocimiento de estas labores, sino 
que además en las demandas feministas de 
desfamiliarización y desfeminización de los 
trabajos de cuidados, pues al concentrar de 
manera enérgica la mayoría de esfuerzos en 
estos maxiprogramas de transferencias, se 
descuidan otro tipo de acciones prioritarias y 
declaradas por la propia Secretaria de Salud 
y gobiernos de los estados para garantizar 
la atención y no solo el consumo (CONEVAL, 
2017; Fernández y Agüero, 2018; Orozco y 
González, 2021; Instituto Nacional de las 
Personas Adultas Mayores, 2021).

Conclusiones
A lo largo del texto se expusieron las diversas 
dificultades relacionadas con las políticas de 
cuidados de largo plazo. Esos problemas no 
están limitados al ámbito de diseño y ejecu-
ción de las políticas. El texto expone una 
problemática desde la medición, pues las 
cifras presentadas en este documento y en las 
cifras oficiales son obtenidas con la propuesta 
homologación de dos herramientas dispo-
nibles de manera internacional (ICOPE) y 
nacional (ENIGH), respectivamente ; sin 
embargo, a pesar de que es muy valiosa la 
autopercepción o la percepción familiar de 
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las pérdidas de la capacidad intrínseca de 
algún miembro, es aún más importantes que 
la valoración de la discapacidad se desprenda 
de un diagnóstico médico, y con ello rela-
cionar de manera oportuna el diagnóstico y 
su atención.

Otro aspecto frágil en México está rela-
cionado con la pauperización de los servicios 
sanitarios, así como la falta de oferta educa-
tiva por las universidades, institutos y centros 
de investigación. Quizás esta es una buena 
oportunidad para que las acciones de divulga-
ción de la ciencia y retribución social ayuden 
a la socialización y democratización de la 
problemática, ya que, como se mencionó, se 
encuentra poca información acerca de estu-
dios sobre preferencias de apoyos o servicios 
para personas dependientes de cuidados.

Si bien, hace un par de años iniciaron las 
discusiones sobre la legislación y homolo-
gación de las estrategias y esfuerzos en pro 
de la creación e implementación de políticas 
públicas que atiendan esta problemática, 
al parecer los esfuerzos han quedado plas-
mados en el papel y se han asumido de manera 
centralizada por organismos que velan por los 
intereses de las personas adultas mayores, 
a pesar de que, como se mostró en los datos, 
la vulnerabilidad de dependencia en nuestro 
país parece presentarse antes de llegar a los 
65 años. Esta segmentación de las acciones 
y servicios deja ver una falta de capacidad en 
la organización y planeación a largo plazo y 
vulnera a la sociedad en general. Por una parte, 
a las personas que ya padecen la problemática, 
pues les tocará sufrir los cambios constantes 
de una política no afianzada; por otra, a las 
personas cuidadoras que asumen de manera 

intensa la responsabilidad constante de los 
cuidados sin apoyo, lo cual puede obstacu-
lizar las propias actividades de realización o 
mantenimiento personal y, por último, a las 
personas jóvenes, quienes pueden sentirse 
desalentados bajo el panorama de llegar a una 
de estas condiciones sin contar con una red de 
apoyo o recursos suficientes.
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